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Presentación 

 

Sistema de Consultas Absueltas 

La absolución de las consultas jurídicas a las máximas 

autoridades de los organismos y entidades del sector público con 

carácter vinculante, sobre la inteligencia o aplicación de la ley, es 

competencia del Procurador General del Estado, de acuerdo con el 

numeral 3 del artículo 237 de la Constitución de la República del 

Ecuador y los artículos 3 y 13 de su Ley Orgánica.   

Cada pronunciamiento es el resultado del estudio del equipo 

de abogados de la Dirección Nacional de Consultoría, que se apoya 

según la materia con la experticia de los profesionales de las demás 

direcciones sustantivas y regionales de la PGE, y, finalmente, revisado 

y, de ser el caso, modificado por el Procurador General del Estado, lo 

que permite asegurar la rigurosidad jurídica de cada proyecto, 

mantener la unidad institucional y reforzar el rol preventivo de la 

absolución de consultas como parte del ciclo de defensa jurídica del 

Estado. 

El pronunciamiento del Procurador General del Estado 

contiene un dictamen general y abstracto sobre la aplicación de las 

normas por toda la Administración Pública, por lo que la ley ordena 

que los extractos se publiquen en el Registro Oficial.   

Adicionalmente, por iniciativa de la PGE el texto íntegro de 

cada pronunciamiento consta en el Sistema de Consultas Absueltas, 

en el portal institucional www.pge.gob.ec que es una herramienta de 

acceso público. 

A fin de promover la transparencia del trabajo institucional, 

facilitar el acceso de los usuarios y contribuir al respeto del principio 

de legalidad que rige en Derecho Público, la PGE pone a disposición 

de la ciudadanía los pronunciamientos emitidos durante el mes de 

febrero de 2024 y, en adelante, con periodicidad mensual. 

 

Ab. Juan Carlos Larrea Valencia  

Procurador General del Estado 
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Oficio Nº 05426 

 
 
Quito, D.M., 01 de febrero de 2024 

 

 

Doctor 

Iván Patricio Saquicela Rodas 

REPRESENTANTE DE LA FUNCION JUDICIAL DEL ECUADOR 

PRESIDENTE CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 

Presente. 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 83-P-CNJ-2024, de 29 de enero de 2024, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente consulta:  

 

“En consideración a que el periodo del actual Presidente de la Corte Nacional 

de Justicia, fenece el 5 de febrero de 2024, conforme la acción de personal que 

acompaño; y en el caso de que la o el nuevo Presidente de la Corte Nacional de 

Justicia no pueda ser elegido entre las y los jueces titulares de la Corte, al no 

alcanzarse los doce votos conformes para su designación, o al no poder 

instalarse la sesión por falta de quorum de al menos doce juezas o jueces 

nacionales titulares, tal como mandan los artículos 179 y 198 del Código 

Orgánico de la Función Judicial; ¿corresponde a la o el Presidente de la Corte 

Nacional de Justicia que se encuentra en el ejercicio del cargo, desempeñar 

funciones prorrogadas hasta ser legalmente reemplazado de acuerdo a lo 

establecido en los artículos 121 y 133 ibidem, en concordancia con el artículo 

105 numeral 4.1 del Reglamento a la Ley Orgánica de Servicio Público?” 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

1.1. El informe jurídico del Director de Asesoría Jurídica y Cooperación Judicial 

Internacional de la Corte Nacional de Justicia (en adelante, “CNJ”), remitido adjunto al 

oficio No. 205-2024-DAJCJI-CNJ de 29 de enero de 2024, citó los artículos 182, 183, 

226 y 229 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 38 

numeral 1, 120 numeral 2, 121, 133, 179, 198, 199, 211, 283 inciso cuarto, 287 inciso 

cuarto y la Disposición Transitoria Segunda del Código Orgánico de la Función Judicial2 

(en adelante, “COFJ”); 44 numeral 4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional3 (en adelante, “LOGJCC”); 3 y 47 letra e) de la Ley Orgánica del 

                                       
1 CRE, publicado en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009. 
3 COFJ, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009. 
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Servicio Público4 (en adelante “LOSEP”); 105 del Reglamento General a la Ley Orgánica 

del Servicio Público5 (en adelante “RGLOSEP”); las Resoluciones No. 008-2021, No. 

018-2021, No. 075-2023, No. 157-2023, No. 007-2024 y No. 009-2024 de 28 de enero y 

2 de marzo de 2021, de 4 de mayo y 19 de septiembre de 2023 y 12 y 18 de enero de 

2024, respectivamente, emitidas por el Consejo de la Judicatura (en adelante, “CJ”); las 

resoluciones sin número de 17 de diciembre de 20086 mediante la cual se organizó la CNJ 

y No. 04-20177 que contiene el “Instructivo de Sesiones del Pleno de la Corte Nacional 

de Justicia”, emitidas por el Pleno de la CNJ; además de los pronunciamientos de este 

organismo contenidos en los oficios No. 12902, No. 03768, de 9 de noviembre de 2017 y 

de 14 de mayo de 2019; y el oficio No. 16583, de 18 de mayo de 2021, respectivamente; 

con fundamento en los cuales concluyó: 

 

“4.- CONCLUSIÓN 

 

(…) 

 

De la relación de las disposiciones señaladas en líneas anteriores se puede 

colegir que frente a la imposibilidad de elegir al Presidente o Presidenta de la 

Corte Nacional de Justicia, la figura de la prórroga de funciones en los términos 

regulados en los artículos 121 y 133 del COFJ, en concordancia con el artículo 

105 numeral 4.1 del Reglamento a la Ley Orgánica de Servicio Público, le sería 

aplicable al actual Presidente de la Corte Nacional de Justicia a partir del 5 de 

febrero de 2024 (fecha en que fenece su actual periodo), por su calidad de 

servidor público en general, de servidor judicial en específico, de funcionario 

elegido para un período fijo que no ha sido legalmente reemplazado; y, de juez 

en materia de extradiciones, hábeas corpus y declaraciones jurisdiccionales 

previas. 

 

Esta posibilidad está expresamente regulada en el COFJ para las máximas 

autoridades de la Fiscalía General del Estado y la Defensoría Pública, para 

quienes se reconoce la prórroga (arts. 283 y 287), es decir nuestra ley que regula 

la Función Judicial, nuevamente, a más de los artículos 121 y 133, expresamente 

reconoce la figura de la prórroga. 

 

(…) 

 

Para la situación excepcional tantas veces descrita no sería aplicable encargar 

la Presidencia de la Corte Nacional de Justicia, a la jueza o juez nacional titular 

más antiguo, pues el Código Orgánico de la Función Judicial así no lo prevé. Si 

bien esta figura de la antigüedad, es autorizada en la ley, lo está para otro 

                                       
4 LOSEP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010. 
5 RGLOSEP, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 418 de 1 de abril de 2011. 
6 Resolución de 17 de diciembre de 2008, publicada en el Registro Oficial No. 498 de 31 de diciembre de 2008. 
7 Resolución No. 04-2017, publicada en el Suplemento No. 1 del Registro Oficial No. 962 de 14 de marzo de 2017. 
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escenario, esto es el artículo 211 del COFJ que establece que en caso de ausencia 

de la o el Presidente de la Corte Provincial de Justicia, le subrogará la jueza o el 

juez más antigua o antiguo, pero claramente entendemos que esta construcción 

responde a que, al contrario de lo que ocurre en la Corte Nacional de Justicia, 

en las Cortes Provinciales no existe la figura de la o el Presidente Subrogante. 

 

Tampoco sería aplicable la resolución 04-2017 emitida por el Pleno de la Corte 

Nacional de Justicia, publicada en el Registro Oficial suplemento No.962 de 14 

de marzo de 2017, que contiene el Instructivo de sesiones del Pleno de la CNJ, en 

cuyo artículo 1 establece que únicamente para la dirección de las sesiones, en 

caso de impedimento o ausencia del titular, presidirá el primer Juez o Jueza 

subrogante y a su falta lo hará aquel o aquella que corresponda de acuerdo al 

orden de designación. Es evidente que el escenario que nos enfrenta el problema 

jurídico aquí planteado, no es la duda en cuanto a quien presidirá una sesión, ni 

a una ausencia o impedimento del Presidente, sino a la finalización del periodo 

del Juez Presidente de la Corte, cuyo reemplazo no prospere, en virtud de que el 

Pleno no lo elija, ya sea por falta de votos o por falta de quorum.” 

 

2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata su consulta, el análisis se referirá 

a los siguientes puntos: i) Elección y Designación del Presidente de la CNJ; ii) Cesación 

de Funciones de Servidores de la Función Judicial Sujetos a Período Fijo y Prórroga de 

Funciones; y, iii) Pronunciamientos Previos de este Organismo sobre las Excepciones a 

la Cesación de Funciones de Servidores en Puestos Sujetos a Período, Previstas en el 

Artículo 105 Reformado del RGLOSEP. 

 

2.1. Elección y Designación del Presidente de la CNJ.- 

 

De conformidad con el artículo 177 de la CRE, la Función Judicial se compone de órganos 

jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y autónomos. Al efecto, dicho artículo agrega 

que: “La ley determinará su estructura, funciones, atribuciones, competencias y todo lo 

necesario para la adecuada administración de justicia”. Entre los órganos 

jurisdiccionales, el numeral 1 del artículo 178 ibídem contempla a la CNJ.  

 

Al respecto, el artículo 182 de la CRE determina que la CNJ “estará integrada por juezas 

y jueces en el número de veinte y uno, quienes se organizarán en salas especializadas, y 

serán designados para un periodo de nueve años” los mismos que no podrán ser 

reelegidos y se renovarán por tercios cada tres años, precisando que: “Cesarán en sus 

cargos conforme a la ley”. Agrega el mismo artículo en su segundo inciso que: “elegirán 

de entre sus miembros a la Presidenta o Presidente, que representará a la Función 

Judicial y durará en sus funciones tres años” (El énfasis me pertenece).  
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En concordancia, el artículo 170 del COFJ establece a la CNJ como un órgano 

jurisdiccional que, conforme el artículo 173 ibídem, “estará integrada por veintiún juezas 

y jueces, quienes se organizarán en salas especializadas”. Con relación al Pleno de la 

CNJ, el artículo 179 del COFJ, en su segundo inciso, prevé que: “El quórum para la 

instalación y funcionamiento será de por lo menos doce juezas y jueces. El quórum para 

la toma de decisiones igualmente será de por lo menos doce votos conformes”.  

 

En cuanto a las funciones del Pleno de la CNJ, los numerales 6 y 8 del artículo 180 del 

COFJ incluyen el “6. Expedir resoluciones en caso de duda u oscuridad de las leyes, las 

que serán generales y obligatorias, mientras no se disponga lo contrario por la Ley, y 

regirán a partir de su publicación en el Registro Oficial” y “8. Ejercer las demás 

atribuciones que establecen la Constitución, la ley y los reglamentos”. 

 

Para la elección del Presidente de la CNJ, el artículo 198 reformado8 del COFJ determina 

lo siguiente: 

 

“Art. 198.- Elección.- Las juezas y los jueces titulares elegirán de entre sus 

miembros a la Presidenta o al Presidente de la Corte Nacional de Justicia, dentro 

de la primera quincena del período correspondiente, por votación escrita y 

secreta, y durará en sus funciones tres años. En caso de impedimento o ausencia 

temporal, le subrogará la jueza o el juez designado en la misma sesión y del 

mismo modo; de haber dos o más nominados al mismo tiempo, la designación se 

desarrollará mediante sorteo realizado de modo transparente. 

 

Si la ausencia es definitiva se convocará de inmediato al Pleno para elegir nueva 

Presidenta o al Presidente, quien únicamente completará el período” (El énfasis 

me pertenece).  

 

Entre las funciones del Presidente de la CNJ, el artículo 199 del COFJ incluye las 

siguientes:   

 

“1. Representar a la Función Judicial. Esta representación no deberá entenderse 

como la representación legal que, para fines de administración y gobierno, le 

corresponde a la Presidenta o Presidente del Consejo de la Judicatura; 

2. Elaborar la agenda, convocar y presidir el Pleno de la Corte Nacional de 

Justicia; 

3. Conocer y resolver si fuera del caso, los asuntos de extradición, con arreglo a 

los tratados e instrumentos internacionales ratificados por el Estado; (…)” (El 

énfasis me pertenece).  

 

                                       
8 Artículo sustituido por el artículo 43 de la Ley Orgánica Reformatoria del Código Orgánico de la Función Judicial, publicada en 

el Suplemento del Registro Oficial No. 345 de 8 de diciembre de 2020. 
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Adicionalmente, los numerales 6 y 10 del artículo 3 de la Resolución No. 04-2017 prevén 

como funciones del Pleno de la CNJ el “6. Expedir resoluciones en caso de duda u 

oscuridad de las leyes, las que serán generales y obligatorias, mientras no se disponga 

lo contrario por la Ley, y regirán a partir de su publicación en el Registro Oficial” y 

“10. Elegir al Presidente/a titular de la Corte Nacional de Justicia, mediante votación 

escrita y secreta, sin perjuicio de que el Magistrado/a que lo desee firme su voto”. 

 

Respecto de la elección del Presidente de la CNJ, el artículo 27 de la Resolución No. 04-

2017 señala que:  

 

“Art. 27.- Elección de Presidente/a de la Corte Nacional de Justicia.- Las juezas 

y jueces titulares elegirán de su seno a la Presidenta o al Presidente de la Corte 

Nacional de Justicia con al menos doce votos conformes, dentro de la primera 

quincena del periodo correspondiente, por votación escrita y secreta, sin 

perjuicio de que el Juez/a que lo desee firme su voto. 

 

Una vez que se declare legalmente electo al Presidente/a, prestará la promesa en 

la misma sesión, ante el Pleno y entrará en ejercicio de sus funciones”. 

 

De lo manifestado se desprende que: i) la CNJ es un órgano jurisdiccional de la Función 

Judicial; ii) corresponde al Pleno de la CNJ elegir a su Presidente, además de expedir 

resoluciones generales y obligatorias en caso de duda u oscuridad de las leyes, mientras 

no se disponga lo contrario en ellas, las mismas que regirán a partir de su publicación en 

el Registro Oficial; iii) el Presidente de la CNJ representa a la Función Judicial y ejerce 

las competencias previstas en el artículo 199 del COFJ; y, iv) la elección y designación 

del Presidente de la CNJ corresponde a los jueces titulares, para un período de 3 años. 

 

2.2. Cesación de Funciones de Servidores de la Función Judicial Sujetos a Período 

Fijo y Prórroga de Funciones.- 

 

El artículo 38 del COFJ prevé que: “Integran la Función Judicial y se denominan, en 

general, servidores de la Función Judicial”, entre otros: “1. Las juezas y jueces; las 

conjuezas y los conjueces, y demás servidoras y servidores de la Función Judicial que 

prestan sus servicios en la Corte Nacional de Justicia, cortes provinciales, tribunales y 

juzgados de primer nivel” (el énfasis me pertenece).  

 

Así, el numeral 1 del artículo 40 del COFJ establece, dentro de la clasificación de los 

servidores de la Función Judicial, a los servidores titulares definidos como “Aquellos que 

han sido nombrados y posesionados para desempeñar un cargo constante en el 

distributivo de sueldos de la Función Judicial, con duración indefinida o a periodo fijo” 

(El énfasis me pertenece).  
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En cuanto a la cesación de funciones de los servidores de la Función Judicial9, el artículo 

120 del COFJ determina que: “cesa definitivamente en el cargo y deja de pertenecer a la 

Función Judicial”, entre otras causales “2. En el caso de la servidora o servidor 

nombrado para un determinado período o plazo, haberse cumplido el mismo, y al tratarse 

de servidores provisionales al momento en que el titular asuma la unidad” (El énfasis 

me pertenece).  

 

Por otra parte, el artículo 94 del COFJ – de manera general –  establece que la subrogación 

procede cuando un servidor de la Función Judicial sustituye temporalmente en sus 

funciones a un superior jerárquico. Sobre la subrogación al Presidente de la Corte 

Nacional de Justicia, el artículo 198 ibídem establece que “En caso de impedimento o 

ausencia temporal, le subrogará la jueza o el juez designado en la misma sesión y del 

mismo modo; de haber dos o más nominados al mismo tiempo, la designación se 

desarrollará mediante sorteo realizado de modo transparente. Si la ausencia es 

definitiva se convocará de inmediato al Pleno para elegir nueva Presidenta o al 

Presidente, quien únicamente completará el período.” (el énfasis me pertenece). 

Respecto de lo antes citado, se precisa que la norma prevé el escenario de subrogación 

siempre que medie impedimento o ausencia temporal/definitiva; inclusive, al hablar de la 

ausencia definitiva, esta norma establece que el Pleno elegirá al nuevo Presidente, quien 

únicamente completará el período del ausente. En virtud de esto, mal podría considerarse 

esta normativa para el análisis en cuestión.  

 

A continuación, el artículo 121 ibídem prevé que: “La servidora o el servidor de la 

Función Judicial que hubiese cesado en el puesto desempeñará funciones prorrogadas 

hasta ser legalmente reemplazado” enfatizando que: “aunque hubiese cesado en sus 

funciones, no quedará liberado de sus responsabilidades sino únicamente cuando haya 

entregado los archivos, documentos, bienes y depósitos que se hallaren en su poder y 

cuidado en razón del puesto” (El énfasis me pertenece).  

 

Al respecto, en oficio No. 02817, de 11 de julio de 2023, este organismo se pronunció 

sobre la aplicación de los artículos 120 numeral 2 y 121 del COFJ, cuyos textos conservan 

vigencia y regulan los casos en que, por excepción, se prorrogan las funciones de los 

servidores de la Función Judicial sujetos a período fijo luego de haberse producido la 

cesación y, en ese contexto, analizó y concluyó: 

 

“De lo manifestado se desprende que: i) los notarios se encuentran sujetos a un 

período fijo y no gozan de estabilidad, de acuerdo con el artículo 136 del COFJ, 

por lo que una vez cumplido dicho período, cesan en funciones, conforme al 

numeral 2 del artículo 120 ibídem; ii) los notarios pueden desempeñar funciones 

prorrogadas hasta ser legalmente reemplazados, según lo dispuesto en el artículo 

121 del COFJ y en las citadas resoluciones emitidas por el CJ (…)”. 

 

                                       
9 COFJ, Título II “CARRERAS DE LA FUNCIÓN JUDICIAL”, Capítulo VIII “CESACIÓN DE FUNCIONES Y REMOCIÓN”. 
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De lo expuesto se observa que: i) los jueces, conjueces y las personas que prestan sus 

servicios en la CNJ, son servidores de la Función Judicial; ii) los servidores titulares de 

la Función Judicial, nombrados y posesionados para desempeñar un cargo a periodo fijo, 

no gozan de estabilidad y cesan en funciones al cumplirse el período para el que fueron 

designados; y, iii) por excepción, en los casos en que haya concluido su período sin haber 

sido legalmente reemplazados, los servidores cesados de la Función Judicial 

desempeñarán funciones prorrogadas precisamente hasta que se produzca su reemplazo 

en la forma que la ley prescribe.  

 

2.3. Pronunciamientos Previos de este Organismo sobre las Excepciones a la 

Cesación de Funciones de Servidores en Puestos Sujetos a Período, Previstas en el 

Numeral 4.1. del Artículo 105 del RGLOSEP.- 

 

Conforme lo dispuesto en el inciso primero del artículo 229 de la CRE, son servidores 

públicos “todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 

presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público”. 

 

En este contexto, el artículo 3 de la LOSEP, al referirse a su ámbito, señala que dicha ley 

será de aplicación obligatoria “en materia de recursos humanos y remuneraciones”, a 

toda la administración pública, que incluye, según su numeral 1, a “Los organismos y 

dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial y Justicia Indígena, 

Electoral, Transparencia y Control Social, Procuraduría General del Estado y la Corte 

Constitucional”.  

 

Sobre la aplicación de las excepciones a la cesación de funciones de servidores en puestos 

sujetos a período fijo, reguladas por el numeral 4.1. del artículo 105 del RGLOSEP, la 

Procuraduría General del Estado se ha pronunciado de manera reiterada en los siguientes 

términos:  

 

i) Mediante oficio No. 12902, de 9 de noviembre de 2017, este organismo analizó y 

concluyó:  

 

“(...) el numeral 4.1. del artículo 105 del Reglamento General a la LOSEP, 

reformado mediante Decreto Ejecutivo No. 190 de 18 de octubre de 2017, 

publicado en el Segundo suplemento del Registro Oficial No. 109 de 27 de octubre 

de 2017, que fue analizado al atender su primera consulta establece que por regla 

general la cesación de funciones de los servidores designados para ejercer un 

puesto sujeto a periodo, se produce de manera inmediata el día en que concluye 

el periodo para el cual fue designado; y, prevé dos excepciones a esa regla. 

 

Las excepciones previstas en el numeral 4.1. del artículo 105 reformado del 

Reglamento General a la LOSEP, cuyo texto se transcribió en los antecedentes, 

se configura cuando la ley no ha previsto un servidor que lo reemplace o a pesar 
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de estar previsto, este puesto se encontrare vacante o ya no existiere otro 

suplente; y, cuando el procedimiento de selección para la designación de los 

funcionarios públicos reemplazantes no hubiere concluido oportunamente, 

eventos para los cuales por disposición de la misma norma, no podrán separarse 

del desempeño de su puesto hasta que concluya el proceso de selección y se 

posesione el servidor que resultare electo. 

 

(...) 

 

La continuidad en el cargo que por excepción admite el numeral 4.1. del artículo 

105 reformado del Reglamento General a la LOSEP para los funcionarios cuyo 

periodo ha concluido, se motiva en la necesidad de garantizar la no interrupción 

de las actividades institucionales y da lugar a que los funcionarios del nivel 

jerárquico superior no puedan separarse del desempeño del puesto, conserven la 

calidad que ostentan, y mantengan la representación institucional 

correspondiente, hasta que se perfeccione su reemplazo conforme el 

procedimiento legal respectivo” (El énfasis me pertenece).  

 

ii) Mediante oficio No. 03768, de 14 de mayo de 2019, este organismo concluyó:  

 

“En atención a los términos de sus consultas, se concluye que las excepciones a 

la cesación de los servidores designados en puestos sujetos a período fijo, 

previstas en el numeral 4.1. del artículo 105, reformado, del RLOSEP, son 

aplicables a los miembros principales de la COPISA y, en su ausencia, a sus 

suplentes, cuyos períodos hubieren concluido, hasta que el CPCCS designe a sus 

reemplazos. Esto considerando que, habiéndose declarado la terminación 

anticipada del procedimiento de selección de los nuevos miembros de ese órgano 

colegiado, la cesación de dichos funcionarios, incluidos su Presidente y 

Vicepresidente, interrumpiría las actividades institucionales”. 

 

Finalmente, mediante oficio No. 01446, de 19 de abril de 2011, este organismo se 

pronunció sobre la aplicación de la letra d) del artículo 83 de la LOSEP10 y el artículo 42 

numeral 1 del COFJ11, cuyos textos conservan vigencia. El referido pronunciamiento 

analizó y concluyó: 

 

                                       
10 LOSEP, “Art. 83.- Servidoras y servidores públicos excluidos de la carrera del servicio público.- Exclúyase del sistema de la 
carrera del servicio público, a: (…) d) Las o los servidores en todas sus clasificaciones que pertenecen a la Carrera Judicial, los 

Fiscales que pertenecen a la Carrera Fiscal, los Defensores Públicos que pertenecen a la Carrera de la Defensoría, las vocales y los 

vocales del Consejo de la Judicatura y sus suplentes, las Juezas y Jueces de la Corte Nacional de Justicia, la Fiscal o el Fiscal 
General del Estado, la Defensora Pública General o el Defensor Público General, la Procuradora General del Estado o el 

Procurador General del Estado y la Contralora General del Estado o el Contralor General del Estado, las Notarias y Notarios; y, 

quienes presten sus servicios en las notarías; (…)” 
11 COFJ, Sección II “CARRERAS DE LA FUNCIÓN JUDICIAL”, “Art. 42.- Carreras de la Función Judicial.- Las servidoras y 

servidores de la Función Judicial pertenecen a la carrera judicial, de acuerdo a la siguiente clasificación: 1. Quienes prestan sus 

servicios como juezas y jueces pertenecen a la carrera judicial jurisdiccional; (…)”. 

11
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“El artículo 83 de la LOSEP, cuya parte pertinente se ha transcrito, excluye del 

ʽsistema de la carrera del servicio públicoʼ que regula esa Ley, a distintas clases 

de servidores públicos, como aquellos que ocupan cargos de libre remoción, o 

dignatarios de elección popular, que no están protegidos por ningún sistema de 

carrera; pero también excluye a servidores sujetos a carreras especiales como 

los miembros de la Fuerza Pública, del servicio exterior, docentes y los servidores 

judiciales, entre otros. 

 

(…) los servidores judiciales que no pertenecen a la carrera judicial 

jurisdiccional sino a la carrera judicial administrativa, quedan sujetos al Código 

Orgánico de la Función Judicial y subsidiariamente, esto es en todo lo no previsto 

en el mismo, a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, actual Ley 

Orgánica del Servicio Público. 

 

(…)  

 

Los jueces, en las distintas materias y grados, son servidores judiciales que 

ejercen funciones jurisdiccionales y por tanto no pertenecen a la carrera judicial 

administrativa, lo que determina que estén excluidos de la carrera el servicio 

público de conformidad con la letra d) del artículo 83 de la Ley Orgánica del 

Servicio Público y el artículo 42 numeral 1 del Código Orgánico de la Función 

Judicial (…)”. 

 

3. Pronunciamiento.-   

 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con lo previsto 

en los artículos 120 numeral 2 y 121 del Código Orgánico de la Función Judicial, por 

excepción, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia, servidor de la Función Judicial 

sujeto a un período fijo, podrá desempeñar funciones prorrogadas hasta ser legalmente 

reemplazado, a fin de garantizar la representación institucional correspondiente.  

 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 

responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales 

específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
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Oficio Nº 05428 

 
 
Quito, D.M., 01 de febrero de 2024 

 

  

Doctor 

Iván Patricio Saquicela Rodas 

REPRESENTANTE DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 

PRESIDENTE CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 

Presente. 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 85-P-CNJ-2024, de 29 de enero de 2024, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente consulta:  

 

“Para el caso de juezas y jueces titulares de la Corte Nacional de Justicia que 

cumplan el período para el cual fueron designados y no sean legalmente 

reemplazados por nuevos jueces y juezas titulares; con el fin (sic) garantizar la 

continuidad del servicio de justicia, esta Presidencia, ¿debe disponer su 

remplazo (sic) en los términos establecidos en el artículo 174 del Código 

Orgánico de la Función Judicial; o, corresponde la prórroga de sus funciones, 

conforme lo establece el artículo 133 del Código Orgánico de la Función 

Judicial por parte de la autoridad competente?”. 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

1.1. El informe jurídico del Director de Asesoría Jurídica y Cooperación Judicial 

Internacional de la Corte Nacional de Justicia (en adelante, “CNJ”), adjunto al oficio No. 

206-2024-DAJCJI-CNJ, de 29 de enero de 2024, citó los artículos 182 y 183 de la 

Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 42, 120 numeral 2, 121, 

133, 136, 154 numeral 3, 173, 174, 176, 182, 183 y 201 del Código Orgánico de la 

Función Judicial2 (en adelante, “COFJ”); 18 numerales 1 y 5 del Código Civil3 (en 

adelante “CC”); y, las Resoluciones No. 047-2020, No. 008-2021, No. 018-2021, No. 

075-2023, No. 157-2023, No. 007-2024 y No. 009-2024, de 14 de mayo de 2020, 28 de 

enero y 2 de marzo de 2021, de 4 de mayo y 19 de septiembre de 2023 y de 12 y 18 de 

enero de 2024, respectivamente, emitidas por el Consejo de la Judicatura (en adelante, 

“CJ”); con fundamento en los cuales concluyó: 

 

“4.- CONCLUSIÓN 

                                       
1 CRE, publicado en el Registro Oficial No.449 de 20 de octubre de 2008. 
2 COFJ, publicado en el Suplemento del Registro Oficial No. 544 de 9 de marzo de 2009. 
3 CC, codificación publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005. 
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(…) de la revisión del COFJ no se observa norma alguna que prevea como 

excepción a la prórroga de funciones a los jueces, juezas, conjueces y conjuezas 

de la Corte Nacional de Justicia que hayan cesado en sus cargos. De hecho, 

siguiendo la interpretación sistemática, tampoco se observa que exista norma 

alguna que prevea como competencia de las y los conjueces suplir a las juezas y 

jueces nacionales que cumplieron su período. 

 

Las y los conjueces únicamente reemplazan a los jueces durante su período, no 

culminado este, tal y como lo prevé el artículo 173.1 del COFJ. 

 

(…) 

 

Adicionalmente, es importante mencionar que quizás no deberíamos confundir el 

alcance de los artículos 174 y 201 del COFJ que permite que se sortee un conjuez 

por ʽausenciaʼ del juez -esto es un tema temporal, y parte de la idea de que existe 

un juez titular- o ʽimpedimentoʼ que puede ser excusa, recusación o impedimento 

legal-. Esto no es asimilable a la cesación de periodo, porque de ser así la ley 

hubiese dicho en caso de ʽcesaciónʼ o ʽculminación del periodoʼ. La cesación de 

un período no es una ausencia temporal ni un impedimento. 

 

(…) 

 

Para concluir, es importante advertir que este problema se produciría debido a 

que el concurso para seleccionar a los nuevos jueces y juezas de la Corte 

Nacional de Justicia no se logró realizar con la debida antelación por los 

problemas que son de público conocimiento. El concurso debía efectuarse de 

manera previa de tal forma que su conclusión coincida con la culminación del 

periodo de los otros, conforme le artículo 176 del COFJ: (…)” 

 

2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata su consulta, el análisis se referirá 

a los siguientes puntos: i) Renovación Parcial de la CNJ; ii) Cesación de Funciones de 

Servidores de la Función Judicial Sujetos a Período Fijo y Prórroga de Funciones; iii) 

Pronunciamientos Previos de este Organismo sobre las Excepciones a la Cesación de 

Funciones de Servidores en Puestos Sujetos a Período. 

 

2.1. Renovación parcial de la CNJ.- 

 

De conformidad con el artículo 177 de la CRE, la Función Judicial se compone de órganos 

jurisdiccionales, administrativos, auxiliares y autónomos. Al efecto, dicho artículo agrega 

que: “La ley determinará su estructura, funciones, atribuciones, competencias y todo lo 
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necesario para la adecuada administración de justicia”. Entre los órganos 

jurisdiccionales, el numeral 1 del artículo 178 ibídem contempla a la CNJ.  

 

Al respecto, el artículo 182 de la CRE determina que la CNJ “estará integrada por juezas 

y jueces en el número de veinte y uno, quienes se organizarán en salas especializadas, y 

serán designados para un periodo de nueve años” los mismos que no podrán ser reelectos 

y se renovarán por tercios cada tres años, precisando que: “Cesarán en sus cargos 

conforme a la ley”.  

 

En concordancia, el artículo 170 del COFJ establece a la CNJ como un órgano 

jurisdiccional que, conforme el artículo 173 ibídem, “estará integrada por veintiún juezas 

y jueces, quienes se organizarán en salas especializadas”.  

 

El artículo 173.14 del COFJ, en cuanto a la renovación parcial de la CNJ, prevé las 

siguientes reglas: 

 

“1. Las y los jueces que hayan cumplido nueve años cesarán en su cargo de 

forma inmediata. 

2. En caso de cesación de una jueza o juez por las causales previstas en este 

Código antes de cumplir nueve años en funciones, será reemplazado por la 

conjueza o el conjuez especializado mejor puntuado en la última evaluación 

dirigida por el Consejo de la Judicatura, quien cumplirá sus funciones hasta 

terminar el período correspondiente al de la jueza o juez cesado. En caso de no 

aceptar la conjueza o el conjuez especializado dicha designación, se nombrará al 

siguiente mejor puntuado” (El énfasis me pertenecen). 

 

El artículo 174 ibídem establece que el reemplazo temporal se produce “En caso de 

ausencia o impedimento de una jueza o juez que deba actuar en determinados casos”. Al 

efecto, “la Presidenta o el Presidente de la Corte Nacional de Justicia llamará, previo el 

sorteo respectivo a una conjueza o conjuez para que lo reemplace” (El énfasis me 

pertenece). 

 

Respecto de la designación de los jueces de la CNJ, el artículo 176 del COFJ señala que 

el CJ realizará los concursos de oposición y méritos “con la debida anticipación a la 

fecha en que deben cesar en sus funciones los respectivos grupos; para que en la fecha 

que cese cada grupo entren a actuar quienes deban reemplazarlos”. 

 

De lo manifestado se desprende que: i) la CNJ es un órgano jurisdiccional de la Función 

Judicial integrado por 21 jueces organizados en salas especializadas, designados para un 

período de nueve años; ii) los jueces que hayan cumplido nueve años cesarán en su cargo 

de forma inmediata; iii) en los casos en que los jueces cesen en funciones, antes de que 

                                       
4 Artículo agregado por el artículo 40 de la Ley Orgánica Reformatoria del Código Orgánico de la Función Judicial, publicada en 

el Suplemento del Registro Oficial No. 345 de 8 de diciembre de 2020. 
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se cumpla el periodo para el que fueron designados, serán reemplazados por el conjuez 

especializado mejor puntuado en la última evaluación dirigida por el CJ, hasta terminar 

el período correspondiente; iv) para los casos de ausencia o impedimento de un juez, que 

deba actuar en determinados casos, el Presidente de la CNJ llamará, previo el sorteo 

respectivo a un conjuez para que lo reemplace; y, v) corresponde al CJ realizar los 

concursos de oposición y méritos “con la debida anticipación a la fecha en que deben 

cesar en sus funciones los respectivos grupos; para que en la fecha que cese cada grupo 

entren a actuar quienes deban reemplazarlos”. 

 

2.2. Cesación de funciones de servidores de la Función Judicial sujetos a período fijo 

y prórroga de funciones.- 

 

El artículo 38 del COFJ prevé que: “Integran la Función Judicial y se denominan, en 

general, servidores de la Función Judicial”, entre otros: “1. Las juezas y jueces; las 

conjuezas y los conjueces, y demás servidoras y servidores de la Función Judicial que 

prestan sus servicios en la Corte Nacional de Justicia, cortes provinciales, tribunales y 

juzgados de primer nivel” (El énfasis me pertenece).  

 

Así, el numeral 1 del artículo 40 del COFJ establece dentro de la clasificación de los 

servidores de la Función Judicial, a los servidores titulares definidos como “Aquellos que 

han sido nombrados y posesionados para desempeñar un cargo constante en el 

distributivo de sueldos de la Función Judicial, con duración indefinida o a periodo fijo” 

(El énfasis me pertenece).  

 

En cuanto a la cesación de funciones de los servidores de la Función Judicial5, el artículo 

120 del COFJ determina que: “cesa definitivamente en el cargo y deja de pertenecer a la 

Función Judicial”, entre otras causales “2. En el caso de la servidora o servidor 

nombrado para un determinado período o plazo, haberse cumplido el mismo, y al tratarse 

de servidores provisionales al momento en que el titular asuma la unidad” (El énfasis 

me pertenece).  

 

A continuación, el artículo 121 ibídem prevé que: “La servidora o el servidor de la 

Función Judicial que hubiese cesado en el puesto desempeñará funciones prorrogadas 

hasta ser legalmente reemplazado” enfatizando que: “aunque hubiese cesado en sus 

funciones, no quedará liberado de sus responsabilidades sino únicamente cuando haya 

entregado los archivos, documentos, bienes y depósitos que se hallaren en su poder y 

cuidado en razón del puesto” (El énfasis me pertenece).  

 

Al respecto, en oficio No. 02817, de 11 de julio de 2023, este organismo se pronunció 

sobre la aplicación de los artículos 120 numeral 2 y 121 del COFJ, cuyos textos conservan 

vigencia y regulan los casos en que, por excepción, se prorrogan las funciones de los 

                                       
5 COFJ, Título II “CARRERAS DE LA FUNCIÓN JUDICIAL”, Capítulo VIII “CESACIÓN DE FUNCIONES Y REMOCIÓN”. 
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servidores de la Función Judicial sujetos a período fijo luego de haberse producido la 

cesación y, en ese contexto, analizó y concluyó: 

 

“De lo manifestado se desprende que: i) los notarios se encuentran sujetos a un 

período fijo y no gozan de estabilidad, de acuerdo con el artículo 136 del COFJ, 

por lo que una vez cumplido dicho período, cesan en funciones, conforme al 

numeral 2 del artículo 120 ibídem; ii) los notarios pueden desempeñar funciones 

prorrogadas hasta ser legalmente reemplazados, según lo dispuesto en el artículo 

121 del COFJ y en las citadas resoluciones emitidas por el CJ (…)”. 

 

Adicionalmente, el COFJ, en el Título III “ÓRGANOS JURISDICCIONALES”, Capítulo 

I “REGLAS GENERALES”, Sección I “DISPOSICIONES GENERALES APLICABLES 

A JUEZAS Y JUECES”, en su artículo 133 contempla que: “Las juezas y jueces y las 

conjuezas y conjueces, aunque hubiesen cesado en el puesto, continuarán 

desempeñándolo hasta ser legalmente reemplazados, salvo los casos expresamente 

señalados por la ley” (El énfasis me pertenece). 

 

En el mismo título y capítulo, la Sección II “REQUISITOS PARA SER JUEZA O JUEZ” 

en su artículo 134, inciso segundo, prevé que para ser juez de la CNJ “se deberá cumplir 

además los requisitos puntualizados en el artículo 175 de este Código” y, en el inciso 

cuarto, agrega que para ser conjuez “se deberá reunir los mismos requisitos que para ser 

jueza o juez del órgano judicial en que desempeñará sus funciones”. Adicionalmente, el 

artículo 136 ibídem establece una garantía de estabilidad a los servidores de la Función 

Judicial, entre ellos los jueces, excluyendo expresamente de esa garantía a “las juezas y 

jueces de la Corte Nacional de Justicia y más servidoras y servidores judiciales a quienes 

expresamente se les fije un periodo determinado para el desempeño de su cargo”. 

 

De lo expuesto se observa que: i) los jueces, conjueces y las personas que prestan sus 

servicios en la CNJ, son servidores de la Función Judicial; ii) los servidores titulares de 

la Función Judicial, nombrados y posesionados para desempeñar un cargo a período fijo, 

entre ellos jueces y conjueces de la CNJ, no gozan de estabilidad y cesan en funciones al 

cumplirse el período para el que fueron designados; iii) por excepción, en los casos en 

que se haya concluido el período sin haber sido legalmente reemplazados, los servidores 

cesados de la Función Judicial desempeñarán funciones prorrogadas precisamente hasta 

que se produzca su reemplazo en la forma que la ley prescribe; y, iv) los y jueces y 

conjueces, aunque hubiesen cesado en el puesto, continuarán desempeñándolo hasta ser 

legalmente reemplazados, salvo los casos expresamente señalados por la ley. 

 

2.3. Pronunciamientos Previos de este Organismo sobre las Excepciones a la 

Cesación de Funciones de Servidores en Puestos Sujetos a Período.- 
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Conforme lo dispuesto en el inciso primero del artículo 229 de la CRE, son servidores 

públicos “todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 

presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público”. 

 

En este contexto, el artículo 3 de la LOSEP, al referirse a su ámbito, señala que dicha ley 

será de aplicación obligatoria “en materia de recursos humanos y remuneraciones”, a 

toda la administración pública, que incluye, según su numeral 1, a “Los organismos y 

dependencias de las funciones Ejecutiva, Legislativa, Judicial y Justicia Indígena, 

Electoral, Transparencia y Control Social, Procuraduría General del Estado y la Corte 

Constitucional”.  

 

Sobre la aplicación de las excepciones a la cesación de funciones de servidores en puestos 

sujetos a período fijo, reguladas por el numeral 4.1. del artículo 105 del RGLOSEP, la 

Procuraduría General del Estado se ha pronunciado de manera reiterada en los siguientes 

términos:  

 

i) Mediante oficio No. 12902, de 9 de noviembre de 2017, este organismo analizó y 

concluyó:  

 

“(...) el numeral 4.1. del artículo 105 del Reglamento General a la LOSEP, 

reformado mediante Decreto Ejecutivo No. 190 de 18 de octubre de 2017, 

publicado en el Segundo suplemento del Registro Oficial No. 109 de 27 de octubre 

de 2017, que fue analizado al atender su primera consulta establece que por regla 

general la cesación de funciones de los servidores designados para ejercer un 

puesto sujeto a periodo, se produce de manera inmediata el día en que concluye 

el periodo para el cual fue designado; y, prevé dos excepciones a esa regla. 

 

Las excepciones previstas en el numeral 4.1. del artículo 105 reformado del 

Reglamento General a la LOSEP, cuyo texto se transcribió en los antecedentes, 

se configura cuando la ley no ha previsto un servidor que lo reemplace o a pesar 

de estar previsto, este puesto se encontrare vacante o ya no existiere otro 

suplente; y, cuando el procedimiento de selección para la designación de los 

funcionarios públicos reemplazantes no hubiere concluido oportunamente, 

eventos para los cuales por disposición de la misma norma, no podrán separarse 

del desempeño de su puesto hasta que concluya el proceso de selección y se 

posesione el servidor que resultare electo. 

 

(...) 

 

La continuidad en el cargo que por excepción admite el numeral 4.1. del artículo 

105 reformado del Reglamento General a la LOSEP para los funcionarios cuyo 

periodo ha concluido, se motiva en la necesidad de garantizar la no interrupción 

de las actividades institucionales y da lugar a que los funcionarios del nivel 
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jerárquico superior no puedan separarse del desempeño del puesto, conserven la 

calidad que ostentan, y mantengan la representación institucional 

correspondiente, hasta que se perfeccione su reemplazo conforme el 

procedimiento legal respectivo” (El énfasis me pertenece).  

 

ii) Mediante oficio No. 03768, de 14 de mayo de 2019, este organismo concluyó:  

 

“En atención a los términos de sus consultas, se concluye que las excepciones a 

la cesación de los servidores designados en puestos sujetos a período fijo, 

previstas en el numeral 4.1. del artículo 105, reformado, del RLOSEP, son 

aplicables a los miembros principales de la COPISA y, en su ausencia, a sus 

suplentes, cuyos períodos hubieren concluido, hasta que el CPCCS designe a sus 

reemplazos. Esto considerando que, habiéndose declarado la terminación 

anticipada del procedimiento de selección de los nuevos miembros de ese órgano 

colegiado, la cesación de dichos funcionarios, incluidos su Presidente y 

Vicepresidente, interrumpiría las actividades institucionales”. 

 

Finalmente, mediante oficio No. 01446, de 19 de abril de 2011, este organismo se 

pronunció sobre la aplicación de la letra d) del artículo 83 de la LOSEP6 y el artículo 42 

numeral 1 del COFJ7, cuyos textos conservan vigencia. El referido pronunciamiento 

analizó y concluyó: 

 

“El artículo 83 de la LOSEP, cuya parte pertinente se ha transcrito, excluye del 

ʽsistema de la carrera del servicio públicoʼ que regula esa Ley, a distintas clases 

de servidores públicos, como aquellos que ocupan cargos de libre remoción, o 

dignatarios de elección popular, que no están protegidos por ningún sistema de 

carrera; pero también excluye a servidores sujetos a carreras especiales como 

los miembros de la Fuerza Pública, del servicio exterior, docentes y los servidores 

judiciales, entre otros. 

 

(…) los servidores judiciales que no pertenecen a la carrera judicial 

jurisdiccional sino a la carrera judicial administrativa, quedan sujetos al Código 

Orgánico de la Función Judicial y subsidiariamente, esto es en todo lo no previsto 

en el mismo, a la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, actual Ley 

Orgánica del Servicio Público. 

 

                                       
6 LOSEP, “Art. 83.- Servidoras y servidores públicos excluidos de la carrera del servicio público.- Exclúyase del sistema de la 
carrera del servicio público, a: (…) d) Las o los servidores en todas sus clasificaciones que pertenecen a la Carrera Judicial, los 

Fiscales que pertenecen a la Carrera Fiscal, los Defensores Públicos que pertenecen a la Carrera de la Defensoría, las vocales y los 

vocales del Consejo de la Judicatura y sus suplentes, las Juezas y Jueces de la Corte Nacional de Justicia, la Fiscal o el Fiscal 
General del Estado, la Defensora Pública General o el Defensor Público General, la Procuradora General del Estado o el 

Procurador General del Estado y la Contralora General del Estado o el Contralor General del Estado, las Notarias y Notarios; y, 

quienes presten sus servicios en las notarías; (…)” 
7 COFJ, Sección II “CARRERAS DE LA FUNCIÓN JUDICIAL”, “Art. 42.- Carreras de la Función Judicial.- Las servidoras y 

servidores de la Función Judicial pertenecen a la carrera judicial, de acuerdo a la siguiente clasificación: 1. Quienes prestan sus 

servicios como juezas y jueces pertenecen a la carrera judicial jurisdiccional; (…)”. 

19



 

 
 
 

 

 

 
 
 

 
 

 
 

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA 

0003857-2024 

Página. 8 

 

(…)  

 

Los jueces, en las distintas materias y grados, son servidores judiciales que 

ejercen funciones jurisdiccionales y por tanto no pertenecen a la carrera judicial 

administrativa, lo que determina que estén excluidos de la carrera el servicio 

público de conformidad con la letra d) del artículo 83 de la Ley Orgánica del 

Servicio Público y el artículo 42 numeral 1 del Código Orgánico de la Función 

Judicial (…)”. 

 

3. Pronunciamiento.-   

 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con lo previsto 

en los artículos 120 numeral 2, 173.1 numeral 1, 121 y 133 del Código Orgánico de la 

Función Judicial, por excepción, los jueces de la Corte Nacional de Justicia, servidores 

de la Función Judicial sujetos a un período fijo, podrán desempeñar funciones prorrogadas 

hasta ser legalmente reemplazados, a fin de garantizar el funcionamiento de ese órgano 

jurisdiccional.  

 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva 

responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a los casos institucionales 

específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
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Quito, D.t!4.,

Edificio Am..o.a. Pra:a
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c 5 FEB 2024

Magister
Teresa Ver6nica SAnchez Hidalgo
GERENTE CENERAL, SUBROGANTE
EMPRXSA PTBLICA METROPOLITANA DE AGUA POTABLE
Y SANEAMIENTO DE QUITO - EPMAPS
Presente. -

De miconsideraci6n:

Mediante oficio No. EPMAPS-GJC-090-2023-GC-235. de l2 de ocrubre de 2023.
ingresado en el correo instilucional inico de esta Procuraduria al dia siguiente, se formul6
la siguiente consulta:

"1.1.- Cuando los aclos administrativos emilidos por los enlidades contutanles,
en el desafiollo de la fose de eje(uciin de un coltroto sometido al Sistemo
Nacional de Contrulacihn Piblico, ton impugnodos por las pe$onas intercsodas
,nediantc recurso de arylaciin, iDicho rccufio de apelaciar, debe tturnitarse
corrforme las rcglas previstas en los a iculo$ 221 y 230 lel Cddigo Orginico
Ad inistr.tlivo, o, de ocuetdo con las disposiciones del a iculo 103 de lo
LOSNCP, efi concordancio con el a iculo 231 del COA?".

Frente a lo cual. se manifiesta lo siguiente:

l. Antecedentes. -

Del oficio rcmitido y documentos adjuntos se desprende que:

Ll. A fin de contar con mayores elementos de an6lisis. antes de atender su consulta.
mediante oficios No. 04098 y No. 04340. de l7 de octubre y 6 de noviembre de 2023.
respectivamente, la Procuraduria General del Estado solicir6 e insisti6 al Servicio
Nacional de Contrataci6n Piblica (en adelante. '.\ERCOP ") que remita su crirerio
juridico institucional sobre la materia objeto de la consulta; lo que fue atendido por el
Coordinador Ceneral de Asesoria Juridica del SERCOP. con oficio No. SERCOP-
CCAJ-2023-0235-OF. de 28 de diciembre de 2023, ingresado en este organismo el 2
de enero dc 2024.

1.2. El criterio juridico de la Cerente Juridica dc la Empresa Piblica Metropolitana de
Agua Potable y Saneamiento de Quito (en adelante. -rp,lr4p.f'), contenido cn
memorando No. CJC-232-2023-CJ-35 I , de l2 de octubre de 2023. cir6 los articulos
76, 82. 173 y 226 d,e h Constituci6n de la Repiblica del EcuadorL (en adelante,
"CRI'); 95 y 103 de la Ley Orgenica del Sistema Nacional de Contrataci6n Prlblical

1 t RE. prhh.adleh.l Reslho Qfi.ktl M 119 dt 10 de octub! & 2na8:t.OS\t'P. puhlt.ddd zh et Suplt pnt.lel R.gitr Oltltdtt:a 3r5 dc t rtu aeo ate 200u
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(en adelante, "aosNCP"); 8. 294, 295. 336 y 360 del Reglamento General a la

LOSNCPT (en adelante, "RGIOSNCP")I 341 de la Resoluci6n No. R.E-SERCOP-

2023-01344 que contiene la Normdtira Secundaria del Sistena Nacional cle

Contrutacion Piblicd -SNCP-" (en adelante, "Noltkoliv.t Secundaria del .SNa?"); I,
42,43, 134, 219,224.230,231 y Disposiciones Derogatorias Primera y Novena del

C6digo Org6nico Administrativo5 (en adelante, "COA"); l'12 al l9l y Disposicion

General Tercera del Estatuto del RdSimen Juridico y Administrativo de la Funcion

Ejecutiva6 (en adelante, "ER#.E "'); y, el pronunciamiento de la Procuraduria General

del Estado contenido en oficio No.0l38l, de l8 de mayo de 2018; con lundamento en

los cuales analiz6 y concluy6:

.III.- ANiLISIS:

Dentro de las caraclerislicat pritfiordiales del taSimen democrdlico es la
impug,abilidad de todo atto adminislrati\\ o acto de autoridad conforme lo
dispone el drticulo 173 de h <\rnrtitu(kin de h ltaptihlica del Ecuador: es por ello
que en el otdenafiienlo jut ith&. se enctvhlt'.t tcxkkb al recurso de apelaci4n del

articulo 219 del Cidigo Oryinico A.lminst,.l.tlii't) | le lo apelaci6n en controtacion
piblica del articub 231 del nisftto Codigo. c:lc iltimo en rclacion utn el articulo
103 de la Le!'Orgahico (lel Sistema Ndciohal tl. (bntrotaci6n Ptiblico (en adela te
.,LOSNCP'').

(...)

Por consiguicnte. en moterio de contrdtaciin piblic.t. !!-L!9;NeEp!9-L!2!e!b!9
un recurso de aDelacion esDecifico Daru los oclos generudos durante lat fsse
p4994!gf!!g!, por lo que, los acbs de ejecuciin conlractuol, al no.ontar con un

procedimienk, especilico deben regirse por las regkts comunes del tec rso de

apelaciitn onlinario' en sede adninislraliva

Ahora bien. nbre algunos puntos rclacioh.t.los a esle.rilerio. la Ptocuradttrkt
General del Eslatlo emhili cl dittumen inculanle No. 01381, de 18 de mayo de

2018, el cuul se derivi tlc um coksuLtat rcalirckla por la Universidad Nacional de

Educocion, y teniu cono inllrroganle si (sicl etd posihle, en la eiecuci;n de un

contrato somelido al Sislema Nucional tle (bnlral4cion Pibli&, que el contralitiht
intcrponga un recurso exlraoralinurio de rcrlsiin en contra de ufi acto-firme emilido
por la ndtima autoridad, conhrme las rcglas del Ellahtto del Rigimen .lutidico y
Administrativo le ld Funciin Eiecutiw (eh oLlelante ERJAIE ).

Sobre el ERJAFE. iniciolmente expeditlo nediahte R.O. No. 1l I, de 3I de marzo de

t99,1. y posteriormente reformado y codi/ic.]tlo hediemte R.O. No. 536 de 18 de

marzo de 2002, tenia un rango de reglamento (a criterto de algunos rloclrinario\
caracterizado como Reglamenk Aulonomo, y a ctilerio de olros cotno un

' ROI-OS\:aP pubhcd.la en el Se$ddo SupLnento .1el Re('s/.o Ol. t.l \o 8r dr :0 .le Nno ae )I))a
' \..Dtu|t, S? rundana llel S.\'( P pthltco.loe tlSl, ndo Srll.nEnta.lcl Rtsstto t cQl \o 36?deldeasostode:O23
' COl. Nbl.dlo en el Ses 

"rlD 
Suplenenb tul Repto Ordal \'o ) I de t)1 tu tode:t)I7

" ERJ.IFE pbli"do e .l Restu Ot.tul 10 t.l4 de fi ndto de :to:

o

a
t
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Reglamento delegado), y, tobte su dhbito de aplicaci6n, regia unicamehte sobre la
Funci6n Ejecutba.

No obslante, la Disposicion General Tercera de este Reglamento, agregada
hediante Decreto Ejecutivo No 618 (R.O. 175. de 08 de noyo de 2015), pteveia la
posibilidod de que las demds instituciones 'outdnomas'del sector piblico, que no
cuenlen coh leyes o reglametttos esrycificos que regulen sus procedimientos
administrativos, puedan aplicar de lorma supleloria las disposiciones del Libro II
del ERJAFE, relativo al procedimiento qdministrativo comin, el cual, en sus
a iculos 172 a l9l, establecla el rlgifieh general de los reclamos y recursos

De acuerdo cok las Disposiciones Derogalorias Primera y Novena del COA,
quedarcn dercgadas (de fotfia ldcita) totlas las disposiciones del ENAFE,
relativas al ptucedimiento adhinistrativo, a los recursos en sede adminislrativa, a
la coducidad del proceditfiiehto y a lo prcscripcion de las sanciones, en tanto q e,

co tinuoron vigentes aquellas normas relacionadas con la eslructuro u
orgenizaci6n de la Funci6n Ejecuriva.

Asi las cosas, si bien este dictomen vinculonte No- 01381. de 18 de mayo de 2018,
versa sobre la aplicaci6n del recutso extraordinatio tle revision previsto eh el
ERJAFE, no clebe delarse de lado que los conceptos utilizados por la P.ocwaduria
General del Eslado, en este caso, tambiin pueden ser aplicables a nuesta
prohlehdtica, incluso con la entrado en vigencie del COA, que ocutti| dos meses
poslefiores a la emision del citado diclahen.

En e.tte sentido, el primet tema que aborda el Procurador, para absolver la
consulta a la Llniversidad Nacional de Educaci4n, se relaciono con la aplicacion
supleto a del ERJAFE, coh respeclo a las normas de procedifiiehlo adtkinistatiyo,
siempre y cuando no existo regulaci'n especiJica en las leyes especiales de coda
entiddd del sector piblico no peraeheciente a la Funci6n Ejecutfua. Asi pues, como
se sefiilo lineas atiba, segik el articulo 131 del COA, el proce.limiehto
odttihistralivo ordinario (incluido el rigimen de recursos), rige para todo
conlroversia o actividad odmihistratiya para la que no se prevea un prccedimiehto
especifrco- Es decir. tambiin liene un cardcler suplelorio-

Paso seguido, la Procnraduria Geherul del Estado, en el precitado dictamen
vinculante No- 01381, se propuso unalizat la LOSNCP y su Reglamento, o fin de
delermihar cudles soh las normas especilicas eh esta matetia sobre recursos
adhinislrutivos, y, pot ta to, si cobe la aplicacidn supletoria del prccedihiento
adnikislrutiro comin u ordinario (vigente eh ese hofiento), psra la impagnacioh
de ctctos odmintstatiros expedidos eh lalase de ejecuci6n de los contratos.

En este sentido, el Procurador analiz6 el a iculo 103 de la LOSNCP (que se ha
antenido igente desde el afio 2018, e incluso fue replicado en el articulo 231 del

COA). !'texlualmente recose la postura de la EPMAPS- relativu u quc este recurso
de arylacion. ( .) Wrmite imp gnar los actos administrdtivos expedidos duronte
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la etdpa precontructual, seqin se infiere del seguntlo inciso de ese ofliculo. que
previ la suspensidn del proce.liniento por el SERCoP .

Luego, la Procuraduria General del Estodo analiz' el articulo 95 de la LOSNCP (el
cual no ha sufrido ninguna relorno desde el afro 2013). r- seial6 expresamenle que

ni la Ley de la hateria ni su Reglamento prcvin los recursos en sede administrativa
a los que podrian dcudir los conlraliskts parc ihlpugnar actos administraliros
emitidos dentro de la Jase de eiecuci'n conlrucluo[ ni st! procedinienlo.
Concluyendo de lorma categirica quc

| ) Lo L()SN ( P ). su Rrglu itant o Gene rdL 9!j!!bk!gLcqlix!ts-9tp!9!Lb!
recursos de aoelacion y reTxiculn, tespeclirahenle, Para impugnat en vid
a.Lfii istrativa, los acbs ulmihistrati\Jos e:<pedidos por to entidad
contratante en la fase orcconlntclual. ttienlrus que el segunclo inciso del
articulo 95 de esd Ley, !j@
udfiinislfilivos expedidoi efi lu fdse conlractual, no los eslahlece. lo oue

@ segih su disPosilion General
Terceru (... )' (dnfasis afiudi&))

En consecuencia, deviene en e|ilcnlc que Denanecen vieenles krs conceDlos

iuridicos de foldo. analiz.ttlos en ll l)iLtomen No- 01381. de 18 de na.t'o de 20lll,
relalivos a que el recurso especiul la apelacion en maleria de conlrutucion piblica
solo es aplicable para actos adminislr livos dictodos durante fulase precontraclual
del proceditfiienlo de contrulaci;h, u pesar de q e las normativls relatiras o
impugnaci,n en sede adminislruliv.t clel ERJAFE hayan sido derogadas ldcilamenle
por el COA.

Finalmente, la misma Procuraduriu Gcnerol del Estado, en el diclarneh vinculqnle
No.0l38t, de 18 de mayo tle 2018 conteupki le cridente situaci6n de derogatotid
del ERJ/IFE y entruda en vigor clel ('()A, previendo en su pronunciamienb, que la
impugnacion de los actos adminislrotivos en sede adrninislratiia conJorme a ese

Estatuto, c yds normas de procedinienlo son qplicables a todas las entidades del
sector publico confotme a la DirNsiciih Genetol Tercera lbidem. en -forma
supletoriu, esto es cuando las lc.vtt que los igen no contengoh normas de

proced tm rc nto ulm i ni strat i\t- @
Administralivo (COA). que regulutti csa maleria v al que eslardn sujetas lodas l.ts
entidades del sector ptiblico, segin s t; erticulos l. 12 1.13 f.../. (El resaltado y
subrayado perlenecen al texto original).

1.3. Por su parte. el crireriojuridico del SERCOP cit(,. ademas de las normas invocadas por
la entidad consukante, los arriculos l0 de Ia LOSNCP y 14.22.65. 122 y 123 del
COA. con base en los cuales analiz6 lo siguiente:

^ I. (sic) AN.i,L|,I,IS ruRiDICo.

(... )
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El drgano estatal a travis de la Lev ()rgdnica del Sistema Nacional de
Contratacidn Piblica. deternina ptihcipios t'nor as para regular los dilerehtes
procedimientos de conlratacidn p blica paro la adq isicion o arrehdamienlo de
bienes. ejecuci6n de obros y prestaciin de servicios, incluidos los de consultoria.
contahdo de eslo mdheta coh uha ley especilca dohde se ha plasmado
ptucedimienlos ! recursos, en caso que un proveeclor, oferente o conlratisla del
eslado considere que las decisiokes de las enlidades controtantes contraviene la
coteala aplicaci6n de la horma, ),cohsidera que esla decisi6n ha quebranlado o
y io le ntando algtin pr i nc ipb _funduhe ntal.

En este sentido, al ser um Ley especi"fico que rcgula la contrataci6n piblica ei el
imhito naciohal de lodos los ocbtes del Sisleha Nucional de Contrataci'n P blictt,
eslipula eh su drticalo 103 ,hisrfla que guaftla concordaficia con el arliculo 360 de
su Reglamealo Gerrerul, la posibilidad que uha pe$oha intercsada dhectarnenle
puedq inlerpohet rccufio de apelacidh contru los octos adrninisttutivos diclados
dentro de bn procedimiento .le contrdtacidn piblicd, sih que se distihgo o
establezca la lase en la cual halon sido expelidos los releridos octos (Enfasis
afiadido).

Eh el mismo orden de ideas. rcJbrzando lo seiala.lo en el acApirc anerior, el
Cddigo ()rgdnico Adninistrativ) eh su articulo )Jl esripula claramente !- determina
que el recurso de apelacion se podrd interponer exclusivamente a los acbs
arlninistalitos e\pedidos por ehlitlddes cohtratanles, por parte de una persona que
tenga intefts dieclo eh los procesos de contratdci'n piblica. conforme el
procedimiento rcguktdo en el arliculo 103 de lo Ley Orgdnica del Sistema Nacional
de Contratacidn P blico ), articulo 360 de su Reglamento Oeneral; eso si,
cumpliendo a cabalidad los liempo:, para su respectira eJecuci6n y resoluci6k Por
tanlo, la normuliNa ehuhciada eh los cuerpos legales mencionados no pe hite d
ninguna de los partes intoluctadas eh los pftrcesos de conlrataci'n p blica, dejur a
sr discreci6n aplicar un reeurso de apelociin distinb al especilico en mdteria de
conlrataci6n p blica (El subrayado corresponde al texto original).

Por lo expuesto, en aplic.tci6h itestricta de la norma especlfica el tecttso de
apelacion en materio de contrataci,n pliblica, ,leheit sel atehdido bajo los
preceptos y tiempos leqales seialados en el arlictlo 103 de la Ley Orgtinica del
Sislema Nacional de Cohttatoci6h Piblica y articulo 36A de su Reglomento
(ieneral. en concordancia con el articub 231 del Cddigo OrgAnico Administrativo.
garuhtizdndo de esla manera segu dad jutidica para los actores que interuiehcn
dehlrc del Sistena Naciorutl de Conlrctacion Piblicu: y. resrytando el principio de
e spe c i a I i da d norma I iva -

l. (sic) CONCLUSI6N.

(...) el recwso de apelacidn en moteria de contratocidn piblica deberd ser
olerrdido bajo lo seialado en el o iculo 103 de la Ley Orgdnico del Sistema
Nacional de Conlrulacidn Pihlico tt arliculo 360 de su Reglamento General, en
concordancio con el orliculo 231 del Ctaligo Orgdnico Adrfiinistrutiua {Lnfasis
afradido).
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1.4. De lo expuesto sc observa que cl inlbrmejuridicodelaentidadconsultanteyel criterio
juridico del SERCOP coincidcn en seialar quc cl recurso de apelaci6n de los actos
administrativos expedidos por las entidades contratantes, dentro de Ios procedimientos

de contrataci6n priblica, se rigen por lo dispuesto en los articulos 103 de la LoSNCP.
360 de su Reglamento General y 2l I del COA; sin embargo. la EPMAPS sefiala que €l
recurso de apelaci6n en contrataci6n publica se encuentra previsto inicamente para los

actos administrativos generados durante la fase precontractual del procedimienro,

conforme el pronunciamiento previo emitido por este organismo, contenido en ollcio
No. 01381. de I8 de mayo de 2018. en tanto que. el SERCOP considera que dichas
normas no distinguen la fase en la clal deben ser expedidos los referidos actos
administrativos.

2. Andlisis. -

En relaci6n con la impugnaci6n de actos adminislrativos. la CRE en su arliculo 173

establece que: "los aclos odfiinistali|os dc cuulquier auto'idad del Esltuh, Podfin set
impugnados, tonto en la ia alminislrulivo como onre hr\ utrrctpondientes i4lanos de lo
Fqnciin Judicial (Enfasis aiadido).

Al respecto. segin el precedente jurisprudcncial obligatorio dcclarado por la Corte Nacional
de Justicia (en adelante. '(';\7'). mediantc Resoluci6n No. 05-2023'. respecto de la

impugnaci6n judicial de los .acbs adminislrativos emitidos en la fase de ejecuci6n
conrractual. al exponer la "LINEA ARA|,M|:N1,1L (Ollul' de los fallos de la Sala

Especializada de Io Contencioso Administralivo. considcr6 tres etapas diferenciadas en

materia de contrataci6n piblica 'o) la etapa Lonlrdclucl. b) la adjudicoci(in del contralo, )'
c) la elapa tle eiecuci,n o fase conlraLlual pt opiathehlc dicha . y seial6 que,

''(..) los actos adminislrctliros emili.los en la fase de ejecucitin .le uh conlra@
piblico, entre los que se enc enlrd lu declaracidn de lermina.iin unilateral del
contrato, no se puedeh srietat a la dcciin preyisla para los ockrs adfiinislrdlivos
regulores, sino a la acciin especialmentc considerudu por el legislador para temas
de contralaciok pilbli.a ( .. ) '.

Con 1lll fundamento. en la Resoluci6n No.05-2023. la CNJ declar6 como precedente
jurisprudencial obligatorio el siguiente punto de derecho:

'La irrlnuerlotinn nor viu iurisditciohdl de krs acloi adrflinistrulivos derirados de

la eiecuciiu contructuul es unq oaciih especial en materia de cofilrulacitirt
p!1!!j9g, sujaa al plazo de cirrco ufros Jraro su ejefticio, conforme lo dispone el
dtllculo 306 numeral 3 del Cddigo Otgdnico Gehetul de Ptucesos; guruntizindose
de este ttodo lo tutela judicial ekcliea ! el debido proceso consogrudos en los
articulos 75 ! 76 de lq Constituciirl de la Repiblico (El resahado corresponde al

texto original y. el subrayado me pertenece).
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Por otra parte, sobre la impugnacidn en la via adminislrativa de actos administralivos en
materia de contrataci6n piblica, el articulo 103 de la LOSNCP, ubicado en el Tirulo V DE
LAS RECUMACIONES y CONTROVERSL4S", Capitulo I ' DE US RECIL|WCIONES".
trata sobre el recurso de apelaci6n y prevd que se puede interponer "exclusivamente de los
dctos adminislrativos expedidos por ehtidades publicas cohtral antes " , sin que la normativa
distinga la fase del procedimiento de contrataci6n pilblica3 en la que se puede interponer el
referido recurso.

En este sentido, la impugnaci6n de actos administrativos derivados de la ejecucion
contractual, materia de su consulta, fue abordado por esta Procuraduria en el
pronunciamiento contenido en oficio No.0l38l, de l8 de mayo de 2018, que examin6 la
aplicaci6n de los articulos 95, 102 y 103 de la LOSNCP; 1,42 y 43 del COA; y, 69 y la
Disposici6n General Tercera del ERJAFE, analizando y concluyendo lo siguiente:

''El articulo 102 de la LOSNCP, uhicado en el Titulo It 'De las Reclanaciones )
Contro\jersias detetmina que qtienes tengan inkres directo o se cofisiclerck
afectaclos por actuociones realizo.las por las entidades controtanles, puedeh
presentar su reclamo anle el Servicio Nacional de Lonlralacion Piblica, respeclo
del procedimiehto precontactual. segin se dprecia de los incisos tercero. cuarto y
quinlo que disponen:

'El Senicb Ndcional de Contrutaci6h Piblica SERCOP podri sugerir
medidas necesarias para rectilicar el proceso y, de ser el caso. la
suspensiin delinitiva del prucedimiento precorrtractual y notifcard a los
6r54anos de control com2etentes (Enfasis afiadido).

El reclomo que trata el presente arliculo, se podrd ejercer sin perjuicio del
recurso administrdlivo pretislo en e,tta Le)'que se pueda ifiterponer cohlra
aclos a,lninist0tit'os eJqedidos pot la:t entidades p blicas, y las dcciones
judiciales preristas e lo horhatira yigefite.

Todo esto sin periuick, de una rcclamaci,h ante la misma entidad
conltatante. de asl considerarlo quien lenga inter4s directu -

El recurso ante la entidad conlrdtante al que se refere el quinlo inciso del .lrtlculo
102 de la LOSNCP, es el rucu$o de tpelacidn previsto pot el arliculo 103 de la
misma Le!, que perrnire irnpughat los t clos odrninistrulivos expedidos duranle la
elapa preconlructual, segin se inliere del segunalo inciso de ese afticulo, que previ
la suspensidn de lo contihuackin del procedimiehto por el SERCOP- (El resabado

' ROI,OS\CP ,ltticulo ll -De 16!a$ de lacontta@ir ptttbh.a - Lot ptoed Ehtatde contaklc,n. pnbha y dewtolbdn
a tdas d. 16 igute.tes layt
I - Pt pd,otolo Desde la 

"labo.a.bn.lel 
Ploa..t,ual,1. aortdtacin o el lerahro,,Entole la Nr"st.lad h t,Lct@ol- t@to la

sunnpc)bnd.la reelucto, de nrcrc
) - P,eontrctual Desd. la ptbn atbn d. la rchhrin de nrcb cn el Po,tdl aOyPRtS PUBLIC.IS hasta l" arlttAiuct.tn o
decldratun d" a? efla o.ancelacton
l- Contm.tldl o d. et.cuct. del.ontrzro D.sd.ld s titp.in d.lconio@ ht o lo srsc.tpaan del acta eraeyr Hc?pton
detint^a a t.nttMcin del.o,ttoto t )
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'EI recurso prcsenlodo no su.spende la ejecuciin del octo administralivo
impugnado. Sin e1ibdrgo. de no rcxtlvene el recurso eh el tirhino Preristo
en el ihciso anterior el Servicio N.tcktrul de (.'ontrataci6h Piblictl
SERL'OP suspehdefi en el porlal inslilucbhal la continuacion del
ptucedimienlo hasla la tesoluci'n del recurso inlerpuesloI sih periuicio de

la resytnsabilidod administt'dlivt .r' .ivil a clue hubiere lugar'.

Por otra parte. el segundo incio tlcl articulo 95.le ld LOSN('P Prcvi que '( . ) Lo
resoluci'n de terminaci'h uhildlcral no se susp:nderd por la inlcrposici6n de

reclamos o rccursos admini:tlr. ivos (..-) : sin emborgo. eso Le! ! su Reglamento
no seialafi los recursos eh sede adfiit isrrutiva a los que podrian acadir los
conlralislus paru impugnat los aclos adrninisltulitos expedidos por las enlidades
conlratanles, ni su procedimientu (enfasis ai^dido).

El articulo 69 del ERIAFE, p, e\'a lt nnpugnackin le los octos a(hnini:itrati\:os en

sede adminisuatiru conforme a c.\( l.rlalub. cu.tor notnos de PtuL'climienlo son
aplicahles u todas las entidudas lcl sacutr ltihlico conlirnc u lu Disposirnin
General Tercaret lbidem, en.firt',nt \ul)lcbria. esk, es cuondo kts l!-tr: que las riSen
no conlengctn nornts de Procaliiticnlo &lninislrditro. ),hoslo que emPiece o rcgir
el Cddigo Orgdnico Adminilstrotivo (COA), que regula i esa miteria y al que
estatih stjelas lodas la enlidule!.lel sector ?ihlit\r, segin sus arlicalos l, 12 | 43
(6nfasis anadido).

La LOSNCP I su Reglamen o Aenerul eslahlecen en formu expresa los recursos
de apelaciin ! rcposici6n, rcspeclivamente, para impugnor eh via adfiinislrativa,
los actos udminisculivor eryredidos por la entidad conlralanle en la fase
precontrncluul; ftienlrus que el vtgundo inciso del arliculo 95 de esa Le!, si bien
ulude a rccursos de irnpugnacii de octos ualminislrativos expedidos eh la fase
conlractual, no los estohlece, b quc petmile la aplicaci'n supletoria clel ERJAFE.
segin la Disposiciin Oenerul Tcrccra (el eofasis me corresponde).

En tal contexto. es pertinentc exanrinar las posteriores relbnnas introducidas a la legislaci6n
competente y especial. que es la LOSNCP y Ia expedici6n de su nuevo Reglamento
General. considerando que las disposiciones del COA, inclusive aquellas que regulan la
impugnaci6n en sede administraliva. son normas gencrales y. por tanto. de aplicaci6n
supletoria.

El articulo 95 de Ia LOSNCP fue relbrmado parcialmente por la Cone Constitucional del

Ecuador (cn adelante. "aC ). via declaratoria de inconstitucionalidad contenida en

sentencia No. 87-20-[N/23. de 25 de octubre de 202J. que resolvi6:
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" ( .-- ) l. Aceptar la acci'h piblica cle incohstitucionalidad de la Jiase' 'Tamy)co se

ddmilifti acciones conslitucionales conlru las resoluciones de terminocion
unilateral del conlralo. porque se tienen mecanismos de defensas adecuados y
eficoces paru proteger los derechos derivados de tales resoluciones, pre\)istos eh la
Ley contenida en el segundo inciso del articulo 95 de la LOSNCP por ser
incompatible con eltexto del articulo 75 de la CRE. (... )"

Por otra parte. se observa que elCOA. que constituye norma general. prevd dos recursos: el
de apelaci6n y el extmordinario de revisi6n; ambos, segin su articulo 219, corresponden
resolvera la ndxima autoridad adnihistrotiea". aclaftndo el mismo articulo que: f,/ acra
expedido por la mdxima aubrid.td odminislrativa, solo puede ser imp gnado en via
judiciol", es decir, que causa estado en los tdrminos de aniculo 218 ibidem, lo que
determina que no cabe el recurso administrativo de apelaci6n respec(o de actos
administrativos expedidos por la m6xima autoridad de la entidad contratante o su delegado
en la fase de ejecuci6n de los contratos sujetos a la LOSNCP.

F'inalmente, se considem que, para la fase de ejecuci6n contractual. por la naturaleza
bilateral del contraro celebrado. la competencia de Ia mixima autoridad de la entidad
conlratante. o su delegado, para expedir actos administrativos se limita a lo expresamente
previsto en esa ley (terminaci6n unilateral y declaratoria de recepci6n presunta a favor de la
entidad, segin los aniculos 64. 8l y 95 de la [-OSNCP). asi como para la imposici6n de
multas. segfin el aniculo 7l ibidem. pues pam la resoluci6n de controversias que puedan
surgir entre las partes durante tal etapa de ejecuci6n son aplicables los mecanismos
previstos en el contraro, segin los aniculos 104 y 105 de la LOSNCP.

De lo expuesto se observa que: i/ la LOSNCP no establece de forma expresa recursos en
sede administrativa a los que podrian acudir los contratistas para impugnar los actos
administralivos emitidos por la m6xima autoridad de la entidad contmtante. o su delegado,
en la etapa de ejecuci6n contractual, con la salvedad de la apelaci6n sobre las multas,
prevista por el aniculo 7l de la LOSNCP y 294 de su Reglamento General. cuando ello
hubiere sido resuelto por un 6rgano distinto de la m6xima autoridad, a quien compere
resolver la apelaci6ni y, r) de conformidad con el COA. los actos administrativos de la
mdxima autoridad solo pueden set impugnados en via judicial. lo que. en el dmbito de
ejecuci6n contractual. determina la improcedencia del recurso administrativo de apelaci6n.

J. Pronuncismiento. -

En relaci6n con su consulta, se concluye que el recurso de apelaci6n en sede administrariva
esti previsto nicamente para los actos administrativos emitidos en Ia fase precontraclual,
segin lo establecido en el a(iculo I0l de la LOSNCP. Adem6s, el articulo 7l de Ia misma
ley sefiala que la impugnaci6n eh sede administrativa se aplica exclusivamente a las multas.
sin extender este mecanismo de impugnaci6n a los actos administrativos emitidos durante la
ejecucidn del contrato por la m6xima autoridad de la entidad contratante o su delegado.
Dichos actos, de acuerdo con los aniculos 218 y 219 tercer inciso del COA, solo pueden
impugnarse ell via judicial.

El presente pronunciamiento deberi ser entendido en su integridad y se limita a la
inteligencia y lplicaci6n general de normas juridicas. siendo de exclusiva
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E ik Pablo Beltren Ayala
PRf,SIDENTE
CONSEJO DE EDUCACT6N SUPERIOR
Presente. -

De mi consideraci6n:

Mediante oficio No. CES-CES-2023-0495-CO, de 2l de agosro de 2023. ingresado en el
correo institucional inico de la Procuraduria General del listado el 28 de los misrnos mcs
y aio. se formularon las siguientes consultas:

..1. 
;Curl es el organismo del Sistema de Educrci6n Superior (CES, CACES

o SENESCYT) que conforma el Sistema Necional Integral (sic) Prevenir y
Erradicar la Violencis contrr las Mujeres, tettiendo en cuenta que el articulo
22, numeral 3 de la Ley Orginica lhtegral para Prevenir y Erradicar la
Violencia contra las Mujeres hacc slusidn en su literalidad a un [nico 'E /e
rector de eductcidn supetiot' cotno patte del referido Sistema?

2, ;Cuil es el organismo del Sistcma de Educaci6n Superior (CES, CACES o
SENESCYT) que debe ejercer las atribuciones que el articulo 25 de Ir Ley
Orginica lntegrrl para Prevenir y Erradicar la Violencia contrr las Mujeres
le reconoce al'Ente rcclot de educqcitjn stperior'd ser partc del Sistema
Nacional lntegral Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres,
adicionalmente c6mo deberirn ser ejercidas dichas atribuciones
considerando las competencias constitucioDales y legales que crda organismo
posee?"

Frenle a lo cual, se manillesta lo siguientel

l. Antec€dentes. -
Del olicio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

1.1. A fin de contar con mayores elementos de anAlisis, antes de atender sus consultas,
mediante oficios Nos. 03428. 03,129 y 03430. de 30 de agosro de 2023. la Procuraduria
General del Estado solicit6 los criterios juridicos institucionales de la Secretaria de
Educaci6n Superior, Ciencia. 'lecnologia e Innovaci6n (en adelante .!!,\ESC II:
Ministerio de Ia Mujer !' Derechos Humanos (en adelanie ,VMDDIII{): y, Consejo de
Aseguramiento de la Calidad de la Educaci6n Superior (en adelanre CICES).

31



!-

illI
Edill.lo A6.206.3 Pl.r6
Av, An..on.r Nl9n2' y Arl2.9.
.59r2294r!O0

I
a
,

PfOCIRAOJ{A C{|€RA DE E5hDO,iit:-, i.,rri
t o|tst,tt)tu rtn /( k)n sttttt:Rln1

?dttnd 2

respectivamente. Con oficio No. 03698, de 19 de septiembre de 2023, se insisti6 en dicho

requerimiento al MMDDHH, sin haber recibido respuesta.

1.2. Los requerimientos realizados por este organismo l'ueron atendidos mediante

comunicaciones recibidas en el coneo institucional rinico de la Procuraduria: i/ por el

Coordinador Ceneral de Asesoria Juridica de la SENESCYT mediante oficio No.

sENESCYT-CGAJ-2023-0161-CO, de 6 de septiembre de 2023. ingresado el mismo dia;
y, iil por el Presidente Subrogante del CACES con oficio No. CACES-P-2023-0461-o
de 13 de septiembre de 2023, ingresado al siguiente dia, al que se acompaid el criterio
juridico de la ProcuEdora, subrogante. de esa entidad, contenido en el memorando No.

CACES-PR-2o23-0333-M, de l3 de septiembre de 2023.

1.3. El informejuridico de la Procuradora del CES. contenido en el documento sin nUmero

de 22 de agosto de 2023. cit6 los aniculos 226 y 353 numerales I y 2 de la Constituci6n
de la Repiblica del Ecuadorr (en adelante CRE)I 9,25 y 28 del C6digo Orgenico
Administrativoz (en adelante ( O,{); l, 13.22 numeral 3. y 23 al 38 de la Ley Orgdnica

Integral para Prevenir 1'Llrradicar la Violencia contra las Mujeresl (en adelante

LOIPEVC| y, 15, 123, 166. 169 letra l), l7l y 182 de la l-cy Orgenica de Educacion

Superio/ (en adelante lOrS). con fundamento en los cuales analiz6 y concluyd:

Con relaci6n a la primera pregunta:

" En tal virtud, al referir el aticukt 22. numeral 3 de la LOIPEVMU al 'Ehle rector
(lc Educuci6h Supefior', se podriu.lalct t inur que se eslA haciendo clusi4n al CES

siguiendo la inlencidn del legislador de incluir corno pa e integrante del Sistemd

Nacional lnlegrql Prcvenir y F-rrulicat la Violencia conlra las Muieres al
organismo encargado de- 'las mallas y bs programas curriculurct .

(... )

Siguiendo la intencitin del legislador plasmad., en el lnfo/me para Segundo Debale
elahotodo y remitiio mediante O/icio Nro. 036-2017-AN-(IOPREVMU de 23 de

noviembre de 2017. tle incluir como parte integrunte del Sislema Nacional Ihtegrul
Prcwhir )'Erradiaet la Violencia conlru las Muieres al organismo encargd.lo .1e:

'las mallus y los ptogramas curriculares y de acaerdo con los articulos 353,

iumerul I de lo CRE y 123, 166 y 169, literalJ) de lo LOES, se podrla deterrninar
que al rcIerir el orliculo 22, nurnerul 3 de ld Ley Oryinica lnregrul paru Prevenir
y Eradicar la Violencia conlta las Muieres al'Ente rcctot de Educacidn
Superior', dicho norma eshi haciendo alus in al Conseio de Educacidn
Superrot ' (El6nlbsis me corresponde)

Y, respecto de la segunda consulta:

('Rl pub!@lu .n el ReABna Oitul i\o Jtgde 2t),1e oqorto & 2n08
: COA p"bl@.la en el Seghdo Stpknento .lel R.e\to Orddl lo I I dtl 7 .L )uha & 1n I 7
tLotPEtr'ttpuhhcaduen.lSqbhentoddResituoAfi.nl\altid.5<lel.b/.odelttt4
1 LOI:S rtblrcada .n .l tupk"enta delRe'4ntu Oldol ra )98 de ll.le octrhE d. :ata
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"En funci6n de las atribuciones reconoci.lats constiluciohal y legalmente al CES,
esle Ofganismo cotto encarga<lo de la planificackin, regulaciiny coordinaci1n del
SES y la relacion entre sur distintos octorcs con la Funci'n Ejecutiva y la sociedad
ecuatoriana, y, como integtohte del Sistema Nacional lntegral Pl"etehil y
Erradicar la Violencid cohlru las Mujeres, podtia ejercer las atribuciones
contempladas en lot literules b), c), n, S,), i), , 0, n), p), t), s) y t) del citado
qrticulo 25-

( ...)

Por lo tanto, cuondo una atribucitin de lqs prueistas en el afticulo 25 de la
LOIPEVMU recaiga sobre lss ttibuciones y rcsponsabilidades reconocidos a
otro orgaaismo del SES diJercnte al CES, o incluso o las IES, esle Cotsejo, corno
pa e del Sistemd Ndcional Integrul Prevenb y Efiadicar la Violencia, deberia
coordindr con las mismas o Jin de que estots sean cumplidas por quien le
cofresporrdo- Lo anteriot ademds bujo los principios de coordinacidn t
colabor.tci'n entre las administuciones ptiblicas consagrados rcspectivamente en
los articulos 9 y 28 del Cotligo Orginico Administratiro" (El dffasis me
corresponde)-

1.4. Por su pane. el criterio de la SENIISCYT, ademis de las normas seflaladas por la
entidad consultante. cit6 los aniculos 226 de la CREI 183 de la LOEST v, 14 del COA. y
concluy6 en foma general que:

"En ese sentido, es henestet indicar q e la Secretaria de Educacidn Superior,
Ciencia Tecnologia e lhho|aci6n, de conlormidad con lo seialado eh el articulo
182 de la Ley Oryd ca de Educocidn Supetiot es el dryano que tiene pot objeto
ejercer ld rectoria de la polllica piblica de educac in supeior y coordinar
acciones enlrc la Furrc in Ejecutiva y las instituciohes del Sislema de Educacitjn
Saperior. (El dnfasis me conesponde).

(... )

Por lo expuesto, y de con:formiclad ct>n lu normutira citada, se puede colegir que el
Cohsejo de Educqci6n Superior. el Consejo de Aseguramiento de la Calidad tle la
Educaci6n Superior y la Secretarld de Educaci6n S perior. Ciencid, Tecnologia e
Innovaci6n soh organismos de derecho ptiblico qre formon parte del sistema de
educuci,n superior, cu)'os lines, objetivos y attribtciones son distintds pero por el
prihcipio de cooldinaci'n establecido en el Cddigo Orginico Administrdtito. asi
como los prinaipios que rigeh a lu aalministraci'n p blica codd)'uvan acciones.
gestiones. liheamientos, desde el atmbito de sus competencias_ con la Jinalidad de
gorantizdr la operc ividdd del si.ttema de educaci'n superior y los derechos de la

I
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1.5. Finalmente, el c terio juridico del CACES, ademiis de las normas referidas por la

entidad consultante y la SENESCYT, cit6 el articulo 351 de la CRE, luego de lo cual,

analiz6 y concluy6:

"Sobre las compete ciqs de la Secrctq a de Educacirjn Superior, Ciencia,
Tecnologia e Innovacidn (S E NESCyT)

De conformidad con b dispueslo en el An. 182 de la LOES, lu Sectetaria de

Educdci6h SuperioL (:iekcia, Tecnohgia e Inhotackin (SENESCYT) es el Organo

encalgado de Y de

coordinar acciones entre la Funciin Ejectniva y lus inslihtciones del Sislema de

Educacidn Superior (SES).

Sus princ ipales .func ione s se enctentrah ettublecidas en el A . 183 de la LOES, las
que han sido citadas en el punto 2 del presenle c terioiurldico. detllro cle las cualPt

se encuentra el Eiercer la rectoria de las politicas oiblicqs en matetia de educacion

superior.

Sobre el E,rte Rector de Educocitin Superior como inlegranre del Sisrerna

Naciorrol Inlegral paro Prevenir y Eradicar lo yiolencia contru las Muieres y
sas altibucioles (sic)

Lu Ley Orgdnica lntegral paru Prcvnit'y Erra.licar lu I'iolencia Contra las

i\htjeres (LOIPEV('M) en sn artlculo 22 dctu'mika a diecisiis (16.) entidades

nacionales y locales que cottf(rrmdn cl Sil,lc,nu Natcional lnleqratl para Prevenir y
Erradicar la l'iolencio contro las Mujerer, enlre los c ales se encuenlta: '3) Enle

Rector de Educaci6n Superiot .

Por su patte el ArL 25 de lu LOIPEVCM delerminu los al bucionesdel Ente Reclor

de Educoci'n Superior, dehtro de las cuales se establece el 'Disefiar la politica
piblica de educaci6n superior con enfoqltc de ginero, resPeclo de la pre"'enci6n y
?rradi,u,i,in d! lo riolencn contru lL^ muJtt'tt .

Conformc lo dispuesto en el Att. 182 de la LOES, la Sectetaria de Educuciin
SLeerior. ('iencia, Tecnoktgia e lnnowciin (SENES('YT) lieke a su cargo ejercer

la rcctotia de la oolitica oiblica de cducaciin superior. cuyas .funciones se

determinan en el Art. 183 de la re/erida Ley, entre las que se establece la de
'Fier.cr l,t rcttotia de lus ooliticas oiblico.t

Baio esta pfemisa, se colige que las finck)nes determikdt lsic) en la LOES a la
SENESCY| G:nte Rector de la Politica Ptiblica en materia de educdciin superior)
se vinculanJindamentdlmente con las alribuciohes olotgadas por la LOIPEVCM.

l.CRITERIO JARiDICO
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(...) si bien el CACES /brma parte del Sistena de Educaciin Superior, dentro de
s s competencias no re enctpntru la fotmul.tciltn de politicas piblicas en el ambito
de educaci6k superior con enfttque de glnero dispt@sta eh lq Ley Orgdnica lntegral
para Prevenir y Erradicur la Violenciq Contru las Mujeres.

Lds alribucioheJ establecidas en el Art. 25 de la LOIPEVCM son concordantes con
aquellas atribuidas al ()rgano Rector de la Politica Ptiblica de Educaci6n Superior
enelA.183delaLOES,prikcipahkehtealdisefrodepoliticaspiblicasenmateria
de educaci6n superior. '(El dnl'asis conesponden al texto original).

1.6. De Io expuesto se observa que, con relaci6n a las consultas formuladas, el informe
juridico de la entidad consultante difiere de los criterios juridicos de la SENESCYT y el
CACES. pues: i.) por una parte. el CES considera que, atendiendo a la finalidad de la
norma por estar a cargo d.e "las nallas y los prcgrqhas curriculares", el numeral 3 del
articulo 22 de la I,OIPEVCM hace "a/,sirin" a ese organismo. que'?odlra ejercer las
atribuciohes contempladas en los liter.tles h), c). I, S), i), i), l), ml p). /). s) y t)" del
aniculo 25 de la LOIPEVCM y coordinar aquellas atribuciones que le correspondan a
otras entidadest y. ii./ por otra parte. la SENESCY'l'y el CACES coinciden en seialar que.
conforme Io previslo en Ios articulos 15, 182 y 183 de la LOES. Ia SENESCYT es el
'6rgano rcctor de la politica pibliu de educoci'n suryrioi' y po. tanto le corresponden
las atribuciones seialadas en los articulos 22 numeral 3 y 25 de la LOIPEVCM

2.- Anilisis. -

Para facilitar el estudio de las consultas planteadas. el analisis abordard los siguienres
punlos: , El Sistema Nacional Integral para Prevenir y Enadicar la Violencia contm las
Mujeres (en adelante. *"S,V1Pr-,/Citrf') y las atribuciones del "ente rcctor de educaci'n
snperior" como integrante del mismo; y. i, Organismos ptiblicos del Sistema de
Educaci6n Superior (en adelante.Str.

2,1. El SNIPEVCM v las atribuciones del ,,ente rcctot de e.lucacitjn supeior', .onto
integrante del mismo. -

El numeral 3 del aniculo 66 de la CRE reconoce y garantiza a las F,ersonas el ,,derecho a
la integridad personal" que incluye, entre otros.',a) I-a integridad fisica, psiquica, moral
y sexual" y "b) Una vida libre de violenciu en el timbito ptiblico y privado ', e impone al
Estado el deber de adoptat "las medidas necesali.ts para prerenir, eliminar y saficionar
lorlaforuo de yiolencia ( ... )" ,

Asimismo, el articulo 341 ibidem determina que'El Estado generard las condiciones
para la prcteccidh integrul de sus habitantes a lo largo de sus ti.los, que oseguren los
derechos y principios reconocidos en la Cor:rlilllcidx". con dnfasis en',la igualdad en la
diversidad y la no disct"iminucid, y priorizando aquellos grupos que requieran
consideraci6n especial por la persistencia de desigualdades, exclusi6n. discrimindcion o
violencia, o en yirtud de su cohdiciin etaria. de salud o de discapacida,f . Al respecto.

o
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sefrala que "Lo protecci^h integrol funcionord o lravis de sislemas especializodos, de

acuerdo con la ley. Los sistemas especializados se guiarin por sus Principios especiJicos
y los del sistema nacional de inclusidn y equidad sociaf'.

En este contexto, el objeto normativo de la LOIPEVCM. conforme su articulo l, es

"prevenir y erradicar todo lipo de olencia conlra los m4t€reJ", panicularmente.

"cuohdo se encuentran en mikiples situqciones de tulnerubilidad o de riesgo. nedianle
politicas ), acciones integrales de prevenci,n, alencion. prcteccian y rcporaciin de lqs
viclimaJ'', con atenci6n prioritaria y especializada a nif,as y adolescentes.

LA LOIPEVCM, CN SU T|IluIO II "SISTEMA NACIONAL INTEGRAL PARA PREVENIR Y

ERMDICAR U VIOLENCIA CONTM US MUJERES'. en el inciso primero de su

articulo 13, define al SNIPEVCM como 'e,l conjunto organizado y aniculado de

instifitciohes, normas, politicas, planes, programa\, mecahismos y aclividades orienlqdos
d prewnir y a erradicdt le t'iolencia conlra las mujeres" mediante ",/a Prevencidn.
atenci'n, protecciih y rcparuci'n ihtegral de los derechos de las vlcrimas". Su objeto,
acorde al articulo 14 ibidem, es prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres a

travds del "diseio, .forrnltldci'n. ciecucion. supervisidn, monitoreo y evoluaci6n de

normas, polilicus, programdt, econismos y at riorre.t'quedetermi.lraset6''enlodoslas
instancias y en todos los niveles de gobiemo, de roma a icalada y coordinada," (El
dnfasis me conesponde).

En cuanto a la rectoria del SNIPEVCM, el articulo 20 de la LOIPEVCM la atribuye al
"ente rcclor de Justicia y Derechos Humanos y ('rlroj", facultado paft "conrocar ct

cualquier olra enlidad piblico, privada o de la sociedad civil pora dar cumplimiento a
lo establecido en la presente Ley'y (rryas atribuciones se detallan en el articulo 2l
ibidem.

Ediftclo An..oBr A.a
ae aheoNt N39n2t y Ariz.9.

Entre los integrantes del SNIPEVCM. el numeral 3 del aniculo 22 de la LOIPEVCM5.
incluye al "E t? rector de Educoci'h Superior" atyas atribuciones se encuentran
previstas en el articulo 25 ibidem6, entre ellas la de "a.) Disefror la politicq piblicd de

'!.olPEt'('|| ,4a :! . tnt.qrohtes 'ltl SBtt E . (@.lotndn.l Sst t"d rd.t'tul l !.stul Puu Pre\can t' *hdl.at la tiolctu'u
co"lro los ltqaei las ssuent s .ntdo.lcs hdttoQl.t ) lcdlet t t Lot dBhntos .tu.lurles Pibhcas r ntwlet de gobEno h.n.n
laoblgerikded r latfcoothnucnneif.onlotetot seh.ula.lo! Mcdesd.P.|enctti'n ot.nctnn lrctecctint 4poto.6
En toda adNdad * obetu@d .l rh.,ph .1. .letcettalEacin )' det.oa..nnac tn en lo ptotab. de ktulctot )'rn ld .t..tii

^ t,OlPEtCi n 25 - Ente redotde Edkdd Sup.nor. Sn pe4u,uo,le l4tl4nlrad6 *tdhlec use" la QtPei\a hothd|\o
rtsdt. t.h&n los stgugnt.s atabttto(s 4) D's.n la Nlit@ pn @ & e.lu@c'nn suPrcr .on .{oqu. de Ae..ro QtPecto dr
la ptuth.in t .ttddtcti" tlc lu rtolcrcu conta lat nq.kt- h) Ir6etar . mPl.n ntat canPanut de v,nblt,ocih t'
cut.Ekttton ttutEki,t a lo conu"dod..lkauw pato pewtt t.t/dd,. la rbl.ncb cdra ld nq.frr .1 Gdronn:of ld
ruuutcin @twe@d. d tdhtup. poro,Ll ktno o Mdonal- a t,o\at d. ld r.ubt.ktt, de las nutee: Lano @conano d.
pmE.dna Cr.ot f a.t@hit nt6 t ptot4ol6 .sp.ctol,add Nto oho.da..oet dr eolcnc@ .ontru los n42E dLne !-
tblenco tuld.ntb d.l nhb o d. eda@ct,id tup.hor. t d6ntu los necana4ot de pr.tn.,nn r Eslksta.n la Luo ,.l
ed@!^d ./ ldpletua@ .h todos los Nfut cut,t.ulott lz .dr.ton:o le lot d.ruchN ht@@ d. los ntu.rcs. co. ehnMtt6"
d. nnos hdhtos t'ett.rconpo! q@ l.entMn la volek@ I esbbl.cr ftcdnBnos pu,o lu d.t...in t.Lna.k d lat 

'nsfiutoNs
lt@ .@/otmn el Ssptu. d. lot .ot8 d. vtu lznc0 cMttu lot hul.t t .n el anh o de sut conP.t.nc,o! gt D.etol PtogaMs
d. lotnA@ dn dos o do..n@s ! pcaotul atlnnstorvo de t6 ftntudotut .k edtcoddd tuPtiot e" .brcchB htnahot de lor
n4.as .nloqk.1. se@rc ,La.hot ktkabs r pp,&u.t9ot- enlE otos |ue rhcatttuto, lot d&uret | 6klu dsqk /o@"tn
la thordm.td & tas Nreret. tu DB.tat e mtbw ot un att no de recoteqtd .le ,nlotudctbn tobe cotu, d. vtoterctu tMtd
las nq.t.s 4n inlatt e. lo lolerca t et @to setual @tun.lor d.nto &l ltkna de .dutubn sup.tlot qN Petn tan ld
a.tudlrtann peldaak del tuEdt. L'nt o .L tial.".to c td las Uttcrys. ,) aootul'aar .o. lds .ntlades de JdrD ptu .nts
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educacidn superior con enfoque de gdnero. respecto de la prevencidn y errddicaci4 de
la violencia conta las rrrjele.r". (El dnfasis me conesponde)

De lo expuesto se desprende que: i/ El SNIPEVCM es un sistema especializado de
prorecci6n integral previsto en la LOIPEVCM cuyo organismo rector es el MMDDHH y
se integra, ente otros, pot el "ehle rector de educaci6n superior"; y, i, corresponde al
"ente rector de educaci6n superior" elejercicio de las atribuciones previstas en elarticulo
25 de la LOIPEVCM, entreellas eldisefio dela"politicap blico de educdci1n superior " .

2.2. Organismos priblicos del SES. -

Conforme el articulo 351 de la CRE, el SES se anicula al Sistema Nacional de Educaci6n
y al Plan Nacional de Desarrollo: sus mecanismos de coordinaci6n con la Funcidn
Ejecutiva se establecen legalmente y se rige por los principios de 'autono [a
responsable. cogobierno, igualdad de oportunidades, cnlidad. pertinencia, integralidad,
autodeterminaci6n paro la producci,n del pensamiento y conocimiento"; y, el aniculo
352 ibidem seiala que estarii integrado por "universidades y escuelas politicnicas:
inslilulos superiores licnicos, tecnol6gicos y pedag'gicos, y consen'atorios de m sica y
artes, debidamente acreditados y evoluados"

Agrega el articulo J53 de Ia CRE que el SES se rige por: - 1. Un organismo piblico de
planiJicacian, regulaci,n y coordinaci'n interno del sistema y de la relaci'n entre sus
distihlos actorcs con la Funcion Ejecutiva" y "2. Un organismo piblico licnico de
acreditacidn y aseguramiento de la caliddd de inslituciones, cafteras y programas, que
no podrd conformarse por represehtaktes de las instituciohes objeto de regulaciin".

Por su parte, de conformidad con lo dispuesto en el aniculo I de la LOES, esa ley regula
el SES y a los organismos e instituciones que Io integran; y, conforme el articulo 15
ibidem. los organismos publicos del SES son: "a/ El Consejo de Educaciin Superior' ,

''b) El Consejo de Aseguraniento de la Calidad de la Educacion Superior"; y. 'c) El
dtgano rcclot de la politica piblica de educac in superior". (El dnt'asis me
conesponde).

o
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Al rcspecto. la LOES en. su Titulo IX 'll\;STII UC|ONES Y ORGANISMOS DEI'
SISTEMA DE EDUCACION SUPERIOR' regula en sus cuatro capitulos: , "D, l,1S
INSTITUCIONES DE EDUCACI6N SUPT:R10R",, ii) ''ORGANISMOS 8UE RlGEN EL
SISTEMA DE EDUCACION SUPERIOR"; II ''CoORDIN/C|;.\I DEL SIST,MA DE
EDUCACI)N SUPERIOR CoN LA Ft]N('lON EJE('L Tll/A"; y. iv.) ' DE LOS
ORGANIS MOS DE CONSULTA ",

En este marco normativo, con relaci6n a los organismos que rigen el SES, el articulo 166

de la LOES sefiala que el CES es el organismo de derecho piblico. con personeria
juridica, patrimonio propio, independencia administrativa, linanciera y operativa, que

tiene como objetivo la planificaci6n, regulaciin y coordinacii)n interna del Sistetua de

Educaciin Superior. y la relaci'n enlre sus dislintos aclores con la Funciin EjecutiNa y
ld sociedad ectotoriara ". cuyas atribuciones se desarrollan en el a(iculo 169 ibidem.

En cuanto al CACES, ei articulo l7l de la LOES lo define como el organismo pirblico
t€cnico que tiene a su caryo "la reguluci,n, plunilicacion y coordinaci;n del siste d de

aseg ftthiehto de la calidad de la educuci1n superior" con facultad regularoria y de

gesti6n culas l'unciones estAn determinadas ctl el articulo 174 ibidem.

Respecto de la SENECYT. el aniculo | 82 de la I,OES prevd qre es "el .jtgono qae liene
por objelo ejercer la rectoria de lo polilica piblicq de educac in superior y coordinar
acciones entrc la Fntci'n Ejec i't.t y las insliluciohcs del Sistemu de Educaci6n

S periol". (L'-l dnfasis me conesponde)

Concordante. la letra b) del aniculo 183 de la LOLIS. entre las lunciones de Ia
SENESCYT. preve que le conesponde: "6./ Eierccr ld reclo a de los politicas p blicas

en el dmbito de su competencia".

Finalmente. se considera que entre los md(odos de interpretacidn constitucional y
ordinaria que establece el articulo 3 de la t-ey Org6nica de Garantias Jurisdiccionales y
Control Constitucionalr (en adelante,OCJ('( ) constan los de interyretaci6n sistemetica
y teleol6gica que, segin los numerales 5 y 6 dc csc articulo. consislen en que las normas
juridicas debcn entendersc ".1 pa h del contexlo geneml del lexlo t orfinlivo, pdro
logrur entre lodas las disposicioaes la debida coexislencia, correspondencia !
a nonia y 'a pqtlh de los Jines que pe6igue el lexto notmdtivo". (El enf'asis me

corfesponde).

De lo expuesto se observa que: i) los mecanismos de coordinaci6n entre el SES y la
Funci6n Ejecutiva se cncuentran regulados por la LOIIS, que determina ttes olganismos
priblicos que integran el SES: el CES. eICACES y el "irgano rector de la politica piblicd
de educacion supetior". ii) al rcspecto. la LOES seflala al CES .v al CACES como

organismos encargados de la planificaci6n, regulaci6n y coordinaci6n intema del SES y
del sistema de aseguramiento de la calidad de la educaci6o superior. respectivamente; y.
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,i, por otra pane, esa ley establece que conesponde a la SENESCYT ejercer la rectoria
de la politica publica de educacion superior.

3. Pronunciamiento. -
En atencidn a los tirminos de sus consultas se concluye que, segfn los alticulos l, Ietra
c), 182 y 183, letra b) de la Ley Org6nica de Educaci6n Superior, la SENESCYT es el
"6tgano rectot, de la polilica piblica de educaci6n supetior", y en tal calidad le
corresponde integmr el Sistema Nacional Integral pala Prevenir y Erradicar la Violencia
contra las Mujeres, en aplicaci6n de lo previsto en los aniculos 15, 182 y 183 de la Ley
Orginica de Educaci6n Superior y 22 numeral 3 y 25 de Ley OrgAnica Integral para
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, y ejercer las atribuciones previstas
en su articulo 25.

limita a la inteligencia y aplicacion general de normas
sabilidad de la entidad consultante, su aplicaci6n a

Abg- Juan los
PROCIIRA ERAL DEL ESTADO

Andrca AlejandB Montal!o Chedraui.
Ser.t..l. de Edm..i6n Sup.rior, Ci.nci.. T.cnolo8lr . ln novrci6tr

Dra. Ximcna Codova vauejo. PhD
Pr.sidcrtr dclCon!.jo d. A!.aurrDi.nto d.lr Crlid.d d.lr Educ.ci6n Sup..io.

Lcda. Arianna Ma.ia Tanca Mac.hialello
Ministir d.lr Mujlr y D.r.cnor Humrnor.

El presente Pronunciamiento se
juridicas, siendo de exclusiva
casos Particulares.

Atentamente.
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oficio No. 05515

Quito, D.M., 0 0 FEB 2024

Ingeniero
Richard Fabirán Tapia Pesántez

GERENTE GENERAL
EMPRf, SA PÚBLICA HIDROEQI]INOCCIO E.P.
Presente. -

l)e mr consr.iemcrónl

Mediante oficio No. HEQ-GC-RT-0472-2023, de 2 de octubrc de 2023, ingresado en el
coffeo institucional único de esta Procuraduria al día siguiente, se formuló la siguiente

'¿Es prccedenle la aplicaciór, del segufido inciso del arlículo 119 del Reglamento
Gerreral de lo Le! Orgtinica del Senicio Público de Eheryía Elécttiür qúe rcza: tla
yiliza de seguros por daños a terceros debeÍd set enlregada prefio al inicia de la
construcciót del proyeclo y debefli nahleierse úgente hasta qae haya sido
subsanadas lodas las oblbaciorres que se mailengan pendientes, poslerior a la
leminació del conlralo', a un ptoyecto hidroelécttico que no ha iniciado su
conslracció en ninguna de sus elapas, que ibcluso, a la Íechat, no cuefila coh

Jinanciamienlo? ".

Frente a 1o cual, se manifiesta lo siguierite:

l Artecedentes, -

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

1.1. Con oficio No. 03393, de 28 de agosto de 2023, la Procuraduria Geneml del Estado
solicito a la Empresa Pública HIDROEQUINOCCIO E.P. (en adelante,
*HIDROEOUINOCCIO EP") que laconsulta inicialmente planteada en oficioNo. HEQ-GG-
RT-0395-2023, de 2l de agosto de 2023, ingresado al día siguiente, sea reformulada de
manera que trate sobre la aplicación general de normas jurídicas, así como se remita el
informejurídico del Ge.ente Jurídico, respecto al objeto de la consulta reformulada.

1.2. Si bien a través de oficio No. HEQ-GG-RT-0421-2023, de 8 de septiembre de 2023,
ingresado en el correo institucional único de la Prccuraduría Gener¿l del Estado el mismo
día, la entidad a su cargo dio respuesta al requedmiento de este organismo, de su lectum se

observó que la consulta no fue reformulada sobre la aplicación de una normajurídica, por lo
que, mediante olicio No.03684, de 18 del mismo mes y año, este organismo insistió en su
requerimiento, el cual fue ate¡dido con el oficio citado al inicio del presente.

-
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L3. Mediante oficios No. 04004 y No. 04278, de 10 y 3l de octubre de 2023, la Procuraduría
General del Estado solicitó e insistió a HIDROEQUINOCCIO E.8., respectivamente, que
amplíe e I criterio j urídico remitido, contenido en documento sin nrmlelol d€ 2 de octubre del
mismo año, suscrito por el Cerente Juridico de dicha empresa, a fin de que se incluya un
a¡álisis sobre las normas especificas que sustentariar la conclusión de que la presentación de
una póliza de seguros para cubrir responsabilidad por daños a terceros sería inaplicable y
"estaría ínobsemando la disposición constante en el artículo 149 del Reglamento (;eheral
de lo Ley Orgánica del Seruicio Público de Energía Eléctrica, Iml cua lo no ex¡ste
construcción alpyna", además de informar sobre la existencia de procesos judiciales o
informes de la Contmloría General del Estado. pendientes o resueltos, relacionados con el
objeto de la consult¿. El requerimiento efectuado por este organismo fue atendido por el
Gerente Geneml de HIDROEQUINOCCIO E.P. mediante oficio No. HEQ-GG-0536-2023,
de 6 de noviembre de 2023, ingresado en el correo institucional único de esta Procuraduría el
mismo día, al que se adjuntó el c teriojurídico sin número ni fecha.

1.4. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender la consulta, mediante
oficios No. 04452, No. 04453, No. 04454 y No. 04455, de 10 de noviembre de 2\23,la
Procuraduría General del Estado solicitó a la Superintendencia de Compañias, Valo.es y
Seguros (en adelante, '§Cl§"); al Ministerio de Energía y Minas (en adelante. "MEM"); al

Servicio Nacional de Contratación Pública (en adelante , ".SrxC'OP "); y, a la Contraloría
General del Estado (en adela¡te, "CGE"), respectivamente, que remitan sus criterios
jurídicos institucionales sobre la materia objeto de la consulta. Con oficios No. 04633 y No.
04634, de 2'7 de noviembre de 2023, se insistió en dichos requerimientos al MEM y al

SERCOP.

1.5. Los requerimientos realizados por este organismo fueron atendidos, mediante
comu¡icaciones ingresadas al correo iristitucional único, en su orden por: , el Dircctor
Nacional Jurídico, encargado, de la CGE con oficio No. 429-DNJ-2023, de l7 de noviembre
de 2023, ingesado el 20 del mismo mes y año; i, la Secretaria General de la SCVS, con
oficio No. SCVS-SG-2023-00112245-O de.24 de noviembre de 2023, ing¡esado el mismo
día, que contiene la transcripción del memorando No. SCVS-INC-DNCDN-2023-0382-M,
de 22 de noviembre de 2023, suscrito por la Directora Nacional de Consultas y Desarrollo
Normativo, subrogante; il, el Coordinador GeneralJuridico del MEM, a través de oficio No.
MEM-COGEJ-2023-0334-OF, de I de diciemhe de 2023, ingresado el mismo dia, al que se

adjuntó el informejurídico contenido en el memorando No. MEM-DJEER-2023-0070-ME,
de 29 de noviembre de 2023, suscrito por Director Jurídico de Electricidad y Energía
Renovable; y, rr) la Coordinadora Ge¡eral de Asesoría Jurídica del SERCOP, mediante oficio
No. SERCOP-CGAJ-2023-0216-OF, de l3 de diciembre de 2023, ingresado el 26 del mismo
mes y año.

1.6. Ei informe jurídico inicial del Gerente Juridico de HIDROEQUINOCCIO 8.P.,
contenido en documento sin número de 2 de octubre de 2023, citó los artíc\tlos 226.227 y
425 de la Constitución de la República del Ecuadort (en adelante, "CR-¿ "); 18 del Código
Orgánico Administrativo2 (en adelante, "COA"); 762 (sic) del Código Orgánico de

-

t CM, publica.la en el Re$istra O¡iaa¡ Na 119 d. i0 de octubrc de 2008.

' CAt. ptb licad o e, e I pl¿w nto.le I Resrro Ol.ú ¡ 2do No. 3 I de 7 d. tlto.lel 2 0 I 7
tCoPL,tttP, publt.ád¿ekel suplemnta.lel Reesta o¡c'd|2.!n Jlo.30óde 22,le actubredel2A¡0

'I.OSPF-E.prbl¡cddd¿h.ls"pl¿netod.lRes¡straOrtcú|3¿tNo418.l¿16dedera.lel20l5
: LOCAE. pubh@.l¿ en ¿l súpl¿tunlo del Resis¡to Oíiaal Na. 595 de t 2 d¿ jú¡o .!¿l 2022

"CC, publicado en ¿ Sapbñento¿el R.Eistra Oíicial Na 1ó de 2.1rl"Jm¡o ¿¿12005
)r CCa, .odificación flblicada en ¿ltupl¿tuhlo ¿¿ I R.sis¡o Ol.ial Na.197. de 29 ¡le nLro ¿¿ 2019
¡ RGLoSPEL ptbl¡.dd¿ en el sqleñe"ta.lel ReEÉtrc Ol¿¡dl Na 2l d¿ 20 de qostodel2Al9
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Planificación y Finanzas Públicasr (en adelañte, "COPLAFIP '); 3, número 16,27,28 de la
Ley Orgánica del Servicio Público de Energía Eléctricaa (en adelante, "LOSPEE'); 3,71
literal d) de la t,ey Orgánica de la Contraloría Ceneral del Estado5 (en adelante, "¿OCrc¿ );
149 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Servicio Público de Energía Eléctricaó
(eñ adelante. "RGLOSPEE t. y. I de la Codificación de Resoluciones Mo¡etarias.
Financieras de Valores y Scguross (en adelante "Resolución No. 385-2017-A ); con
fundamento en krs cuales manifestó y concluyó Io siguiente:

.ANÁLISIS:

El dtticuk, )19 del Reglu¡ ento Gener«l de la Ley Orgánica del Serv¡cio Público de
Energía Elécfrica, señala que prctio al inicio de la construcción del pruyecto, se debe
contlatar un seguro contra todo riengo dúante el le|antam¡ehk del mismo, que
conteñple la cobertura por pérdklas.fisica o daños maferíales que ocurran durante
el períodode su edifcación y que, la pólizade seguros por daños o terceros -recalco
. deberá ser ehtregada previo al in¡cio de lo constrlttción del proyecto, es decir. lo
noma. es ¡ sislente, re ¡terativa y hasta redundante efl ind¡car, el momento en el que
será necesaria ht presentación de la ¡nlizu de seguro¡^ por daños o terceros. (... )

CONCLUSIÓN:

De lo expuesto, esta Gcrencia .htidica concluye que, es ¡naplícable lo presentación
de una yiliza de seguros ¿lentru de proyectos hidroelécfr¡cos que no hayan iñ¡ciado
su obra, ya que, al hocerlo, estaría inobsenand¡t la disposición c¿tnstante en el
artículo 119 del Reglamen¡o General de lu Ley Orginica del Senicio Público de
Energia El¿cfríca, por cuanto no exisÍe construcción algund".

1.7. El inlorme juridico ampliado del Gerente Jurídico de HIDROEQLI|NOCCIO E.P.,
además de las normas invocadas en su infbrme inicial. citó los aftículos I56l y 1562 del
Código Civile (en adelante. "at '); -1,2.3, 1, 5,6,7 letra h) de la Ley de.segzros lsic)r;
luego de lo cual manifestó lo sigu¡cnte:

"Lo detem¡nado en el Reglamento Ceneral de la Ley Otgúnica del Senicío Público
de Energia Eléctrico es inconsecuente al objeto dc la relación cohtructual que
delermina un seguro alno exis runob¡eb asegurdble. Nrqte como se haexplicodo
en líneas unteriores es ¡mprocedente la ocigíbil¡dad de la norma porqüe, no exísle
riesgo asegurable y $¡ú n¡nguna opcíón la posíbil¡dod dc un siniestro.

Además. cabe señalar que erogarforulos públicos para el pago de un b¡eh o servici)
inexísteñte. tiene como cohsecuencia respoksabilidd¿es legales, judiciales e incluso
acciones eh coktra del senidor publíco (s-ic) que actúe en condición ¿e ordenador de
go.ro y pago. (... )

Ras¿h(tó lia 21.ttubhcu¿aene¡ R¿¡]¡¡o Orual lia.532 ¿e t7 detutod¿t20¡9
'P.v,r¿,-4 \o r¿r a1- 1rühh.a¡1¿?ncta. ¿nckbdtlR¿arh,,ttt,t¿t.¡ \o _l J¿ 2ó .b tu4L d\ t ! .

1¿ l.?\ tj?dr tt dc \¿!h,u: \. ¿B.esa.nú- Lb t t t dct .-Je,- O,e,-,o tt"nn,"o 
" 

t.-oi, tc," r¿hh. rJ" , n ?t S,fmJ,
stplcñ. b del Resllho ofuúl Na.332 ¿e 12 ¿¿ sephenbtu ¿¿ )olJ .oniotru ¿ s l)ry¿\,.ió" Tt¿ne¡otu Uciúo O.tea t\i)
¿hstonte el drtel¿¿o ctto¿a t 1rNúno e, i úl»@ )úLlno ¿. h eneha¡k corrcs$n¿¿ a tos ¿rtirutos ó90. ó9 t ó92. ó9j ó9 5t 699 ¿el la¿rlryo de Catuno úv .od¡fi.d. in.!¿ puhl@.to .n e¡ Sd¿ndto d.¡ RcsÉtto OficBt \o 197 .1. 29 ¿e t6.o rt¿
:n1v
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En relackin at la existekc¡a de prccesos jutl¡ciales esla Gerencia Jurid¡cu desconoce

la ex¡stenciu de procesos, en ruzón de que, no cdbe cotto pr¡ncipio ht p<rsibilidad de

de andar h coberturade unapólizo de seguro s¡ qüc. exisla un objeltt asegurablc".

1.8. Por su pare. la CCE. la SCVS y el SERCOP expresaron criterios institucionale§

abstentivos.

L9. linalmente. el criteriojuridico del MEM, además de las normas señaladas Por la entidad

consultante. ciló los artículos I ll. ll4 y 315 de la CRE; l. 8. I0, 11 y 28 de la LOSPEE: y.

l4l.l44 y 148 del RGLOSPEE: en base a los cuales manifestó lo siguiente:

''TII. ANÁLISTS Y CONCLUSIóN (,,)

El actuol Reglamento o lo Ley Orgánica del Senicio Púhlico de Energía Elécttico,
diqnne qrc son derechos del t¡fular de un Tílulo Hob¡litdnte. enh'e olros. el manlener

tigentes las garantías esldblecidas en el confrdto de concesión y. de ser el caso,

entregar lo garantía o pólizat originol el Ministerio de Enerqía y Recursos Ndturules
No Reno.¡ohles y üna colria o la ARCERNNR- En este aspecto, en cl urlícalo 135

letra g del RegkúenÍo u la LOSPEE. relacionado «¡n la caducidad ¡el contralo dc

concesión, dispo e que el incumpl¡ñieúlo por parte del concesionarb en la entrega

de las garantías rcquer¡dat, de conlormi¡1a¡l con los términos es«tblecidos en el
Tífulo flabil¡tante y ld normativa vigente, podría ocarrear la deckttaloria de la
cad cidad del conltato. (... )

(...) al considerü que se encuentra en etapa de col¡strucc¡ón. es criterio de esla

Coor¿l¡nación General Jurid¡ca de eslu C.trtera de Elilodo, que la Lmpresa Pública

HIDROEQUINOC(:]O EP debe presentar una copia de la garantia o Nliza con/brmc

lo esfablecido e el conlrato"-

1.10. De los cr¡tcr¡osjurídicos previamente citados se aprecia que la entidad consultante y el

Mt'lM coinciden en que la obligación del titular del título habilitante de otorgar una póliza de

scguros que cubra su responsabilidad frente a terceros, prevista por el articulo 149 del

RCI,OSPEE, es aplicable en el seclor eléctrico a los proyectos cuyas obras estén por iniciar.

En lal sentido. IIIDROEQUINOCCIO EP considera que tal dcber no es aplicable respecto dc

un proyecto h¡droeléctrico quc no ha iniciado su obra.

Por su parte, el MEM enlatiza que, según el arliculo 135, letra g) del RGLOSPEE. el

incumplimiento del titular en la cntrega dc las garantías, dc conformidad con los términos

cstablccidos en el título habilitante y la normativa vigente. podría acarrear la declamtoria de

la caducidad dcl contr¿to.

2. Análisis.-

Para facilitar el esludio de la consulta, el análisis se referirá a los siguientes puntos: , Los

Títulos Ilabil¡tantes en el Sector Flléctrico; y. ir) I-a Pólirá de Seguro por Daños a Terceros.

2.1. Los Títulos Habilitantes en el sector Eléctrico. -

El artículo 313 de ta CRE dispone quet "El E§lado se le§eNa el derccho de admirrist¡a¡,

rcgulat, cont¡olar y gestionar los seclores eslral¿g¡cos, de conhrmidad con los principk's

-
ITT

pnoo¡,idiaa catn¡r ca ¡:r¡oo
;,t: :, ;: L,.l:
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desostanibilidadonb¡eñla|.precaución.prevenc¡ónyeJiciencia,eirlcluyeentrclossectores
estratégicos a "h ahergía en lodas sus /orzras " (Enfasis añadido).

Respecto de los servicios públicos. el añículo 314 de la CRE prcvé que "El Estado será
responsoble de la pro,isión de los semicios públicos de ogua potable y de riego,
saneam¡ento, energío eléct¡ico (...) , que se regirán por los principios de "obligatoriedad,
genetulidad. unilbrnidad, el¡ciencia, responsabilida¡l, univ¿rsalidad, accesibilidad,
regularidud, continuidad y calidad" (Enl'asis añadido).

Mediante scntencia No. 001- I2-SlC-CCr. la Corte Constitucional interpretó los articulos 313.
315 y 316 de la CRti, y en su análisis considcró que:

"(...) No debe enlenderse errtonces que lo$ emprcsus públicas, siendo públicus, son
el Eslado en sí mismo y no requeriríot de autoización alguna -según título
hubilitante que correspoúda-, puesÍo que no les compete a aquellas, la rcgulaciót1y
conlrol de los sectores estft.tt¿gicos y servicios públicos (---), püesto que a ellos les
corres¡xtrule lo gestióh, cosa d¡slinta a los competencias propias del Estado en

¡¡ereral' (linfasis añadido).

Dn tal contexto, es oportuno considerar que. de conlbrmidad con el número 9 del atículo I I

de la CRE. "El Esfado, sus delegafar¡os, concesionarios y toda perrcna que actúe en
ejercicio de na pofestad púhlica. estarán obligatlos a reparar lasviolaciones a los derechos
de los purticulares ¡mr loJilta o deJicientia en ld prestac¡ón de los servicios públicos (...) "
(Enfasis añadido).

De acuerdo con el aficulo I de la LOSPEE, dicha ley tiene por objeto garant¡zar que el
''seruico públ¡co de energia eléctr¡ca .rmpla los principios constitucionales de
''obligabriedad, gcnerolidad, uniformidotl, responsabilidad, universalidad, accesibilidad,
regularidad, conl¡nuidad. cal¡dad, sostenibilidad afibiental (...)", asi como regular "/rr
par¡icipación de bs secÍores público y privado, en act¡vidades rel.tcioneda\ con el servicio
públíco de energia el¿ctico ( ... ) '.

Según el número 13 de¡ artículo 3 de la LOSPEE, cl servicio público de energia eléctrica
''Cot prehde las actividades de: generación, Íra litñisión, disttibuc¡ón y comercialización,
alumbrudo públíco general, iitpottación y exportación de energio eléctri.? "; y, de acuerdo
con los artículos 8 y ll de la misma ley, la rectoría y planificación del sector elécfico
compete al actua¡ lüEM5, al que según el artículo 27 de la LOSPEE y I I5 de su Reglamento
Ceneral corresponde tramitar y emitir los respectivos titulos habilitantes, que son ,,1.

Autorizacióh de operoción: v. 2. Contato de conces¡ón".

Adicionalmente. el articulo 29 de la I,OSPEE establece que el contrato de concesión se
suscribe a favor de personas jurídicas pr¡vadas (gestores privados) y de cconomia popular y
solidar¡a (tamb¡én de indole privado). a diferencia de la autoriz¡ción de operación. previst¿
cn el añicuio 28 ibidem, med¡ante la cual se ext¡cnde el permiso para el desarrollo de
proyectos ejecutados por empresas públicas o mixlas. El citado artículo 28 agrega que: ,,¿or

requisitus I lrroce.l¡m¡entos paro el ototglniento de la Autorización de Operacíón luegt de

¡tludñl^(:Madñmó
, ,r i:i:r :,:r

1:*nt.k.t¿ 001 1zSlC-('(.pub|¡co¿a.n¿suplem¡lod¡lR.sts¡oan<tuli,i¿ó29d.3n¿eeñ.tu.!e2ot2
' D..rcb t-it dNo \ o lno ¿¿ I I ¿e obnt & 10r. pubhco¿o en el S¿xuttuta luptewñto ¿.t R¿*,s¡to t)ti.t¿t .\,o 1ó <let , ¿e ab t
¿¿2a)2 D¡gnsitú Eenüul intca - ( ) l¿ notfun\e \\¿ t¿ endoñJ.i h,s, rcha 1¿;t yh;cn¿J¿ Enc,si¿t Recursos
\utural.s \o R.novabl¿s ' ¿¿ber¿ lee^r " tl1üB¡eno ¿e ¡:n.\i, t, \hhas,,. !¿sin eüesNn¿a
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su aprohación, así como los dercchos ! obligaciones alel concedenle ! concesiondr¡trt serán

establecidos en la LOSPEE, el RGLOSPFIE y los titulos habilitantes respectivos.

Concordante. el número I6 del artículo 3 de la LOSPEE define al título habilitante como el
''Aclo administrutito Inrel.ualel Estat¡o. delega o oüloríza a unu persond .¡ur idicu, pública
o privada, consorcbs o asocidciones. a el¿ctuar acl¡vidades relacionad«s con el sarvicio
público de energío cl¿cllica ". en armonía con lo señalado en el articulo 3 del RLoSPUD. que
deÍx¡e al'titulot lel llub habiliranle" corno la 'Persok.t ¡widica que suscrihió una
dutorizoción de operatción o un conlrab de concesión .

En esta misma línea. el artículo I l6 del RCLOSPEII contempla que los 't¡tulos habil¡túntes
serán.ttorgados por proyeclo pora el caso cle geheraciót¡ y ttubgener .iri, '. y reilcm que

se deberá contar con uno de los siguientes títr¡los habil¡tantes "a. Autoriza.¡ón de

Operdciones" o "h. Contr¿¡b de concesíón". lin cuanto a la 'd. Aulorizo(¡tjn de

Operaciones ". el nismo articulo I I 6 prevé quet 'Se forq¡aliu o trut és de lo susctipción de

un conlroro que scrá ele|ado u escrilura púbr¿l¿ " que deberá estipular. dependiendo de la

actividad. las siguientes cláusulas: "(.-.) derechos y obligaciones le las pofles, esqüeña de

Jinanciomiento, cronografias de ejecución yNalorado, ¡nfaccionesy sahckrnes, causales de

terminoc¡ón ( .) .vlu¿ió .te .onlrorrersias. ¡urisdicción, y legislación oplícuble" .i'nfasis
añadido).

De acuerdo con las letras g) y h) del artículo I29 del RLOSPET-. "Las empresas púhl¡cas o

mixÍas inleresadas en obtencr un lítulo hob¡litanle lebetún presentar su sol¡c¡fud ' al MEM.
adjuntando cntre otros documentos "g) Esq emu y mecakiimos de .linanciam¡enlo del
proyecb;y, h) Ori4enyfuenle de los rccursos".

Finalmente. es oporluno considerar que el control de las empresas eléctricas. "en lo r9ferenle

ol cumplimieñto de la normaliva y de lús ohligaciones constantes en los litulos habililanles
pertínehtcs" es atribución dc la Agencia de Regulación y Control de Electric¡dad (en

adelanfc. " Agencio de a'or?/,"o/ "). conforme al numcral 3 del ar¡ículo l5 de la LOSPEE.

De lo manilestado sc desprende quer , el llstado se reserva el derecho de administrar. regular,

controlar y gestionar los sectores estratégicos, y la provisión de scrvicios públicos, entre ellos

el de energía eléctrica. El Estado. sus delcgatarios y concesionarios son responsables por la

debida prestación de Ios servicios públicos: ly' el MFIM es el órgano rector y planificador del

sector e!éctrico, al que corresponde otorSar los respectivos titulos habilitantes Para el

desarrolto de prcyeotos en dicho sector; mienffas que el control del cumplimiento de la
normat¡va y de las obligaciones contenidas en los titulos habilitantes corresponde a la
Agencia dc Conrol; y. ir7 las empresas públicas o mixtas y privadas interesadas en obtener

un titulo habilitante. deberán prescntar su solicilud al actual MEM, junlo con el esquema y

mecanismos de financiamienlo del proyccto, y el origen y fucnte de los rccursos. como

requisito previo. que se formaliza mediante la suscripc¡ón de un contrato sujeto a la normativa
del sector-

2.2. La pólizá de seguro por d¡ños a terccros. -

La responsabilidad de los titulares. y ex titulares, de títulos habilitantes cn el sector cléctr¡co,

según el penúltimo inciso dcl artículo 34 de la LOSPEE, subs¡ste incluso después de la

terminac¡ón de los contmlos c "implica atdemá§ la obligotión de teslauración de los

ecosistctMs e irulefinitación u [a!; Personas y comüni¿udes. :t¡ hubierc lugar a elb
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Tal responsabilidad se establece también por el afículo 148 RCLOSPEE que dispone que:
"El titulat de uh Titulo Habilitante será el único rcs\)nsable rcspecto de cualquier daño o

frnlida suJiida por algund tercere persona y deherá inde kizar a los ofectodos en los casos
que le sean imputable"-

En concordancia. respecto de la obliSación de contratar una pó¡iza de seguro contra riesgos
de construcción del proyecto. el artículo 149. reformado. del RCt,OSPEE prescribe que:

''Prcvio al inicio de conslruccióh del prolecfo, cl concesionorio contralqrá uh
seguro cohlra bdo riesgo de construcc¡ón que corrte,nple la cobe üru por pérdidos

físicas o daños materioles que ocurtafl durahte el período ale conslrucción del
prolecbó. EsÍe seguro po(lrá inclu¡r el de respoksah¡lidad civil. Los t¿rminos del
seguro serún de res¡mnsobilidad del c¡¡ntesionario.

El concesio¡ario enlrcgur¿ al Mini¡1erio de Energia y Recursos Naturales No
Renovables y a la AR(.ONLL una copi.t cerfijicado de la póliza de Responsahilidad
Civil que cubra los daños a lercetos dutante la constucción, operación,
mafileniñiehlo y relin de sus instdlaciones- Los montos y coberturas en cada caso.
serán de exclusivo responsabilitlad dcl titular del Titt¡lo Hab¡litontc. conforme al
esfudío de ríesgos eloborodo por una empresa con experiencia yerificable.

La oólizo de segurus por daños o letucrus debe i set entrcsadu Drcüo al i icio de
lo const¡ut¿'ián del o¡oveLtt¡ y dchoi mumenertc, vryente hottu qu¿ hdyan s o
subsanadts todas las obligaciones que se montengan pendiehtes, posterior a kt
termínoción del coútrato " (Enfasis añadido).

En este sentido, los núme¡os 6 y 7 del arlículo 3 de la Ley Orgánica de Garan(ías
Jurisdiccionales y Control ConstitucionalT 1en adelante, 'l,OG.tCC') incluyen entre los
métodos y reglas de interprctación la teleológica que atiende a los fines que persigue el texto
normativo, y a la interpretación literal, previendo que: "Cuondo el sentído de la norma cs
cktro, se afendcf.i ru tehor li¡crol. sin perjüicb de que, poro logrur un resultodojusto en el
caso, se p edah ut¡lizur oEos mébdos de interpretacíón" .ldéntica.egla consta en elnúmero
I del artículo 18 dcl CC. que dispone que: "('uan.lo el sentido de la ley cs claro, no se
desalekdetá de su tenot literal. « pretexto de contultar su eslíritü".

^l 
cl'ecto. del tenor del artículo 149 del RGLOSPEE, antes y después de su reforma, se

observ¿ que la póliza de seguros por daños a tcrceros debe ser entregada "preyio al inicio de
la conslrucción clel proyec¡o " y que su finalidad es cubrir los daños a terceros durante la
construcción. oper¿ción. mantenim¡cnto y retiro de ¡as instalaciones.

De k) expuesto se obscrva que: , /as entidades y crnpresas del sccror eléctrico, entrc ellas, la
empresa pública IIIDROEQUINOCCIO E.P.. se sujetan a la CRE, la LOSPEU. el

' l:l ¡.no an¡e at ¿ l klatru eru el ee dt¿ -t:1 Lorcesonú. e,tea¿ú ¿t .\h,ñ.tb de t:reryie \ Rc<u1os \aktutes \n
R.na\vhl.s) a l¿,1R(o!¡¡:t.úacoptu.? ttro¿¿ & ta póh:u ¿t R.spoMhtlj¡td¡| (i ¡ttu¿.úhra los ddñÁ. tercetut duran¡. to
.rns¡tud¡ó,, operd.¡ók nünt h¡n¡ento ), t hn l. sts tha¿ld.r,n¿s t.os ño"tús v .oh. üas en .¿tl¿ ae leni, de .\.t,str¿
rc!¡onubtld*/ drl rntl¿r dc¡ httl¿ Habntunk .onlótw ol .ít¿io d. rj¿sg¡^ ct¿hnru.lo pot n,o unpev ..n üpltk to

La t,t)t:¿ d. !¿güt. pat ¿¿ñn\ d ¡¿t.¿hx <lcbetu yt entr¿a¿tu p.ctto ¿1¡nc¡o de t¿.ahstrklú, det prarr¿¿ \ ¿¿b¿r¿ úa"t¿n rk
flx.nt¿ l,tsl¿ .!u horan !¿a súsdn¿dos h)¿o\ las obhg¿oüet que p Mñt¿ñytñ r¡¿pntes poj¿t ¡ ¿ t¿ jerñña.bn &t

l.( )t;,tt c. ptublr¿¿o en .l sqtewhto ¿et Rc'a(to (üdal j. , ¿¿ )2 ¿¿ .rtubN & )0a9 r46
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RCLOSPEE y al respectivo tírulo habilitante otorgado por la autoridad rectora en e¡ seclor
eléctrico, asicomo a las estipulaciones esp€cíficas que consten en el co¡trato que instrumenta
el titulo; l, el litular, y ex titular. de un título habilitantc son responsables respecto de

cualquier daño o pérdida sufrida por terceros. proveniente del proyecto autor¡zado. y por el¡o
la póliza de seguros por daños a tercems debe ser entregada "prerio al ínício de la
construcc¡ón del proyecÍo . y, ii, el control del cumplimiento de la noÍnativa y de las

obligaciones contenidas en los títulos habilitantes corresponde a la Agencia de Control.

J. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con lo previsto en

los artículos 3. números 6 y 7 de la LOGJCC y 18. número I del Código Civil. y dado el claro
tenor del artículo 149 del RCI,OSPEE, se debe observar su literalidad y tener en cuenta la

finalidad contemplada en su tcxto. En este sentido, se establece como obligación deltitular
del tlulo habilitantc la entrega de una póliza de seguro por daños a terceros "prcvio al inicio
de la construcción d€l Droyecto".

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas
jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de Ia entidad consultante, su aplicación a casos

institucionales especíllcos.

lng. Md.o lópcz Nnáe7.
§uperiDt.ndente de Comprñlrn vrlorés y S.Suros

Li.. Andrca Arobo Peña.

Minhir¡ de En.rgí. y Min¡s

ln8. Debonh ( risline Joncs lra8€tioni.

Dire.tor¡ Gen¿r¡l del SERCOP

Atentámente.

.Abg. Juan
L DEL ESTA.DO

M¡uricio l oftes Maldonado.
Co¡trrlor Cener¡l del Estrdo
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Oficio Nº 05559 
 

 

Quito, D.M., 15 de febrero de 2024 

 

Magíster 

Juan Carlos Vega Malo 

MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

Presente. - 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. MEF-MEF-2024-0130-O, de 5 de febrero de 2024, ingresado el 

mismo día en el correo institucional único de la Procuraduría General del Estado, se 

formuló la siguiente consulta: 

 

“En el escenario de requerirse financiar gastos permanentes para salud, 

educación y justicia con ingresos no permanentes en el Presupuesto General 

del Estado conforme lo previsto en el artículo 126 del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas y el artículo no numerado del Capítulo II, 

Sección I del Título IV del mismo cuerpo legal, conforme la excepcionalidad 

prevista para estos rubros, ¿debe seguirse los requisitos previstos en el referido 

Capítulo II y el artículo 215 del Reglamento al Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas, o en su defecto deben cumplirse además los 

requisitos y procedimientos previstos en el artículo no numerado del Capítulo 

III del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas que se refiere a 

las circunstancias de suspensión de las reglas fiscales en general?” 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

  

1.1. Adjunto al oficio de consulta se remitió los siguientes documentos: i) el memorando 

No. MEF-SPF-2024-0033-M, de 2 de febrero de 2024, dirigido a los Viceministros de 

Finanzas y de Economía del Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante, “MEF”), 

por el que la Subsecretaria de Programación Fiscal de esa cartera de Estado remite el 

Informe Técnico No. MEF-SPF-SP-SPFSPNF-2024-020 de esa misma fecha, elaborado 

por las Subsecretarías de Programación Fiscal, Presupuesto y Política Fiscal del Sector 

Público no Financiero, que contiene “la proyección de la situación fiscal del año 2024, 

a fin de continuar con el proceso de elaboración de la Proforma del Presupuesto General 

del Estado”; y, ii) el memorando No. MEF-CGAJ-2024-0075-M de 5 de febrero de 2024, 

suscrito por la Coordinadora General de Asesoría Jurídica, encargada, del MEF que 

contiene el informe jurídico institucional. 

 

1.2. El informe jurídico del MEF citó los artículos 286, 298, 348, 366 y las Disposiciones 

Transitorias Décimo Octava y Vigésimo Segunda de la Constitución de la República del 
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Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 78, 79, 126, 129 e innumerados ubicados en los Capítulos 

II, Sección I, y III del Título IV “DE LAS REGLAS FISCALES” del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas2 (en adelante, “COPLAFIP”); y, 215, 219 y 230 del 

Reglamento General del COPLAFIP3 (en adelante, “RGCOPLAFIP”). 

 

El mencionado informe jurídico se refirió a la regla fiscal que establecen los artículos 

126, último inciso, del COPLAFIP y 215 del RGCOPLAFIP según la cual, los egresos 

permanentes se deben financiar con ingresos permanentes y la excepción prevista en las 

mismas normas, sobre la que trata el Capítulo II del Título IV del COPLAFIP. El informe 

jurídico diferenció dicha excepción a la regla fiscal sobre ingresos y egresos permanentes, 

de los casos de suspensión de las reglas fiscales previstos por el mismo código en el 

Capítulo III de su Título IV. Así, sobre la base de la normativa invocada, manifestó y 

concluyó lo siguiente:  

 

“III.- Análisis 

 

3.1 Para entender la importancia de la distinción entre la excepcionalidad legal 

a la regla fiscal y la suspensión temporal de las reglas fiscales, que se encuentran 

contenidas en los artículos no numerados de la Sección I del Capítulo II; y del 

Capítulo III, ambos pertenecientes al Título IV del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas, respectivamente, es primordial iniciar 

indicando el tratamiento que da el COPLAFIP a los gastos de educación, salud y 

justicia en el artículo 126 en su último inciso: 

 

‘Se prohíbe el endeudamiento para gasto permanente. Con excepción de los que 

prevé la Constitución de la República, para salud, educación y justicia; previa 

calificación de la situación excepcional, realizada por la Presidenta o el 

Presidente de la República.’ (El énfasis corresponde al texto original). 

 

(…) 

 

Para el caso de ‘situación excepcional’ el artículo 126 del COPLAFIP, no impone 

requisitos ni limitaciones temporales, salvo la calificación de la situación 

excepcional por parte del Presidente de la República, precedida de una 

SOLICITUD que contenga un informe de justificación dirigida desde el Ministerio 

de Economía y Finanzas al Presidente de la República para que se expida el 

respectivo Decreto Ejecutivo. 

 

En el COPLAFIP y su reglamento, en lo atinente a reglas fiscales, la única 

mención a los presupuestos de salud, educación y justicia consta en el artículo no 

numerado de la Sección I, del Capítulo II del Título IV. 

 

                                       
1CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2COPLAFIP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.306 de 22 de octubre de 2010. 
3RGCOPLAFIP, publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No.383 de 26 de noviembre de 2014. Última reforma 

publicada en el Suplemento del Registro Oficial 465, de 27 de diciembre de 2023. 
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3.2. (…) 

 

De lo antes invocado se desprende que cada regla fiscal tiene un régimen de 

aplicación propio, ello en virtud de que cada una tiene un contexto de aplicación 

que debe ser adecuadamente interpretado y técnicamente implementado se debe 

tener en cuenta que la Sección II y la Sección III del Capítulo II establecen otras 

reglas fiscales que no tienen el mismo tratamiento legal, que la regla fiscal 

referente al financiamiento de egresos permanentes con ingresos permanentes y 

egresos permanentes con ingresos no permanentes, (…). 

 

De esta manera se puede entender que la SUSPENSIÓN DE REGLAS FISCALES 

previstas en el Capítulo III es aplicable a todas estas otras reglas, mientras que 

la EXCEPCIONALIDAD es aplicable solamente a los casos de salud, educación 

y justicia, conforme lo dispone el Capítulo II, que es el motivo de la consulta. 

 

(…) 

 

Por tanto, resulta claro de la simple revisión de los referidos textos legales que 

ambas figuras tienen naturaleza distinta, tampoco se pueden considerar de 

carácter complementario ya que las circunstancias que determinan la aplicación 

del capítulo III (estados de excepción y recesión económica grave) generan 

afectación generalizada a la economía nacional y de ahí que su aplicación se 

encuentre reservada a un espacio temporal definido, únicamente por parte del 

Presidente de la República y en el segundo caso con la aprobación de la Asamblea 

Nacional y en ambos casos con la determinación de plan de sostenibilidad y 

fortalecimiento para retornar a una situación regular. 

 

(…) 

 

IV.- Criterio jurídico 

 

En conclusión, el artículo no numerado de la Sección I, del Capítulo II, del Título 

IV establece que la regla fiscal del financiamiento de los egresos permanentes 

con ingresos permanentes puede ser excepcionada con el único requisito 

contenido en el artículo 215 del Reglamento General al Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas. El artículo no numerado del Capítulo III del 

Título IV al referirse a la suspensión de las reglas fiscales, situación jurídica 

distinta a la establecida en el Capítulo II indicado anteriormente, contenido no 

debe ser aplicado en el objeto de su consulta.”. 

 

2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la consulta planteada, el análisis abordará los siguientes puntos: 

i) Base constitucional relacionada con el financiamiento de gastos permanentes para 

salud, educación y justicia; ii) Reglas fiscales establecidas en el Título IV del COPLAFIP; 
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iii) Regla fiscal sobre ingresos y egresos permanentes, y su excepción; y, iv) Suspensión 

de reglas fiscales. 

 

2.1. Base constitucional relacionada con el financiamiento de gastos permanentes 

para salud, educación y justicia.- 

 

En materia de finanzas públicas y para todos los niveles de gobierno, incluido el gobierno 

central, el artículo 286 de la CRE dispone que se conduzcan de forma sostenible, 

responsable y transparente, procurando la estabilidad económica. Al efecto, la misma 

norma constitucional prevé que: “Los egresos permanentes se financiarán con ingresos 

permanentes” y su segundo inciso, relacionado con el tema materia de consulta, prescribe 

que “Los egresos permanentes para salud, educación y justicia serán prioritarios y, de 

manera excepcional, podrán ser financiados con ingresos no permanentes” (el énfasis 

me corresponde). 

 

Por su parte, el artículo 298 de la CRE establece preasignaciones presupuestarias 

destinadas, entre otros sectores, a los de salud y educación, prohibiendo crear otras 

preasignaciones. Concordantes, los artículos 348 y 366 ibídem, que se refieren a 

educación y salud respectivamente, contemplan su oportuno financiamiento. 

 

En armonía con lo expuesto, las Disposiciones Transitorias Decimoctava y 

Vigesimosegunda prevén, en su orden, la asignación progresiva de recursos públicos del 

Presupuesto General del Estado para la educación y el incremento anual del 

financiamiento del sistema nacional de salud, en la forma prescrita por esas normas. 

 

De lo expuesto se aprecia que: i) para financiar los egresos permanentes para salud, 

educación y justicia, el segundo inciso del artículo 286 de la CRE faculta que los egresos 

permanentes, de manera excepcional, se financien con ingresos no permanentes; y, ii) 

para los sectores educación y salud, la CRE prevé preasignaciones y el incremento 

progresivo de recursos para su financiamiento. 

 

2.2.  Reglas fiscales establecidas en el Título IV del COPLAFIP.-  

 

El COPLAFIP establece el Sistema Nacional de Finanzas Públicas, cuya rectoría 

corresponde al Presidente de la República, que la ejerce a través del MEF y se rige, entre 

otros principios, por los de legalidad, oportunidad y transparencia. 

 

En tal contexto, los artículos 78 y 79 del COPLAFIP clasifican los ingresos y egresos del 

Presupuesto General del Estado en permanentes y no permanentes, previendo que:   

 

i) Son ingresos permanentes aquellos recursos públicos que el Estado percibe “de 

manera continua, periódica y previsible”;  

 

ii) Son ingresos no permanentes aquellos que se “reciben de manera temporal, por una 

situación específica, excepcional o extraordinaria” y pueden ocasionar disminución de 

la riqueza nacional;  
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iii) Son egresos permanentes aquellos de carácter operativo “que requieren repetición 

permanente y permiten la provisión continua de bienes y servicios públicos a la 

sociedad”; y,  

 

iv) Son egresos no permanentes aquellos que el Estado y sus entidades efectúan “con 

carácter temporal, por una situación específica, excepcional o extraordinaria que no 

requiere repetición permanente” y pueden generar acumulación de capital o activos o 

disminución de pasivos. 

 

Sobre dicha base, el artículo 40 de la Ley Orgánica para el Ordenamiento de las Finanzas 

Públicas4 (en adelante, “LOOFP”) reformó al COPLAFIP e introdujo en su Libro II 

“Finanzas Públicas”, el Título IV “De las Reglas Fiscales”, compuesto por varios 

capítulos con artículos innumerados agregados a continuación de su artículo 177. 

 

Así, el Capítulo I “Ámbito de Aplicación” del mencionado Título IV, en su artículo 

innumerado único, señala que las entidades del sector público no financiero “se sujetarán, 

según corresponda, a las disposiciones del presente Código para cada regla fiscal de 

acuerdo a lo establecido en este capítulo (…) y agrega que, la aplicación de las reglas 

fiscales respetará en todo momento las competencias definidas por la CRE y la ley, la 

autonomía de los Gobiernos Autónomos Descentralizados (en adelante, “GAD”) y las 

entidades de la Seguridad Social. 

 

Por su parte, el Capítulo II “Reglas Fiscales” se desarrolla en cuatro secciones:  Sección 

I “Del Ingreso Permanente y el Egreso Permanente”; Sección II “De la Regla de Deuda 

y Otras Obligaciones”; Sección III “De las Reglas de Crecimiento de Egresos, Gasto, 

Resultado Primario Total y Resultado Primario No Petrolero”; y, Sección IV “Del 

Fondo de Estabilización”. 

 

De lo citado se desprende que: i) la LOOFP reformó al COPLAFIP, introduciendo en su 

Libro II “Finanzas Públicas”, el Título IV “Reglas Fiscales”, mediante artículos 

innumerados agregados a continuación de su artículo 177; y, ii) el COPLAFIP establece 

varias reglas fiscales aplicables para las instituciones del sector público no financiero, 

siendo que las regulaciones y procedimientos de cada una de ellas constan en secciones 

y capítulos distintos. 

 

2.3. Regla fiscal sobre ingresos y egresos permanentes, y su excepción.- 

 

Sobre la base de lo previsto por el artículo 286 de la CRE, la Sección I titulada “Del 

ingreso permanente y el egreso permanente” del referido Capítulo II del Título IV del 

Libro II del COPLAFIP, en su artículo innumerado único establece la siguiente regla 

fiscal y su excepción: 

 

                                       
4 LOOFP, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 253 de 24 de julio de 2020. 
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“Art. (...).- Ingreso permanente y egreso permanente del Sector Público No 

Financiero y de la Seguridad Social.-  Para garantizar la conducción de las 

finanzas públicas de manera sostenible, responsable, transparente y procurar la 

estabilidad económica, los egresos permanentes se financiarán única y 

exclusivamente con ingresos permanentes. No obstante, los ingresos 

permanentes pueden también financiar egresos no permanentes. 

 

Los egresos permanentes se podrán financiar con ingresos no permanentes en 

las situaciones excepcionales que prevé la Constitución de la República, para 

salud, educación y justicia, previa calificación de la situación excepcional, 

realizada por la o el Presidente de la República. Y por las máximas autoridades 

normativas de los Gobiernos Autónomos Descentralizados o de las entidades de 

la Seguridad Social; en el ámbito de su competencia. Y por los consejos directivos 

en el caso de las entidades de la seguridad social. Y por los máximos órganos de 

gobierno en el caso de las entidades territoriales” (Énfasis me corresponde). 

 

Del tenor de la norma legal citada se aprecia que la regla fiscal según la cual los egresos 

permanentes se financian con ingresos permanentes, reitera la previsión contenida en el 

artículo 286 de la CRE, revisada en el primer acápite del presente. Adicionalmente, la 

misma norma legal prevé en forma expresa una excepción que faculta financiar con 

ingresos no permanentes los sectores salud, educación y justicia, de conformidad con la 

CRE.   

 

Finalmente, para la excepción, el segundo inciso del artículo innumerado único de la 

Sección I del Capítulo II del Libro II del COPLAFIP dispone que se aplique un 

procedimiento, según el cual, la calificación de la situación excepcional que la motiva se 

realice: i) Por el Presidente de la República; y, ii) por las máximas autoridades de los 

GAD o entidades de la Seguridad Social. 

 

Concordante, el artículo 215 del RGCOPLAFIP reitera la mencionada regla fiscal y 

establece el procedimiento para aplicar la excepción, que permite que los egresos 

permanentes se puedan financiar con ingresos no permanentes “en las situaciones 

excepcionales que prevé la Constitución de la República, para salud, educación y 

justicia”.  Así, su segundo inciso dispone que: 

 

“Para aplicar esta excepcionalidad, en el caso del Presupuesto General del 

Estado el ente rector de las finanzas públicas motivará la solicitud mediante un 

informe de justificación, que será presentado al Presidente de la República, para 

su aprobación; el informe contendrá el análisis presupuestario, fiscal y sectorial 

correspondiente”. 

 

Del análisis efectuado se aprecia que: i) la regla fiscal según la cual los egresos 

permanentes se financian con ingresos permanentes, y su excepción que faculta financiar 

egresos permanentes con ingresos no permanentes para los sectores salud, educación y 

justicia, prevista por  el artículo 286 de la CRE, se desarrollan por el artículo innumerado 

único de la Sección I del Capítulo II del Libro II del COPLAFIP; ii) la misma norma legal  
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establece una sola excepción que faculta financiar con ingresos no permanentes los 

sectores salud, educación y justicia, de conformidad con la CRE; y, iii) el procedimiento 

para aplicar la excepción es el previsto en el segundo inciso de la misma norma legal, 

según el cual, la calificación de la situación excepcional es de competencia exclusiva del 

Presidente de la República. 

 

2.4.  Suspensión de reglas fiscales.- 

 

Los casos de suspensión de una o más reglas fiscales se regulan por el COPLAFIP en el 

Capítulo III “De las causales excepcionales de suspensión” de la Sección IV del Título 

IV de su Libro II, cuyo artículo innumerado único faculta la suspensión por un período 

que no exceda de dos años fiscales, en los casos expresamente establecidos (estados de 

excepción en el territorio nacional o recesión económica grave). Adicionalmente, la 

misma norma diferencia el procedimiento aplicable, según la causa que motive la 

suspensión, conforme se aprecia de su tenor que dispone: 

 

“En los casos previstos en este artículo el ente rector de las finanzas públicas, 

basado en informe técnico independiente del órgano competente, así como en el 

informe del Banco Central del Ecuador, respectivamente, deberá elaborar una 

solicitud para la suspensión de una o más reglas y/o metas fiscales, justificando 

las razones y las causales para proceder con estas excepciones que activaron las 

cláusulas de escape. Se deberá describir el impacto del o los eventos que 

generaron afectación en las finanzas públicas y en la economía. Se presentará un 

plan de sostenibilidad y fortalecimiento detallando las medidas correctivas que le 

sean aplicables, según lo previsto en este Código. 

 

En el caso previsto en el número 1 de este artículo, la solicitud será aprobada por 

la o el Presidente de la República. 

 

En el caso previsto en el número 2, la solicitud será conocida por el Presidente 

de la República y elevada para aprobación de la Asamblea Nacional con la 

mayoría calificada de los miembros que asistan a la sesión. (…)”. 

 

Conforme el tenor de la norma previamente transcrita, en el caso de suspensión de alguna 

regla fiscal corresponde al MEF, basado en el informe técnico independiente, así como 

en el informe del Banco Central del Ecuador, “elaborar una solicitud para la suspensión 

de una o más reglas y/o metas fiscales, justificando las razones y las causales (…)” y 

presentar un plan de sostenibilidad y fortalecimiento detallando las medidas correctivas 

aplicables. El mismo artículo prevé que, según el caso que motive la suspensión de la 

regla fiscal, la solicitud deberá ser aprobada por el Presidente de la República, o conocida 

por dicho dignatario, y elevada para aprobación de la Asamblea Nacional. 

 

De lo manifestado se observa que: i) de conformidad con el único artículo innumerado 

del Capítulo III del Título IV del Libro II del COPLAFIP, la suspensión de una regla 

fiscal – que no excedan los dos años – procederá toda vez que medie un estado de 

excepción en el territorio nacional o recesión económica grave; y, ii) el ente rector de 
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finanzas públicas, basado en un informe técnico independiente del órgano competente y 

un informe del Banco Central del Ecuador, podrá solicitar la suspensión de una o más 

reglas fiscales. En el caso de que la suspensión verse respecto de un estado de excepción 

en el territorio nacional, su aprobación corresponderá al Presidente de la República; en el 

evento de que esta se fundamente en la causal de recesión económica grave, el beneplácito 

será a cargo de la Asamblea Nacional.  

 

3. Pronunciamiento.-  
 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, la excepción que permite el 

financiamiento de gastos permanentes para salud, educación y justicia con ingresos no 

permanentes en el Presupuesto General del Estado se rige por el procedimiento previsto 

por los artículos 126 e innumerado único de la Sección I del Capítulo II, del Título IV del 

Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas y 215 de su Reglamento General, 

mas no por las reglas contenidas en el artículo innumerado único del Capítulo III del 

Título IV del Libro II previstas especialmente para los casos de suspensión de reglas 

fiscales. La determinación de la oportunidad o conveniencia técnica de aplicar dicha 

excepción es responsabilidad exclusiva del Ministerio de Economía y Finanzas. 

 

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas 

jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a 

casos institucionales específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
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Oficio No. 05580 

 

 

Quito, DM, 16 de febrero de 2024 

 

 

Doctor 

Mauricio Torres Maldonado, PhD. 

CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO 

Presente. -   

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio No. 042-DNJ-2024, de 24 de enero de 2024, ingresado en el correo 

institucional único de la Procuraduría General del Estado al siguiente día, se formularon 

las siguientes consultas: 

 

“1. De conformidad con lo determinado en los artículos 135 y 136 de la Ley 

Orgánica del Servicio Público, publicada en el Segundo Suplemento del 

Registro Oficial No. 294 de 6 de octubre de 2010, ¿se entendería (sic) derogados 

los Decretos Presidenciales: Nos. 112 de 14 de marzo de 1980, 935 de 26 de 

febrero de 1981 y, 101, publicados en el Registro Oficial 37 de 14 de julio de 

1981? 

 

2. Los Ex Presidentes Interinos nombrados por el Congreso Nacional, tienen la 

calidad de ex Presidente Constitucional de la República elegido por votación 

popular y en consecuencia tiene (sic) derecho a lo determinado en los artículos 

135 y 136 de la actual Ley Orgánica del Servicio Público?”.  

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes. - 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

1.1. Con oficio No. 05278, de 22 de enero de 2024, este organismo solicitó a la 

Contraloría General del Estado (en adelante, “CGE”) que las consultas inicialmente 

planteadas en oficio No. 014-DNJ-2024, de 12 de enero de 2024, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el 16 de los mismos mes y año, sean reformuladas 

de manera que traten sobre la aplicación general de normas jurídicas, así como se 

remita el informe jurídico de la Directora Nacional Jurídica de ese órgano de control, 

respecto del objeto de la consulta reformulada, requerimiento que fue atendido con 

el oficio citado al inicio del presente. 

 

1.2. A fin de contar con mayores elementos de análisis, antes de atender su consulta, 

mediante oficios No. 05370, No. 05371 y No. 05372, de 29 de enero de 2024, la 

Procuraduría General del Estado solicitó a la Secretaría Jurídica de la Presidencia de 
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la República (en adelante, “SJP”), Ministerio de Economía y Finanzas (en adelante, 

“MEF”) y Ministerio de Trabajo (en adelante, “MDT”), respectivamente, que 

remitan su criterio jurídico institucional sobre la materia objeto de la consulta. Con 

oficio No. 05490, de 06 de febrero de 2024, se insistió en dicho requerimiento al 

MEF.  

 

1.3. Los requerimientos realizados por este organismo fueron atendidos, en su orden: i) 

por el MDT, con oficio No. MDT-MDT-2024-0122-O, de 5 de febrero de 2024, 

ingresado en este organismo el mismo día; ii) por la Secretaria General Jurídica de 

la Presidencia, mediante oficio No. PR-SNJRD-2024-0115-OQ de 5 de febrero de 

2024, ingresado en el correo institucional único de esta Procuraduría al día siguiente, 

en el cual señala que comparte el criterio jurídico remitido por parte del MDT; y, iii) 

por el Ministro de Economía y Finanzas, a través del oficio No. MEF-MEF-2024-

0142-O, de 8 de febrero de 2024, ingresado en el correo institucional único de este 

organismo el mismo día, al que se acompañó el memorando No. MEF-CGAJ-2024-

0077-M, de 6 de febrero del presente año, suscrito por la Coordinadora General de 

Asesoría Jurídica, encargada, que, a su vez, remite el memorando No. MEF-DAJEF-

2024-0074-M, de la misma fecha, en el que Director de Asesoría Jurídica Económica 

y Financiera de esa Cartera de Estado se abstiene de remitir su criterio jurídico por 

considerar que no corresponde al ámbito de las competencias del MEF.    

 

1.4. El informe jurídico de la Directora Nacional Jurídica de la CGE, contenido en 

memorando No. 000026-DNJ-2024, de 24 de enero de 2024, citó los artículos 226 y 

425 de la Constitución de la República del Ecuador1 (en adelante, “CRE”); 135, 136, 

Disposición General Vigésima Primera y las Disposiciones Derogatorias de la Ley 

Orgánica del Servicio Público2 (en adelante, “LOSEP”); 3 numeral 1 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional3 (en adelante, 

“LOGJCC”); 6, 7, 37, 38 y 39 del Código Civil4 (en adelante, “CC”); 1 del Decreto 

Ejecutivo No. 112 de 14 de marzo de 19805 (en adelante, “Decreto 112”), reformado 

por los decretos ejecutivos No. 935 de 26 de febrero de 19816 y No. 526 de 25 de 

febrero de 19937; y, 1 del Decreto Ejecutivo No. 101 de 8 de julio de 19818 (en 

adelante, “Decreto 101”); con fundamento en los cuales analizó y concluyó: 

 

“1. ANÁLISIS JURÍDICO PRIMER CUESTIONAMIENTO: 

 

(…) al existir un Decreto Ejecutivo en contraposición de una norma con rango de 

ley orgánica, en estricta aplicación del artículo 425 de la Constitución de la 

República del Ecuador y en concordancia con el artículo 3, numeral 1 de la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, prevalece lo 

                                       
1 CRE, publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008. 
2 LOSEP, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 294 de 06 de octubre de 2010.  
3 LOGJCC, publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 52 de 22 de octubre de 2009.  
4 Codificación del CC, publicada en el Suplemento del Registro Oficial No. 46 de 24 de junio de 2005.  
5 Decreto 112, publicado en el Registro Oficial No. 152 de 21 de marzo de 1980. 
6 Decreto 935, publicado en el Registro Oficial No. 393 de 9 de marzo de 1981. 
7 Decreto 526, publicado en el Registro Oficial No. 138 de 2 de marzo de 1993. 
8 Decreto 101, publicado en el Registro Oficial 37 de 14 de julio de 1981. 

57



 

 
 

 
 

 
 

 
 

 
 
 

 

CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO 

0003945-2024 

Página. 3 

 

dispuesto en la Ley Orgánica de Servicio Público, consecuentemente estarían 

derogados los Decretos Presidenciales Nos. 112 de 14 de marzo de 1980, 935 de 

26 de febrero de 1981 y, 101, publicados en el Registro Oficial 37 de 14 de julio 

de 1981?. (sic) (El énfasis me corresponde).  

 

(…) 

 

(sic) ANÁLISIS JURÍDICO PRIMER (sic) CUESTIONAMIENTO: 

 

(…) 

 

El artículo 135 de la Ley Orgánica de Servicio Público dispone: ʽ …Se fija una 

pensión vitalicia mensual equivalente al setenta y cinco por ciento de la 

remuneración vigente, a favor de las y los señores ex Presidentes y 

Vicepresidentes Constitucionales de la República, que sean elegidos 

constitucionalmente por votación popular y se hayan posesionado en el cargo…ʼ, 

en el caso de los ex Presidentes Interinos ostentaban el cargo de interino en el 

momento de convocar la consulta popular, razón por (sic) cual no se puede 

considerar que haya sigo (sic) elegido en un proceso constitucional de 

elecciones por votación popular y posterior a ello, se haya posesionado en el 

cargo, razón por la cual, no se cumple la condición del artículo antes citado. (El 

resaltado me corresponde). 

 

En este contexto al establecer la propia Ley Orgánica del Servicio Público en el 

inciso noveno de las Derogatorias que: ʽDerogarse expresamente todas las 

disposiciones legales que establezcan pensiones vitalicias. Regirá únicamente lo 

establecido en el Título V de esta Ley.ʼ, se entiende que los Decreto (sic) Ejecutivo 

(sic) No. 112 de 14 de marzo 1980, publicado en el Registro Oficial No. 152 de 

21 de marzo de 1980 reformado mediante Decretos Ejecutivos Nos. 935 publicado 

en el Registro Oficial No. 393 de 9 de marzo de 1981 y 526 publicado en el 

Registro Oficial No. 138 de 2 de marzo de 1993; y, Decreto Ejecutivo No. 101 de 

8 de julio de 1981, publicado en el Registro Oficial No. 37 de 14 del mismo mes 

y año, se encuentran expresamente derogados y por lo tanto lo dispuesto en el 

artículo 135 de la Ley Orgánica de Servicio Público, no contempla a los ex 

Presidentes Interinos. (El énfasis me corresponde)  

   
1.5. Por su parte, el criterio jurídico del MDT citó, además de las mismas normas 

señaladas por la entidad consultante, los artículos 1, 11 numeral 5 de la CRE; 126 de 

la LOSNCP; y, 1, 2, 3 y 4 del Decreto Ejecutivo No. 146 de 4 de febrero de 19749 

(en adelante, “Decreto No. 146”); la Resolución No. 141 expedida por el entonces el 

Consejo Nacional de Remuneraciones del Sector Público10; la Resolución No. 

SENRES-2004-000081 expedida por la entonces Secretaría Nacional Técnica de 

Desarrollo de Recursos Humanos y Remuneraciones del Sector Público11; así 

                                       
9 Decreto No. 146, publicado en el Registro Oficial 490 de 8 de febrero de 1974. 
10 Resolución No. 141, publicada en el Registro Oficial No. 584 de 28 de mayo de 2002. 
11 Resolución No. SENRES-2004-000081, publicada en el Registro Oficial No. 374 de 9 de julio del 2004. 
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mismo, refirió, las sentencias dictadas por la Corte Constitucional (en adelante, 

“CC”) No. 042-14-AN/19 en el caso No. 42-14-AN12, 41-15-AN/21 en el caso No. 

41-15-AN13, 791-16-EP/21 en el caso No. 791-16-EP14, 1583-15-EP/21 en el caso 

No. 1583-15-EP15, 071-16-SEP-CC en el caso No. 1933-15-EP16 y 039-11-SEP-CC 

en el caso No. 0671-10-EP17 y la sentencia de fondo dictada por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso denominado “ABRILL ALOSILLA 

Y OTROS VS. PERÚ”18, con base en los que analizó lo siguiente:  

 

“En la primera consulta el Contralor se ciñe a preguntar si desde la vigencia de 

los artículos 135 y 136 de la LOSEP, los decretos estarían derogados. Para 

responder a esta interrogante, es preciso considerar otras disposiciones de la 

propia LOSEP, es el caso el inciso noveno de las Disposiciones Derogatorias, y 

en especial el contenido constante en la Disposición General Vigésimo Primera. 

(…)  una lectura adecuada, proporcional con los derechos salvaguardados por la 

Disposición General Vigésimo Primera, no solo que debería ratificar que los 

pagos percibidos por concepto de pensiones vitalicias se configuraron a partir 

de normas expresas, sino que, conforme a la misma Disposición, los 

beneficiarios de las mismas deben seguir percibiéndolas en el futuro. (El 

resaltado me corresponde). 

 

(…) 

 

Con respecto a la naturaleza jurídica de los Decretos Ejecutivos aludidos en la 

consulta, es importante evidenciar que hasta la vigencia de la Ley Orgánica del 

Servicio Público en el año 2010, no existió una ʽleyʼ que regule la materia, es 

decir, el pago de pensiones vitalicias y derechos adquiridos a percibir estas 

pensiones por parte de ex mandatarios. La regulación se plasmó en Decretos y 

resoluciones, mismos que, a falta de ley, se constituyeron, constituyen y deben 

constituir en el futuro (en respeto a derechos adquiridos) en las normas con 

fuerza de ley que justificaron, justifican y justificaran el pago de pensiones 

vitalicias a quienes son identificados como beneficiarios en las mismas. Asumir 

una posición contraria, sustentada en que los decretos no pueden ser 

considerados como ʽnorma legalʼ, equivaldría a sostener que la Disposición 

General Vigésimo Primera de la LOSEP carece de efecto jurídico, con las graves 

implicaciones que aquello tendría en los derechos antes mencionados. (…) En 

otras palabras, la derogatoria constante en la LOSEP no podría operar respecto 

a la Disposición General Vigésimo Primera contenida en la misma ley. Esto en 

estricto respeto a la seguridad jurídica y a los derechos adquiridos de los 

beneficiarios de dichas pensiones. Esto implica que, si las normas se leen de 

                                       
12 Sentencia No. 042-14-AN/19, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 29 de 8 de Enero 2020. 
13 Sentencia No. 41-15-AN/21, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 137 de 23 de febrero de 2021. 
14 Sentencia No. 791-16-EP/21, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 257 de 27 de diciembre de 2021. 
15 Sentencia No. 1583-15-EP/21, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 256 de 27 de diciembre de 2021. 
16 Sentencia No. 071-16-SEP-CC, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 767 de 02 de junio de 2016. 
17 Sentencia No. 039-11-SEP-CC, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 743 de 11 de julio de 2012. 
18 Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso ABRILL ALOSILLA Y OTROS VS. PERÚ CIDH, publicada 

en la página web: https://jurisprudencia.corteidh.or.cr/vid/i-court-h-r-883974781 
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manera sistémica o integral no existe contradicción alguna entre el inciso noveno 

de la Disposición Derogatoria y la Disposición General Vigésimo Primera de la 

misma LOSEP. Resulta claro que el efecto de la disposición derogatoria en 

mención rige para casos futuros y no para el caso de expresidentes, 

vicepresidentes u otros beneficiarios de dichas pensiones, que ya tenían este 

derecho adquirido al amparo de Decretos Ejecutivos y/o resoluciones 

pertinentes. (El resaltado me corresponde).  

 

(…) 

 

Precisamente en virtud de este análisis, que resulta repetuoso (sic) y conforme 

a la Constitución, estándares fijados por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, Ley Orgánica del Servicio Público, entendiendo por esta última a -

todas- las normas concernientes a la materia (Arts. 135, 135, Disposición 

General Vigésimo Primera e inciso noveno de las Disposiciones Derogatorias) 

y el contenido previsto en los Decretos Ejecutivos aludidos por el señor 

Contralor en su consulta (que junto con otros adicionales, incluyendo 

resoluciones, que no se refieren en la consulta, fueron y son las normas que 

justificaron y justifican el pago de pensiones vitalicias), se ha procedido y se 

continúa procediendo con el pago de pensiones vitalicias a los ex mandatarios y 

demás beneficiarios de las mismas. (El resaltado me corresponde).   

 

(…) 

 

Con respecto a la segunda consulta que formula el señor Contralor al Procurador 

General de (sic) Estado, advertimos que contiene dos escenarios. El primero de 

ellos pretende que el señor Procurador determine si los ex Presidentes 

Constitucionales. El segundo, por su parte, pretende que el Procurador determine 

si al haber sido nombrados por el Congreso Nacional, cumplirían con uno de los 

presupuestos contemplados en los artículos 135 y 136 de la LOSEP, esto es, que 

haya existido de por medio una ʽvotación popularʼ.  

 

(…)  no es procedente la emisión de un criterio jurídico por parte del señor 

Procurador General del Estado respecto a este primer escenario. (El resaltado 

me corresponde).   

 

Ahora bien, con respecto al segundo escenario, (…) considero que la respuesta 

sería que no, pues en los casos descritos no existió un mecanismo de democracia 

directa, de sufragio universal a través del cual el pueblo haya expresado su 

voluntad, en definitiva, que haya legitimado sus mandatos. (El resaltado me 

corresponde).   

 

Esto implicaría, en consecuencia, que los ex Presidentes que fueron nombrados 

por el Congreso Nacional y cuyos mandatos fueron legitimados popularmente 

por medio de un mecanismo de democracia directa, a través del sufragio 

universal, con la participación y voto de los ciudadanos en las urnas, cumplen 
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con el presupuesto contemplado en los artículos 135 y 136 de la LOSEP y, en 

consecuencia, deberían ser beneficiarios de las pensiones vitalicias allí 

establecidas.” (El resaltado me corresponde).   

 

1.6. De lo expuesto se observa que, con relación a las consultas formuladas, el informe 

jurídico de la entidad consultante difiere del criterio jurídico del MDT, pues: i) por 

una parte, la CGE considera que, desde la vigencia de la LOSEP y de conformidad 

con el inciso noveno de su disposición derogatoria, se encuentran derogados los 

Decretos No. 112 y sus reformas y No. 101; además, concluye que los expresidentes 

“interinos” no han sido elegidos en un proceso constitucional de elecciones por 

votación popular, por tanto no cumplirían lo dispuesto en el artículo 135 de la 

LOSEP;  ii) por otra parte el MDT, señala que, lo previsto en la Disposición General 

Vigésima Primera de la LOSEP tutela materialmente el derecho a la seguridad 

jurídica y derechos adquiridos de los beneficiarios de pensiones vitalicias, y en 

relación a la segunda consulta plantea que los expresidentes interinos que tengan 

legitimación directa por sufragio universal cumplen con lo previsto en los artículos 

135 y 136 de la LOSEP.  

 

2. Análisis. –  

 

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que tratan sus consultas, el análisis se 

referirá a los siguientes puntos: i) Vigencia de la LOSEP; y, ii) Pensiones Vitalicias de 

Presidentes y Vicepresidentes Constitucionales de la República del Ecuador previstas en 

la LOSEP. 

 

2.1. Vigencia de la LOSEP.- 

 

De acuerdo con los artículos 82 y 226 de la CRE, el derecho a la seguridad jurídica se 

garantiza a través de la existencia de normas previas, claras y públicas, aplicadas por las 

autoridades competentes; para este efecto, es fundamental que los servidores públicos 

ejerzan únicamente las competencias y facultades atribuidas en el ordenamiento jurídico. 

 

La LOSEP, en su artículo 3, señala que su ámbito de aplicación corresponde de forma 

“obligatoria, en materia de recursos humanos y remuneraciones, en toda la 

administración pública”, que señala comprende, en su número 1, entre otros, “Los 

organismos y dependencias de las funciones Ejecutiva (…)”. 

 

El segundo artículo innumerado agregado luego del artículo 4 de la LOSEP19 establece 

que “En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones de esta Ley, las y los 

funcionarios judiciales y administrativos las aplicarán en el sentido más favorable a las 

y los servidores públicos”. 

 

                                       
19 Agregado por el Art. 2 de la Ley Orgánica Reformatoria a las Leyes que Rigen el Sector Público, publicada en el Suplemento del 

Registro Oficial No. 1008 de 19 de mayo de 2017. 
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La Disposición Final Primera de la LOSEP dispone que lo previsto en esa ley orgánica 

“entrarán en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial”, esto es, el 6 de 

octubre de 2010.  

 

Por su parte, en las Disposiciones Derogatorias de la LOSEP, sus incisos primero y 

noveno, refieren: 

 

“En cumplimiento de lo que dispone el Art. 39 del Código Civil, derógase en 

forma expresa toda disposición legal que se oponga a lo establecido por la 

presente Ley.  

 

(…) 

 

Derogarse expresamente todas las disposiciones legales que establezcan 

pensiones vitalicias. Regirá únicamente lo establecido en el Título V de esta Ley”. 

 

Con relación al momento en que empieza a regir una ley, y para efectos de la aplicación 

de las normas de la LOSEP, cabe considerar que el artículo 6 del CC dispone que ʽentrará 

en vigencia a partir de su promulgación en el Registro Oficial y por ende será obligatoria 

y se entenderá conocida de todos desde entoncesʼ, sin perjuicio de que la misma ley 

prevea ̔ un plazo especial para su vigencia a partir de su promulgaciónʼ. Adicionalmente, 

el inciso primero del artículo 7 ibídem determina que ʽLa ley no dispone sino para lo 

venidero: no tiene efecto retroactivoʼ. 

 

2.2. Pensiones Vitalicias de Presidentes y Vicepresidentes Constitucionales de la 

República del Ecuador previstas en la LOSEP. 

 

Como antecedente, en el marco del contexto constitucional vigente a esa fecha20, 

mediante Decreto Legislativo No. 7868, de 7 de noviembre de 195421, el entonces 

Congreso de la República del Ecuador decretó en su artículo 1 “De acuerdo con el 

numeral 5º del Artículo 54 de la Constitución Política de la República, créase una 

pensión jubilar vitalicia en favor de los ex-Presidentes Constitucionales del Ecuador, que 

hayan sido designados por elección popular”22. 

 

Con relación a esa norma, en Decreto Supremo No. 146, de 4 de febrero de 197423, el 

entonces Presidente de la República consideró y decretó:  

 

“Que en diversos Decretos que se han expedido en cumplimiento de la indicada 

disposición legal y habiendo opinado el Congreso Nacional, en su tiempo, de que 

ésta favorece también a los ciudadanos que se hubieren encargado del Poder 

Ejecutivo, en virtud de normas constitucionales, se ha reconocido a los ex – 

                                       
20 Constitución Política del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 773 de 31 de diciembre de 1946. 
21 Decreto Legislativo No. 7868, publicado en el Registro Oficial No. 956 de 27 de octubre de 1955. 
22 Constitución de 1946, “Art. 54.- Es prohibido a la Legislatura: (…) 5. Decretar nuevas pensiones vitalicias y aumentar las 
existentes, a excepción de las que podrán acordarse a favor de los ex Presidentes Constitucionales de la República;(…)” (El resaltado 

me corresponde). 
23 Decreto Supremo No. 146 de 4 de febrero de 1974, publicado en el Registro Oficial No. 490 de 8 de febrero de 1974. 
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Presidentes Constitucionales y ex – Encargados del Poder Ejecutivo, la pensión 

vitalicia de Cinco mil sucres mensuales; 

 

(…) 

 

Art. 1º- Con efecto a partir del 1º de enero de 1974, la pensión vitalicia que vienen 

percibiendo los ex – Presidentes Constitucionales y ex – Encargados del Poder 

Ejecutivo, (…) será la de Quince mil sucres mensuales (…)”. 

 

Posterior a la expedición a los referidos decretos legislativo y ejecutivo, respectivamente, 

se emitieron varios instrumentos que regularon este beneficio, entre ellos los Decretos 

No. 112, 935 y 101, de los que tratan sus consultas, todos ellos expedidos previo a la 

vigencia de la LOSEP. 

 

La LOSEP, en su Título XII “DE LAS PENSIONES VITALICIAS DE PRESIDENTES Y 

VICEPRESIDENTES CONSTITUCIONALES DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR” 

establece en sus artículos 13524 y 136, objeto de sus consultas, que son beneficiarios de 

“una pensión vitalicia mensual equivalente al setenta y cinco por ciento de la 

remuneración vigente”, por una parte, “las y los señores ex Presidentes y Vicepresidentes 

Constitucionales de la República, que sean elegidos constitucionalmente por votación 

popular y se hayan posesionado en el cargo”, con las excepciones previstas en esas 

mismas normas y, por otra parte, el “cónyuge o conviviente en unión de hecho legalmente 

reconocido de los beneficiarios señalados en el artículo anterior, en caso de 

fallecimiento” y a su falta “los hijos menores de edad o mayores de edad con 

discapacidades severas, calificadas por la entidad correspondiente”. 

 

Con oficio No. 01507 de 31 de mayo de 2018, este organismo analizó la aplicación del 

artículo 135 de la LOSEP y concluyó: 

 

“La pensión vitalicia mensual establecida en beneficio de los ex Presidentes y 

Vicepresidentes de la República, constituye un reconocimiento a los servicios 

prestados por esos dignatarios, elegidos mediante votación popular, cuando han 

concluido su mandato constitucional; y que, conforme se aprecia de la parte final 

del artículo 135 de la LOSEP, el beneficio no se aplica respecto de mandatarios 

cuyo mandato se hubiere revocado.  

 

Adicionalmente, es oportuno observar que, el segundo inciso del artículo 135 de 

la LOSEP, se aplica al caso de un Vicepresidente que haya asumido las funciones 

de Presidente de la República, para concluir el periodo en el que dicho binomio 

fue elegido mediante el voto popular, evento en el que tendrá derecho a la pensión 

vitalicia en calidad de Presidente de la República. 

 

 

                                       
24 Reformado por la Disp. Reformatoria Cuarta de la Ley Orgánica de Apoyo Humanitario para Combatir la Crisis Sanitaria 

Derivada del COVID-19, publicada en el Suplemento del Registro Oficial 229, 22-VI-2020. 
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Por otra parte, la vigente Disposición General Vigésima Primera de la LOSEP establece: 

“Las personas que por norma legal vigente a la fecha de su establecimiento han sido 

beneficiarios de pensiones vitalicias, las seguirán percibiendo en el valor nominal del 

último mes anterior a la vigencia de esta Ley” (el énfasis me pertenece).  

 

Al respecto, es necesario señalar que la CC en el Dictamen No. 3-21-CP/2125, al analizar 

la constitucionalidad de una propuesta de consulta popular, específicamente en su 

pregunta 3 relacionada con “consultar a la ciudadanía sobre la eliminación de las 

pensiones vitalicias para todas las y los ex presidentes y vicepresidentes constitucionales 

de la República del Ecuador” y que, “Para este efecto, se propone modificar los artículos 

135 y 136 de la Ley Orgánica de Servicio Público (LOSEP)”, concluyó sobre este 

beneficio: 

 

“35. La Corte también estima que, en caso de ser aprobada en consulta popular, 

la aplicación de la misma no incurre en prohibiciones constitucionales, no limita 

derechos y garantías y mucho menos reforma el texto de la Constitución. Ello, 

esencialmente, porque la pensión vitalicia constituye un beneficio legal que de 

ninguna manera puede ser confundido con un derecho constitucional. También 

vale señalar que, a efectos de garantizar la seguridad jurídica, una eventual 

aplicación de la reforma legal propuesta no puede tener efectos retroactivos, 

sino solo hacia futuro a partir de su publicación en el Registro Oficial.” (El 

énfasis me corresponde).  

 

Finalmente, el inciso noveno de las Disposiciones Derogatorias de la LOSEP deroga 

“expresamente todas las disposiciones legales que establezcan pensiones vitalicias. 

Regirá únicamente lo establecido en el Título V de esta Ley”. 

 

De lo expuesto se observa que: i) según lo establecido por la Corte Constitucional en el 

Dictamen No. 3-21-CP/21, la pensión vitalicia a favor de expresidentes y 

exvicepresidentes “constituye un beneficio legal que de ninguna manera puede ser 

confundido con un derecho constitucional”, y cualquier reforma posterior sobre este 

beneficio observara que su propuesta “no puede tener efectos retroactivos, sino solo 

hacia futuro a partir de su publicación en el Registro Oficial” (el énfasis me pertenece); 

ii) la vigente Disposición General Vigésima Primera de la LOSEP establece que las 

personas que han recibido pensiones vitalicias por una norma legal – previa a la ley antes 

mencionada –seguirán percibiéndola, y los artículos 135 y 136 de la norma ibidem 

regulan las pensiones vitalicias a favor de expresidentes y exvicepresidentes 

constitucionalmente elegidos o ratificados por votación popular y se hayan posesionado 

en el cargo desde la entrada en vigencia de la LOSEP; y, iii) el inciso noveno de las 

Disposiciones Derogatorias de la LOSEP derogó las disposiciones legales que 

establecieron pensiones vitalicias antes de la entrada en vigencia de la LOSEP, sin 

embargo, aquellas deben continuar aplicándose en los casos en que ya hubiera iniciado 

su aplicación de conformidad con lo dispuesto en la Disposición General Vigésima 

Primera de la misma ley. 

                                       
25 Dictamen No. 3-21-CP/21, publicado en el Registro Oficial Edición Constitucional No. 218 de 27 de septiembre de 2021. 
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3. Pronunciamiento. - 

 

En atención a los términos de la primera consulta se concluye que los Decretos Ejecutivos 

Nros. 112, de 14 de marzo de 1980, 101, de 8 de julio de 1981 y 935, de 26 de febrero de 

1981, si bien se encuentran derogados, contienen disposiciones relativas al pago de 

pensiones vitalicias que, a la fecha de su expedición regulaban tal materia y que deben 

continuar aplicándose, de conformidad con lo previsto en la Disposición General 

Vigésima Primera de la Ley Orgánica del Servicio Público (que se encuentra, a su vez, 

en plena vigencia). Por lo antes indicado, se debe continuar cumpliendo con la pensión 

vitalicia a aquellos que empezaron a percibirla por ministerio de una norma distinta y 

previa a la LOSEP, lo que incluye a los indicados decretos y demás resoluciones. 

 

Respecto de la segunda consulta planteada, únicamente los expresidentes y 

exvicepresidentes Constitucionales de la República, que hayan sido elegidos o que 

hubieran sido ratificados por votación popular y que, en cualquiera de esos casos, se 

hayan posesionado en el cargo, tienen derecho a lo previsto en los artículos 135 y 136 de 

la LOSEP.  

 

El presente pronunciamiento deberá ser entendido en su integridad y se limita a la 

inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, siendo de exclusiva responsabilidad 

de la entidad consultante su aplicación a los casos institucionales específicos. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia  

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 

 
C.C. Mgs. Ivonne Elizabeth Núñez Figueroa 

MINISTRA DEL TRABAJO 

 

Mgs. Juan Carlos Vega Malo 

MINISTRO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

 

Abg. Mishel Andrea Mancheno Dávila 

SECRETARIA GENERAL JURÍDICA DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 
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MINI§TRA DE CULTURA Y PATRIMONIO
Presente.

De miconsideració¡:

Mediante oficio No. MCYP-MCYP-2024-0003-O, de 4 de enero de 2024, ingresado en el
coneo institucional único de la Procuraduría Ge¡eral del Estado al día siguiente, se formuló
la siguiente consulta:

"¿Qu¿ nomatfuo legal prcwlece al establece¡ cottectarnente el periodo y los
requisitos paru desigrra¡ ol Director/o Ejecutivo/t del Instituto Nocional de
Patrimonio Cultural, el anículo 46 de la Ley Oryinico de Cuhwa y ortículo 43 de
su Regldme to General, o lo establecido por el aÍículo 25 del Código Otgtirrico de
la Econorflía Social de los ConocitfiienÍos, Creatividad e lnnoració ?".

Frente a lo cual. se manifiesla lo siguienre:

l. Antecedeltes.-

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

L1. A ñn de contarcon rnayores e¡ementos de análisis, antes de atender su consulta, mediante
ofic¡o No. 05161. de 9 de enero de 2024. la Procuraduria Ceneral del Estado solicitó a la
Secretaría de Educación Superior, Ciencia, Tecnologia e Innovación (en adelante,
''SEX¿.§Cff'). que remita su criterio juridico institucional sobre la materia objeto de la
consulta, requerimiento que fue atendido por el Coordinador Ceneral de Asesoría Juridica de
dicha secretaria. mediante oficio No. SENESCYT-CCAJ-2024-0014-CO de 22 de enero de
2024, ingresado en el correo institucional único de este organismo al día siguiente.

1.2. El informe jurídico No. MCYP-CCAJ-2024-001 -1, de 4 de enero de 2024. suscrito por
la Coordinadora Ceneral de Asesoría Jurídica del Ministerio de Cultura y Patrimonio (en
adelante. "ily'C? "), c itó los artículos 237. 377, 3 78 y 425 de la Constitr.¡ción de la República
del Ecu¿dorr(en adelante. a'R )i 1.23.24. 42- 41. 44. 45 t 46 de la Ley Orgánica de
Cultura: (en adelante "¿¿rC"): 42 y 43 del Reglamento Ceneral a la LOCr (en adelante,
-XG¿OC'): 1.24 y 25 del Código Orgánico de la Economia Social de los Conocimientos,
Creatividad e lnnovacióna (en adelanfe. "Código lnge¡?ior "): 53 y 55 del Código Orgánico
Administrativo5 (en adelante, "CO,4 "); y, 3 de la Ley Orgáñica de Garantías Jurisdiccionales

t C RE. p"blrcada .n .1 Res5t. Or4tbl \o 119. ¡).20 ¿e o.ntb? d¿ 2008
: LOC. pubh.o.1a ¿ ¿1lnrto Sryleden¡o d¿l R¿sBtu On.d .\o I I3. de l0deA.'¿ñbt¿ At 2AI6
: RALAC publk¿¿a cn ¿l supten.nlo .1¿l Rlsrto Ot¡cul \o I .le 6 d¿ Jtnb 4e 20 t 7

' Cód¡go Insen¡os pübhlado a¡ ¿ I SupkDen,a .Lt R.s¡s¡o Afud \a 899 d. I d¿ Aúenbr¿ d¿ 2t) ¡ ó
s CO1. pub¡¡cadoen elSes,tulo Supleñento det Reststro O¡ctol \:o.31 d¿ 7 de Juh. d¿ 20¡7
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y Control Constitucion a16 (ei adelanfe. 'LOGJCC "); con fundamento en los cuales analizó y
concluyó quel

"3.- DE (sic) CONSULTA A LA PROCURADURA (sic) GENERAL DEL
ESTADO,.

Del an¿lisis de la normati|a eh cüestióh, eÍ¡sÍe con¡ruposic¡ón enfre dos normss de
igudljerorq ía. esto es el artículo 16 de la Ley Orgánica de Cultur.r ) .rlículo 13 de
su Reglamento General. con lo establecido pot el arliculo 25 clel Córligo Orgánico
de la Economia Social de los Conocimíentos, Creatividad e lnnovac¡ón, en relación
al periodo y los requisilo.t para designar ol Dircctor/a Ejecutivo/a del Instiluto
Nacional de Patrimonio Cullural (...)

5.- POSICION (sic) INSTITUCIONAL Y CRITEMO DE L,4 ENTIDAD
CONSULTANTE..

(...), se debe consideror lo siguiente.

r' Que, el INPC, es una enlidad públ¡ca adtctita al Mihistel¡o de Cultura y
Patrimo io, yformo patle del Sistema Nacional de Culturu, y que sus deberes
y dtr¡buciones eslán delerminarlas ¡mr el arliculo 41 de la Ley Orgánica de
('ultura:

I
a
,

Ediricio añ.:o..3 Pl.z.
Av A,rEomr Nl9¡23 y ArlÉgá

Que, de cohforniddd coh el artícúlo J2 de la Ley Orgánica de Cuhuro, lo
finalidad del INPC, es el desarrollo de la investígacíón y el ejercic¡o del
control t¿c ico del palr¡ñokio cultural. rcgulada y contraladá por la Ley
Orgánica de Cultura y su Reglame to Gefieral, y que atiende y cot tdina la
política pública eñilida por el ekte rcctor de la Cultwa y el Patrimonio;

Y, que el Código Orgánico de la Econonia Social de los Conocimienfos,
Creatiyidad e lknovación. tierre por objero horrnar el Sister a Ndcional de
C¡encia, Tecnología, Innovación ! Sobercs Ahcestrnles, previsto.en la
Coñstitución y su arti.úlació con el S¡sÍeno N.tcional de Crir¡¿¡ (gnfasis
§orresponde al texto original).

Por lo que, se concluye que el artículo 46 de la Ley Orydnica de Cullurq I artículo
13 le su Reglsmenlo General,lieneñ p.eeñiheñc¡o sobre el artícukt 25 del Código
Otgitico de la Economia Sociol de los Conocimienfos, Crcalhridad e Innowciót,
pot predominio del pincipio de especialidad norrnotiva, que prevrlece f¡ente dl
crorrológico e incluso cede ante el jerdrqaico, eslo, en spego al numerul I del
artículo 3 de Ia Ley Orgánica de Garanlías .Iurisdicc¡onales I Coht¡ol
Conslitucional, consecuehlernente lo correclo es aplicar el pe odo y los rcquisitos
,ií irnos establecidos e el arlículo 46 de lo Lq) Oryá ica de Cuhura !) artículo 43
de su Reglamenlo Gencral " (Énfasis corresponde al texto original).

'LOGJCC,p"bhca¿u.n.I'equtuloSupbúe"tódelReeenoOliuaI\rri2 22.L¿ctlhrcd¿ )A09
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1.3. Porsuparte,el informe juridico de la SENESCYT, además de las non¡as referidas por
la consultante, citó, en lo principal, los artículos 82, 83,226, 385 y 386 de la CRE; 2 del
Código Ingenios; I I y 12 del Reglamento Ceneral al Código lngeniosT (en adelante, "-RG

Código lngenios )- 41 del RGLOC: y, 1,1 del COA; sobre cuya base analizó y concluyó lo
siguiente:

"3. ANÁLIS$ TURíDICO:

(...) al existir üna cohtrudicción entre la Ley Orgánica de ()uhu/a, su Reglamento
General y el Cód¡go Orgáfiico de lu Economia Social de los Cohoc¡ñiento:,
(reatividad e Innovoción se debe analizar la no katfua competente v
¡ e rár q u ¡ c ame n t e supe r i or -

Al respecto, es impera te acotar que en la Constitución de la República del Ecuadot
(normativa jerárqu¡cañefite superior), se determina que el sistemo nac¡onal de
c¡cncia. fecnologia, ínnotación y sabcres ancestrales comprew)e, ektre ottos. a los
insliltttos de in|estigaciór¡ públicos, particulat que conlotme lo determ¡nado en la
Ley Orgánica de Cultur.t. su Reglathento General y el Reglamento del Código
(»gánico de la Ecokomía Social de los Conocim¡ektos, Creativídad e Innotación
corresponde al lhstituto Nacional
de Pafr¡mokio L'üllural INPC; pot b tanto, el mismoforma parte de este tistema y
se debe rcgir a las dispos¡ciones erkit¡das para el aludido sislema.

Por su parte. es menester indicar que elCódigo Orgánico de h Economíd Sociol de
los Conocimientos, Crcat¡údad e lnnovación tiene por objeto norüar el S¡steha
Naciondl rle C¡encia, Techología, lnnoración y Saberes Ancestrales pt evislo en la
Cokstitución de la República del Ecuador y su ámb¡to de aplicación es para todas las
formas de asociación ptiblicas yto privadas, dsi cono pdra Wrsonas noturoles que
desarrollen actividttdes de ihvestigación, creotividad, conocitiientos, saberes
ancesÍrales e ihnoyació ,

4. CRITERIO JURIDICO (sic):

Eh atención dl análisís realizado y a la normativa v¡ge Íe aplicable, es ctiterio de
esle Secretaria de Estado, que la normotiva aplicable para regulat a los ¡hstitutos
públ¡cos de im'est¡gación. es el Código Orgánico de la Economia Social de los
Cohocimientos, Crcativídad e lnnoracióh, ya que contiene disposicio es que regulan
el .fincionamienfo, desarollo y composición del Sistema Nacio/tal de Cienc¡a.
Teahología. Innotación y Saberes Ancestrales, el mismo que, por makdato
constilücionol está conformldo por los referidos ¡nstitutos de investigacióh, en tol
úrlud, se puede deducir quc es la normativa coüWtekte para regular la estrucfala y
actividad de los actores de investígació ".

L4. De los criterios juridicos previamente citados se apreci¿ que el MCp y la SENESCYT
coinciden en que exisre una antinomia entre Ia LOC y el Código Ingen¡os, pero difieren e¡ la
forma de resolverla.

'RGC,:rttsa lns.nbs. p¿htradt) en ¿ Szpleüe,k,¿4 ReÉB¡a t)¡tttot.\o 9d¿ 7 ¿¿ ttúD de 2Ot7
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Así. el MCP considera aplicable la LOC y su reglamento, pam efectos de determinar el
periodo y requisitos que debe cumplir el Director Ejecutivo del Instituto Nacional de

Patrimon io C u ltural ( en ade lante. ".¡]VPC "). c omo entidad adscrita a esa secretaría de Estado.

Por su parte, el análisis y conclusiones de la SENESCYT se refieren en forma general a los

institutos de investigación que forman parte del sistema nacional sujeto a la rectoria de esa

Secretaría y. sobre dicha base. concluye que el Código lngeñios prevalece respecto de la LOC.

2. Análisis.-

Para facilitar el estudio de la materia sobre Ia que trata su consulta, el análisis se referirá a los

siguientes puntos: r) Sistemas Nacionales de Cultura y de Ciencia. Tecnología, lnnovación y

Saberes Ancestrales: t, Objeto y áúbito de aplicación de la LOC: lr) Objeto y ámbito de

aplicación del Código Ingenios: y. lr, Examen de la existencia de antinomia.

2.1. Sistemas Nacionales de Cultura y de Ciencia, Tecüologi¡, lnnovación y Saberes
Ancestrales.-

De acuerdo con el articulo 2l de la CRE, las peruonas tienen el derecho ^ 
'colocer la

fiemoria hislór¡ca de sus culfurds y a acceder a su patrimonio cuhütal"; adicionalmente, es

deber de las personas "¿brr¿rvar el palimonio cu|ural y t1¡tlural del país, y cuidar y
mantener los biehes pú¿lico.§ '. según el numeral l3 del artículo 83 ibídem.

En tal contexto, el numeral 7 d€l articulo 3 de la CRE establece la obligación del Estado de
''Prcteger el patrimo io nohraly cuhutul delpals ", y elTítulo VIIestableceel "RÉGIMEN

DEL BUEN VlnR". el cual contiene dos capítulos. En el primero de ellos. titulado "/¿c1asió¡r

y E(tuidad . el artículo J40 crea el "S¡sleña Nacional de Inclusión y Equidad Socíal . que

según el inciso final de esa norma constitucional se compone de "los ámbitos de la educación,

sulud, segtidad social, gestión de riesgos, cultura lisica y deporle. hábilttl y vi'iendo,

cuhura. comun¡coción e inforüación, disfrute del lieüpo libre, c¡encia ), lec ologia.
pohlacion. :egridarl humdna .t'trdnsfortc .

Cada uno de los ámbitos que componen el Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social

son desanollados por la CRE en doce secciones. las cuales establecen varios sislemas

nacionales. entre ellos el "Sistemq Nacionalde Cultura (en adelante. ",§NC "), que se regula
por la Sección V: y. el ".§¡r¡€rn a ,\i?c ionol de Cienc¡a. Tecnología. Innovación t' Saberes

Ancestrales" (et 
^delante. 

.'r\CI1S,4 "). ubicado en la Sección Vlll del mencionado litulo
vlt.

Según elartículo 377 de la CRE. el SNC garantiza elejercicio pleno de los derechos c ulturales
y tiene como finalidades folalecer la identidad nacional. asi como 'salvaguanlar la memorit
social y el patrimonio ¿¿rrrl.¡/ ". Respecto de la forma en que se integra el SNC. el artículo

378 ibídem dispone:

''El s¡slema nacional de cullutu esta i inlegrudo pot todas las inslilucio es del
dmbilo cultural que reciban /bndos públicos y por los colecl¡vos ), pcrsokas que

lolunt(tiamente se úncule al sislema.
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Pác¡nd 5

Las ent¡dades culturales que reciban fondos públ¡cos estarán sujelas a control ))
rendicióh de cuenlds.

El Estudo ejercerá la rectoria del sislema a trut'és del órgano cofipete te, con
respelo.r la libertad de creación y expreskja, a la ¡ntetculturdlidad y a la d¡\,etsidad,
se i r¿sponsable de Io geslión ! promoción de la cuhuro, así cono ale lu forñulac¡ón
e ithplementución de la política naciotúl e este campo" (énfasis rne conesponde).

De otra parte. el artículo 385 de la CRE incluye entre las finalidades del SNCTISA: ,1.

Generar, adapfar y difundir co ocitkientos cientíicos I lechológicos- 2. Recupeftt,
fortalecer y polekciar los sabercs ahcestrales. 3- Desatollar lecñologias e innovacionet que
impulsen la producción hocional. elewn lu elcienc¡a y produclividad, mejoren la calidad de
rida y co ttibuya a lu realización del bueh yiyir", y. con relación a la forma en que se

integra dicho sistema. el articulo 386 ibídem señala:

''El sislefia comprenderú programas, politicas, recursos, acciones, e incorporarú a
¡nstituc¡okes ¡lel Esta¿lo, universidades y escuelus ¡nlitécnicas, ¡hsfitulos de
invesrigt ción públicos ) parficulares, emprcsas públicas y ptiyadas, organ¡tnos no
gubernahentales y Wrsokds nafurales o jurídicas, en tanlo ¡ealizan aclividodes de
ihvelligación, desanoll., lecnológico, inlovqción ! aquellas ligadas a los saberes
anceslfoles.

El Estado, d llavés del orgok¡sño cohpetenle, coordinará el sisfema, eslableceru los
objel¡vos y polít¡cas. de conJormidad con el Plan Nacional de Desartollo, con la
partkipación dc los actores que lo .-onlorm,¿rr " 

{ Énfasis me corresponde ).

De ¡as normas citadas se aprecia que: , al desarrollar el régimen del buen vivir. la CRE
establece varios sistemas nacionales que se regulan en capítulos y secciones d¡ferentes, pues
cada uno de dichos sistemas tiene sus propias finalidades: l, el SNC tiene por finalidad, entre
otras. la de salvaguardar el patrimonio cultural, siendo responsable de la gestión y promoción
de la cultura; y. se integra por ¡odas las instituciones del ámbito cultural que reciben fondos
públicos y estén sujetas al MCP¡ lr, al SNCTISA le corresponde generar y difundir
conocimientos. recupemr saberes aúcestrales, entre otras finalidades, y se integra por las
institucio¡es del Eslado. universidades y escuelas politécnicas. asi como institutos de
invesrigación públicos y particulares. que realicet 'actiNidodes de ¡nvestigoción, desortullo
tecnológico, i novociófi y aq e us ligadas a los sabetes an¿e.§rdlg.i ", que están su_jetos a un
organismo que coordinará el sistema': y. iri el SNC y el SNCTISA componen a su vez el
Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social que establece y desaÍolla Ia CRE.

2.2. Objeto y ámbito de aplicación de la LOC.-

El objeto de la LOC. según su articulo I, es determinar las competencias, atribuciones y
obligaciones del Estado y su política pública orientada a garantizar el ejercicio de los derechos
culturales v la intercuhuralidad. e incluye además la ¡nstitucionalidad encargada del ánbito
de la eultura y el ¡mtrimonío a truyés de la ¡ntegración y funcionamiento del S¡stcma Nacio al
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Al efecto. el artículo 23 de la LOC define al SNC como un conjunto de normas. polfticas.

instrumentos, procesos, instituciones. entidades, organizaciones, que deben actuar en forma
coordinada para garantizar el ejercicio pleno de los derechos culturales; y el aticulo 25

ibidem confiere al MCP Ia rectoria de dicho sistema.

Según el articulo 24 de la LOC, el SNC se integra por todas las instituciones del ámbito
cultural que reciban fondos públicos. los Cobiemos Autónomos Descentralizados y de

Régimen Espec¡al, la Casa de la Cultura Ecuatoriana Benjamín Carrión, y los colectivos.
asociaciones, organizaciones no gubemamentales. entidades, actores y gestores de la cultura
que se vinculen volL¡ntar¡amente al sistema. Adicionalmente, de acuerdo con la misma norma.
el SNC se conforma por dos subsistemas: l) elde la Memoria Soc¡aly elPatrimonio Cultural.
delque forma parte el INPC, entre otras ent¡dades; y, 2) el de las Artes e Innovación.

Según el mencionado atículo 25 de la LOC. la rectoria del SNC. que corresponde ejercer al

MCP. comprende la formulac¡ón de políticas. su ejecución, ñonitoreo y evaluación. los
planes, programas y proyectos, y la elaboración y ejecución presupuestaria, debiéndose
aplicar criterios de descentralización y desconcentración. acción afirmativa y los demás
"preceptos establecidos en lo Consl¡fttción de la República. eú esta Le),)'en olras normas
relaciona¡las". Adicionalmente, el tercer inciso del mismo artículo confiere al ministerio
rector atribuc¡ón para regular a las entidades. o.ganismos e instituciones que inte$an el SNC
"eú el ámbilo de süs compelencids".

En cuanto se refiere al INPC, el articulo 42 de la LOC lo dellne como "un.t entidad pública
de ¡nwstigac¡óh \,contrcl Íécnico del pslrinonio cullural, con personería jur iclica ¡ropiu I
comrytencío hac¡onal, a¿scrita al ente rector de la Cultura y el Patrihonkr. con copocidad
de gestión rtnancieru y a¿lninistraliva"; crya finalidad. segú¡ el articulo 43 de la misma ley,
es "el desarrcllo de lo ¡nrestigación y el e¡ercicio del control técnico del potrinoúio
cal¡¡.//a/ ". prcviéndose al efecto que atienda a Ia politica pública emitida por el ente rector.

El desarrollo de investigaciones sobre patrimon¡o cultuÍal consta también como atribución
del INPC. conforme a la letra a) del articulo 44 de la LOC. que al efecto prevé se coordinen
acc¡ones con las universidades e instituciones dedicadas al estudio del patrimonio ct¡ltural a

nivel nacional e intemacional. En el mismo sentido, la letra l) de esa norma dispone que el

INPC coordine con el Régimen lntegral de Educación y Formación en Artes, Cultura y
Patrimonio "h implemenlación de los programas de capacitac¡óh conlinua en patriñonio '.

Finalmente, respecto del Director Ejecutivo del INPC. el artículo 46 del LOC prevé que ".§¿lá

designado para un Wriodo de cuatro años por el Directorio. de entre los aspiranÍes mejor
puntuudos de la cor\ocabria pública. de conformidad con el Reglttñenb respectivo . El
inciso final de la misma norma agrega que la designación se realizará mediante concurso.
Concordante. el articulo 4J del RLOC establece los requisitos mínimos para la designacion
def Director Ejecutivo del INPC. e incluye entre ellos el siguiente: -47 Título de tercer nivel
en úrcas úrlculadas a la investígac¡ón especializada o a la geslión del patitfionio culÍulal";
además de una "F-xperienc¡a mínirna cle 7 dños en el ámb¡lo de la gestiótt y/o la i/Nesligación
del potriñonio ct¡llural '.

De Io expuesto se desprende que: , el SNC se compone por un conjunto de competencias,
atribuciones y obligaciones del Estado. asi como por la jnstilucionalidad encargada del
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ámbito de Ia cultura y el patrimonio. cuya rectoría compete al MCP; if el SNC se conforma
por dos subsistemas. entre ellos el de la Memoria Social y el Patrimonio Cultural. del que
forma pane el [NPC. creado por la LOC como entidad pública de investigación y control
técnico del patrimonio cultural, con personería juridica propia y competencia nacional,
adscrita al ente rector de la Cultura y el Patrimonio; iii) la investigación del patrimonio
cultuml es finalidad y atribución del INPC. debiendo coordinar acciones con las
universidades e instituciones dedicadas al estudio del patrimonio cultural a nivel nacional e

intemacional; y. iv,/ el Director Ejecutivo del INPC debe ser designado por el direstorio de
ese instituto para un período de cuatro años, mediante concurso. y eñtre los requisitos
mínimos se le exige que tenga titulo de tercer nivel en áreas vinculadas a la investigación
especializada o a la gestión del patrimonio cultural.

2.3. Objeto y ámb¡to de apticación del Código Ingenios.-

Según el anículo I del Código lngenios. el objeto de ese cuerpo normativo es normar el
SNCTISA y su aticulación con otros sistemas nacionales, como el de educación. de
educación super¡or y el SNC. con la ñ¡alidad de establecer un marco legal en el que se
estnrcture la economia social de los conocimientos. la creatividad y la innovación.

La recloría del SNCTISA coresponde a la SENESCYT, según el arriculo 7 del Código
lngenios. a Ia que compete la coordinación entre los sectores público. privado. popular y
solidario. las instilr.¡ciones del Sistema de Educación Superior 'y los demás sistemas,
organisútos y entidodes que inlegrun ld eco otfiía social tle los Nnoci ienÍos, la creatiyidad
¡, la innovación .

El SNCTISA, conforme a los artículos 5 y 6 del Código Ingenios, "comprende el conju to
coordinado y correlaciona¡lo ¡le normas, políticas, ins¡rumentos, procesos, instituc¡ones,
ent¡dades e indiv¡duos que participan en la econonía social de los conocimientos. la
crcatiúdut¡ i- la iknoración, para geaeror cienc¡a, ¡ecnología, íhkoyación (...)". y se
conforma por un conjunto de actores, que son: .// Organismos rectores y de definición,
control y evaluación de F)líticas, entre ellos la SENESCYT como rectora del sistema; _2, la
Autoridad Nacional competente en materia de derechos intelectuales;3./ Organismos
Consultivos para la planificación de la politica pública;,1, Actores Ceneradores y Cestores
del Conocimiento, entre los que se incluye a las instituciones de educación superior y a las
€ntidades de investigación científica; y, 5) Organismos Aseguradores de la Ética en la
lnvestigación Cientifica.

Al efecto, el artículo 2 del Código lngenios incluye en su ámbiro de aplicación a todas las
personas natumles. .iurídicas y demás formas asociativas 'q¡.¿¿ desarrollen actir¡dades
relociohotlis a la econoñía soc¡al de bs cohocim¡entos, la creatitidad y ld innovación" - es
decir activ idades enfocadas a la creación de valor a panirdeluso delconocimiento como bien
de interés público, por lo que el articulo 4 de ese código establece sus principios de aplicación,
enlre ellos. que el acceso alconocimiento sea libre y se desarrolle de manera colab¡trativa y
corresponsable y se oriente al buen vivir. según los numerales l, 4 y 5.

Finalmente, el Código Ingenios contiene disposiciones generales sobre los 'irrlir ros
ptiblicos de investigac¡ón" que, según su articulo 24. son entidades con aulonomía
administrativa y financiera. culo objeto es 'planilicttr, promoyer, coordi\at, ejeL^utar e
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impulsat procesos de in\)esfigdción cienlifrca. la geheració , ¡lthoNaciófi, úlidación, difüsió
y traksfereñcio de tecnologías - garantizando. también en forma general. el funcionamiento
de aquellos relacionados con las materias descritas en esa norma. que incluye el"patnmonio
cultural],los demás que el Prcsident¿ de la Repúbl¡ca considerc ecesarios " (el énfásis me
corresponde).

En tal contexto, el articulo 25 del Código lngenios, respecto a la máxima autoridad de los
institutos públicos de investigación. prevé que será un Director Ejecutivo y con rclación a su
periodo y requisitos para la designación dispone lo s¡guiente:

"Mtiximq autoridad de los ihstitutos ptiblicos de inwstigacióri,- Cada instiÍuto
público rie ¡nwstigación eslará dirigido pot un D¡rectol E¡ecutito, qüe será
desígnodo por periodos de cinco años y podrá ser reelegido- Deberá poseet el grado
acadéi1ico de PhD estar acreditado por la Secretaria de Educación Superior,
Ciehcia, Tecnología e lnnovacióh, tener experienc¡a ch participaci;n en proccxts de

¡hvestigacióh ), desarrotlo: haber dirigido y gestiokado proyeclos de ifiesÍigación:
r'. coñtat coh publicacíones indexadas o pdlentes- El reglamenlo genetul alefihiá las
particülaúdodes de estos requisitos consíderando la naturaleza de cadd instiluc¡ó/i".

Por su parte. el adículo 12 del RG Código Ingenios incluye al INPC entre los institutos
públicos de investigación. sin contener previsiones especificas sobre su organización I'
luncionamiento.

De lo manifestado se aprecia lo siguiente: r) el Código Ingenios establece y regula el
SNCTISA. cuya rectoría compete a la SENESCYT. EI SNCTISA se sonforma por un

conjunto de actores e instituciones, entre ellos los generadores y gestores de conocimienlo.
por lo que se debe anicular con otros sistemas nacionales, tal como el SNCI i, el ámbito de

aplicación del Código lngenios estii referido al desarrollo de actividades enfocadas a la
creación de valora pafirdeluso delconocimiento como bien de interés público: ii, elCódigo
Ingenios y su reglamento no corltienen disposiciones específicas sobre el INPC, sino
disposiciones generales sobre los "¡nsÍilulos públicos de investigacióh , cuyo objeto sea
"plahilico\ promowr, coordinar. ejecular e impulsar procesos de inresligtició c¡eñirtca"
en las materias descritas en ese código, y su máxima autoridad será un Director Ejecutivo.
quien tendrá un periodo de 5 años y debe contar con el gmdo académico de PhDt y. ir) si

bie¡ el Código lngenios prer'é que el reglarnento defina las particularidades de estos

requis¡tos considerando la naturaleza de cada institución, el RC Código Ingenios no contiene
disposición alguna específlca sobre el INPC.

2.4. Examen de la existeocia de artinomia.-

De las normas citadas en los acápites precedentes se observa que el Código lngenios y la
LOC desarrollan las regulaciones sobre el SNCTISA y el SNC establecidos po¡ la CRE. y
que ambos componen a su vez el Sistema Nacional de lnclusión y Equidad Social. por lo que

!as entidades públicas que forman pane de dichos sistemas sujetos a una adecuada

articulación, están especialmente llamadas a observar los pr¡ncipios de Iegalidad y
coordinación establecidos tanto por el aliculo 226 de la CRE como por los artículos 9 y 14

del COA. que imponen a las administraciones públicas el deber de desa¡rollar sus

competencias de forma racional y ordenada. y evitar las duplicidades.
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Con relación al INPC. se aprecia que su creación consta prevista en forma expresa por el
articulo 42 de la LOC, y que dicha ley regula además sus fines y atribuciones. que son la

investigación y el control técnico del patrimonio cultural. Esa ley regula además la
integración del Directorio del INPC, y adicionalmente establece de forma específica el
periodo y requisitos que debe cumplir el Director Eiecutivo del INPC, que según los articulos
46 de la LOC y 43 de su reglamento son 4 años de periodo y cumplir con el requisito de

poseer tÍtulo de tercer nivel.

Por su pate. el Cód¡go Ingenios contiene disposiciones generales relacionadas a los instilutos
públicos de ¡nvestigación, cuyo objeto sea planillcar. promover, coordinar, ejecutar e
impulsar procesos de investigación científica. En igual forma, las previsiones del Código
lngenios !'su reg¡amen¡o sobre el periodo y requisitos del Director Ejecutivo de los

mencionados inslitutos son generales (5 años de periodo y poseer tilulo de PhD).

El numeral I del artículo J de la LOCJCC establece las reglas de solución de antinomias y
pre\é gre "Cuawlo ex¡slan conlrud¡cciones enlre normas jurídicas, se aplicará la
compelenle,la ¡etáryüicamekle supetior. la esrycial. o la poslerior".

En el caso, tanto el Código lngenios como la LOC son leyes orgánicas que desarrollan
sistemas nacionales establecidos por la CRE; sistemas con llnalidades diferentes y obligados
a articularse. por lo que el criterio jerárquico no resuelve la antinomia. Adicionalmente, se

observa que las regulaciones especificas sobre el INPC constan en la LOC, mientras que el

Cridigo lngenios contiene normas generales. Finalmente, es oportuno considerar que la LOC
se promulEó con posterioridad al Código lngenios.

J. Pronuriciamiento.-

En atención a los términos de su consulta y de conformidad con lo establecido en el numeral
I del aniculo 3 de la LOGJCC. se concluye que el periodo y Ios requisitos para la designación
del Direcbr Ejecutivo del lnstituto Nacional de Palrimonio Cultural son los previstos en

forma específica para esa entidad por los arículos 46 de la Ley Orgánica de Cultura y 4J de

su Reglamento General, que por especialidad y posterioridad prevalecen respecto del Código
Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos. Creatividad e Inoovación.

EI presente pronunciamiento se limita a la inteliqencia y aolicación general de normas
j-ud.d!§¿s. siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante su aplicacion a casos
inslitucionales especifi cos-

Ate

bg. Juan C
ROCI]RAT) RAL DEL ESTADO

Abg. Ana Changuin Véle¿
Secrelariá de Educ{ción Sup€r¡or, Cicrcia, Tecnologf¡ e lonovacióñ
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Oficio No. 05683 
 

 

Quito, D.M., 22 de febrero de 2024 

 

 

Señor 

Roberto Kury Pesantez 

GERENTE GENERAL 

CORPORACIÓN NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES CNT EP 

Presente. - 

 

 

De mi consideración: 

 

Mediante oficio Nro. CNTEP-GGE-2024-0025-O, de 3l de enero de 2024, ingresado en la 

Procuraduría General del Estado el mismo día, se formuló la siguiente consulta: 

 

“Es aplicable lo establecido en el Art. 56 a) de la Ley para la Reforma de las 

Finanzas Públicas, que en lo pertinente señala: ´Se tendrá como inexistente y no 

surtirá ningún efecto legal el contrato colectivo de trabajo o el acta  que se celebre 

sin el dictamen favorable del Ministerio de Finanzas y Crédito Público, sí como el 

artículo 74, numeral 17 del Código Orgánico de Planificación y de las Finanzas 

Públicas, que establece la necesidad del referido dictamen por parte del Ministerio 

de Finanzas, considerando que en la reclamación colectiva antes referida, el 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje emitió un fallo, sin que existiera un acuerdo 

entre las partes?” 

 

Frente a lo cual, se manifiesta lo siguiente: 

 

1. Antecedentes.- 

 

Del oficio remitido y documentos adjuntos se desprende que: 

 

1. El Informe Jurídico contenido en el memorando Nro. CNTEP-GNJUR-2024-0113-M, de 

31 de enero de 2024, suscrito por la Gerente Nacional Jurídica de la Corporación Nacional 

de Telecomunicaciones CNT EP (en adelante “CNT EP”), refirió, respecto de CNT EP, el 

Decreto Ejecutivo Nro. 218, de 14 de enero de 2010, artículo 18 de la Ley Orgánica de 

Empresas Públicas, adicionalmente, citó los artículos 82, 226, 227 y 233 de la Constitución 

de la República del Ecuador (en adelante “CRE”); 70, 74 numeral 17, 77 y 114 del Código 

Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas (en adelante “COPYFP”); 56 letra a de la 

Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas (en adelante “LRFP”); 231| y 232 del Código 

de Trabajo (en adelante “CT”); 17 y 18 del Instructivo para la Presentación, Negociación y 

Suscripción de Contratos Colectivos de Trabajo y Actas Transaccionales en el Sector 

Privado y en el Sector Público (en adelante “Instructivo de Contratos Colectivos”), con 

fundamento en los cuales analizó y concluyó que: 
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“3. ANÁLISIS Y CRITERIO 

 

El Tribunal de Conciliación y Arbitraje por mayoría, mediante el referido fallo del 

10 de noviembre de 2023, dentro del literal d) del número 5 (excepciones 

presentadas), en relación al requisito establecido en el Art. 74, numeral 17 del 

Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, textualmente ha 

manifestado:  

 

(…) La mencionada exigencia no conlleva la responsabilidad del órgano 

jurisdiccional especial de Trabajo de tomar esta decisión o de buscar el dictamen en 

cuestión, ya que nos encontramos ante una reclamación colectiva y no ante un 

acuerdo entre las partes. (…)  

 

Al respecto, el Director Regional de Trabajo y Servicio Público de Quito, Esp. Paúl 

Gabriel Muñoz Mera, mediante oficio Nro. DT-DRTSPQ-2023-1845-O del 14 de 

diciembre de 2023, manifestó que la resolución emitida por el referido tribunal de 

Conciliación y Arbitraje, tiene los mismos efectos obligatorios del contrato colectivo 

de trabajo y entra en vigencia inmediata posterior a la ejecutoría del fallo, sin que 

exista normativa legal que requiere de registro alguno para este fin, sin embargo, 

con fecha 19 de enero de 2024, el Ing. Jorge Antonio Villaroel Chalán, Subsecretario 

de Relacionamiento Fiscal del Ministerio de Economía y Finanzas, a través de Oficio 

Nro. MEF-SRF-2024-0065-O, hace referencia al requisito del dictamen del ente 

rector del SINFIP, establecido en el artículo 74, numeral 17 del Código Orgánico de 

Planificación y Finanzas Públicas así como del Art. 56, literal a) de la Ley para la 

Reforma de las Finanzas Públicas, el mismo que en lo pertinente señala:  

 

(…) Se tendrá como inexistente y no surtirá ningún efecto legal el contrato colectivo 

de trabajo o el acta transaccional que se celebre sin el dictamen favorable del 

Ministerio de Finanzas y Crédito Público. Adicionalmente hace énfasis en que el 

Ministerio de Economía y Finanzas NO se ha pronunciado conforme lo establecido, 

en ninguna instancia respecto al Proyecto del Tercer Contrato Colectivo de la 

Empresa Pública Corporación Nacional de Telecomunicaciones CNT EP, por lo que 

deslinda a dicha cartera del Estado de cualquier responsabilidad al respecto. 

 

La autoridad competente en materia laboral mediante Oficio Nro. MDT-DRTSPQ-

2024-2575-O, de 29 de enero de 2024, suscrito por la Directora Regional de Trabajo 

y Servicio Público de Quito (e), respondió a la consulta realizada por la Corporación 

Nacional de Telecomunicaciones CNT EP a través de Oficio Nro. CNTEP-GNDEO-

2024-0017-O, y manifestó que la resolución de mayoría emitida por el Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje dentro de la Reclamación Colectiva Nro. 320471, tiene los 

mismos efectos obligatorios del contrato colectivo de trabajo y entra en vigencia 

inmediata posterior a la ejecutoría del fallo en calidad de vinculante, por lo que, se 

colige que dicho pronunciamiento emitido por la autoridad laboral, es de mandatoria 

aplicación en relación al fallo. 
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No obstante del fallo y del pronunciamiento de la autoridad laboral, se ha presentado 

el pronunciamiento emitido por el Ministerio de Finanzas, el mismo que genera una 

duda razonable en la aplicación del literal a) del Art. 56 de la Ley para la Reforma 

de las Finanzas Públicas, misma que claramente establece que se tendrá como 

inexistente y no surtirá ningún efecto legal el contrato colectivo de trabajo o el acta 

transaccional que se celebre sin el dictamen favorable del Ministerio de Finanzas y 

Crédito Público, por lo que, es importante considerar también lo dispuesto en el Art. 

115 del Código de Planificación y Finanzas Públicas, que dispone que las entidades, 

incluido a las empresas públicas, previo a contraer compromisos y obligaciones, de 

manera obligatoria deberán contar con la respectiva certificación presupuestaria, lo 

cual es concordante con lo dispuesto en el Art. 56, literal a) de la Ley para la Reforma 

de las Finanzas Públicas. 

 

4. CONCLUSIÓN Y RECOMENDACIÓN 

 

De lo expuesto, se concluye que el pronunciamiento emitido por el Ministerio del 

Trabajo es mandatorio y vinculante para la aplicación del fallo emitido por el 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en mayoría, sin embargo, por lo dispuesto en 

la normativa del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, así como 

de la Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas; y, el pronunciamiento del 
Ministerio de Finanzas genera una duda razonable en la aplicación de la normativa 

señalada.(…).” 

 

2. Análisis.- 

 

Para facilitar el estudio de la materia sobre la que trata su consulta, el análisis se referirá a los 

siguientes puntos: i) Naturaleza Jurídica y Procedimiento para Contratos Colectivos; ii) 

Controversias Relativas a Contratos Colectivos Conocidas por el Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje; iii) Dictamen Obligatorio y Vinculante respecto de la Disponibilidad de Recursos 

Financieros Suficientes para Cubrir los Incrementos Salariales y los Demás Beneficios 

Económicos y Sociales que Signifiquen Egresos que se Pacten en los Contratos Colectivos de 

Trabajo. 

 

2.1. Naturaleza Jurídica y Procedimiento para Celebración de Contratos Colectivos.– 

 

De acuerdo con el numeral 13 del artículo 326 de la CRE, el derecho al trabajo garantiza “la 

contratación colectiva entre personas trabajadoras y empleadoras”; adicionalmente, el 327 

ibídem prohíbe cualquier forma de precarización que afecte los derechos de los trabajadores 

de forma individual o colectiva.  

 

En este contexto, el artículo 220 del CT define al contrato colectivo como “(…) el convenio 

celebrado entre uno o más empleadores o asociaciones empleadoras y una o más asociaciones 

de trabajadores legalmente constituidas, con el objeto de establecer las condiciones o bases 

conforme a las cuales han de celebrarse en lo sucesivo, entre el mismo empleador y los 

trabajadores representados por la asociación contratante, los contratos individuales de 

trabajo determinados en el pacto” (el énfasis me corresponde).  
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En este sentido, es necesario señalar lo que indica el Código Civil respecto de lo que es un 

contrato. El artículo 1454 de la norma antes mencionada establece que “Contrato o convención 

es un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer alguna cosa”.  

 

Sobre los contratos colectivos celebrados con instituciones del Estado, el artículo 221 del CT 

prevé que “las instituciones del Estado, entidades y empresas del sector público o en las del 

sector privado con finalidad social o pública, el contrato colectivo se suscribirá con un comité 

central único conformado por más del cincuenta por ciento de dichos trabajadores. En todo 

caso sus representantes no podrán exceder de quince principales y sus respectivos suplentes, 

quienes acreditarán la voluntad mayoritaria referida, con la presentación del documento en 

el que constarán los nombres y apellidos completos de los trabajadores, sus firmas o huellas 

digitales, número de cédula de ciudadanía o identidad y lugar de trabajo.”  

 

Según el artículo 247 del CT y el artículo innumerado agregado a continuación, los contratos 

colectivos en el sector público no amparan a los representantes y a funcionarios del nivel 

directivo o administrativo, sino a quienes con anterioridad a las enmiendas constitucionales de 

2015 tenían la calidad de trabajadores del sector público, siempre y cuando no hubiere 

cambiado con posterioridad su régimen. 

 

Al efecto, el Decreto Ejecutivo Nro. 1701, de 30 de abril de 2009, establece las limitaciones a 

la contratación colectiva en el sector público, y el inciso tercero del numeral 1.1 de su artículo 

1, así como la Disposición Transitoria Primera, incluida mediante reforma introducida por el 

Decreto Ejecutivo Nro. 255, de 18 de enero del 2010, confieren al Ministerio del Trabajo 

competencia para realizar la clasificación del personal de las instituciones del sector público 

en servidores y obreros.  

 

Respecto del procedimiento para la celebración de contratos colectivos, el artículo 223 del CT 

dispone que las asociaciones de trabajadores facultadas por la ley “presentarán ante el 

inspector del trabajo respectivo, el proyecto de contrato colectivo de trabajo, quien dispondrá 

se notifique con el mismo al empleador o a su representante, en el término de cuarenta y ocho 

horas”. 

 

El inciso primero del artículo 224 del CT contempla que, transcurrido el plazo de quince días 

a partir de la respectiva notificación efectuada por el inspector de trabajo, “las partes deberán 

iniciar la negociación que concluirá en el plazo máximo de treinta días, salvo que éstas de 

común acuerdo comuniquen al inspector del trabajo la necesidad de un plazo determinado 

adicional para concluir la negociación”.  

 

De lo anterior se desprende que: i) el contrato colectivo es un convenio que se celebra entre 

uno o más empleadores o asociaciones empleadoras y una o más asociaciones de trabajadores 

legalmente constituidas; ii) en el sector público el contrato colectivo se suscribe con un comité 

central único conformado por más del cincuenta por ciento de dichos trabajadores; y, iii) para 

celebrar un contrato colectivo se debe presentar ante el inspector del trabajo el proyecto de 

contrato colectivo de trabajo, quien  a su vez notificará el mismo al empleador.  
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2.2. Controversias Relativas a Contratos Colectivos Conocidas por el Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje. - 

 

De acuerdo con el artículo 224 del CT (referido en el acápite anterior), si  las partes no se 

pusieren de acuerdo sobre la totalidad del contrato colectivo en el plazo previsto “el asunto 

será sometido obligatoriamente a conocimiento y resolución de un Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje”, debiendo resolver este exclusivamente sobre los puntos en desacuerdo, conforme 

lo indicado en el artículo 225 ibídem.  Este Tribunal expide fallos que, una vez ejecutoriados, 

tienen efecto obligatorio, según el artículo 489 ibídem.  

 

El artículo 227 del CT establece que el Director Regional del Trabajo, dentro de las 24 horas 

siguientes desde que se conoció la reclamación – en la cual se precisa los puntos en que las 

partes no han llegado a un acuerdo respecto del contrato colectivo –, notificará a la contraparte 

para que este se pronuncie dentro del término de 3 días. Si la contestación es favorable de forma 

total, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje convocará a las partes a la suscripción del 

contrato.  

 

Por otra parte, en caso de que la contestación no fuese favorable totalmente, el Presidente del 

Tribunal de Conciliación y Arbitraje convocará a audiencia de conciliación. Si la conciliación 

no se produjere, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje concederá un término de seis días para 

indagaciones, dentro del cual las partes presentarán sus propuestas sobre los puntos en 

desacuerdo, con las justificaciones documentadas. Concluido este tiempo, el Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje emitirá una resolución respecto del asunto materia de la controversia, 

en el término de tres días (de conformidad con el artículo 231 del CT).  

 

De conformidad con lo dispuesto en el último inciso del artículo 231 del CT, la resolución 

causará ejecutoria, pudiendo únicamente pedirse aclaración o ampliación. De igual manera, la 

resolución referida tiene los mismos efectos obligatorios del contrato colectivo de trabajo, de 

acuerdo con el artículo 232 del CT. Pero que tales resoluciones generen los mismos efectos 

imperativos de los contratos colectivos surgidos de la simple voluntad de las partes no altera 

su naturaleza jurídica que, como se analizará más adelante, es esencialmente jurisdiccional. 

Por ello, el hecho que las indicadas resoluciones produzcan los mismos efectos que los 

contratos no debe necesariamente conducir a la conclusión de que debe contarse, para su plena 

validez y eficacia, con los mismos requisitos, condiciones o formalidades exigibles a los pactos 

laborales colectivos, tanto más cuanto que, precisamente, se activa el indicado mecanismo 

jurisdiccional de solución de controversias cuando no ha podido prosperar la vía convencional. 

Para ello (esto es, para exigir que en las resoluciones -de naturaleza jurisdiccional- que dictan 

los indicados Tribunales se deba cumplir con todos los requisitos, condiciones y formalidades 

previstos en los casos de contratos colectivos y actas transaccionales -entre los cuales se incluye 

la necesidad del dictamen previo del Ministerio de Economía y Finanzas-) se requeriría de una 

disposición legal expresa. 

 

En este sentido, la Corte Nacional de Justicia, mediante resolución Nro. 10-2017, declaró como 

jurisprudencia vinculante que “Lo resuelto por los Tribunales de Conciliación y Arbitraje en 

materia de conflictos colectivos de trabajo, en resoluciones ejecutoriadas, tiene el carácter de 

cosa juzgada y no puede volver a discutirse en un juicio individual de trabajo”.  
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Por otra parte, la Corte Constitucional ha señalado que, si bien los Tribunales de Conciliación 

y Arbitraje no pertenecen a la Función Judicial del Estado, administran justicia en esa materia, 

de tal manera que sus resoluciones tienen carácter jurisdiccional. Así lo ha expresado en la 

sentencia nro. 86-11-IS/19, de 16 de julio de 2019, en la que indicó:  

 

“18. No obstante, la propia Constitución prevé en el artículo 326 una excepción al 

principio de unidad jurisdiccional, prescribiendo de manera imperativa que los 

conflictos colectivos del trabajo deben someterse a Tribunales de Conciliación y 

Arbitraje. Siendo así, estos tribunales en primer lugar, gozan de creación 

constitucional expresa, tienen una conformación especial y tripartita tanto en primera 

como en segunda instancia y sus decisiones son de naturaleza jurisdiccional. (énfasis 

añadido)  

 

19. De esta manera se colige que los Tribunales de Conciliación y Arbitraje que 

conocen los conflictos colectivos de trabajo, en virtud del artículo 326 de la 

Constitución de la República y que funcionan y sustancian sus causas de conformidad 

con lo previsto en el artículo 468 del Código de Trabajo, constituyen órganos colegiados, 

que aún sin ser autoridades públicas en estricto sentido, tienen facultades 

jurisdiccionales para expedir fallos y resoluciones que resuelven los conflictos 

colectivos generados entre empleadores y organizaciones de trabajadores reconocidas 

en la ley; y si bien, no pertenecen a la Función Judicial del Estado, administran 

justicia en esa materia.(énfasis añadido)” 

 

De lo expuesto se desprende que: i) el Tribunal de Conciliación y Arbitraje expide resoluciones 

de carácter imperativo que, una vez ejecutoriadas, tienen los mismos efectos obligatorios del 

contrato colectivo; ii) el Tribunal de Conciliación y Arbitraje emite la resolución cuando no 

existe un concurso de voluntades entre las partes para ponerse de acuerdo respecto de los 

términos del contrato colectivo; iii) lo resuelto por el Tribunal de Conciliación y Arbitraje tiene 

el carácter de cosa juzgada y no puede volver a discutirse en un juicio individual de trabajo; y, 

iv) el Tribunal de Conciliación y Arbitraje administra justicia en el ámbito de las controversias 

sobre contratos colectivos y en los conflictos colectivos del trabajo y sus decisiones son de 

carácter jurisdiccional.  
 

2.3. Dictamen Obligatorio y Vinculante respecto de la Disponibilidad de Recursos 

Financieros Suficientes para Cubrir los Incrementos Salariales y los Demás Beneficios 

Económicos y Sociales que Signifiquen Egresos que se Pacten en los Contratos Colectivos 

de Trabajo.- 

 

El numeral 17 del artículo 74 del COPYFP incluye, entre las atribuciones y deberes del ente 

rector del SINFIP, que serán cumplidos por el Ministro a cargo de las finanzas públicas, la 

siguiente:  

 

“17. Dictaminar obligatoriamente y de manera vinculante sobre la disponibilidad de 

recursos financieros suficientes para cubrir los incrementos salariales y los demás 
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beneficios económicos y sociales que signifiquen egresos, que se pacten en los 

contratos colectivos de trabajo y actas transaccionales” (el énfasis me pertenece).  

 

De acuerdo con lo indicado en el artículo 115 del COPYFP, ninguna entidad u organismo 

público podrá “contraer compromisos, celebrar contratos, ni autorizar o contraer 

obligaciones, sin la emisión de la respectiva certificación presupuestaria” 

 

En concordancia con lo anterior, la letra a del artículo 56 de la LRFP prevé que, para la 

celebración de contratos colectivos o actas transaccionales, “los directivos de las 

instituciones contratantes, los organismos de control y el Ministerio de Finanzas y Crédito 

Público” cumplirán obligatoriamente las siguientes reglas: 

 

“a) El Ministro de Finanzas y Crédito Público, en un plazo no mayor de treinta (30) días, 

dictaminará obligatoriamente sobre la disponibilidad de recursos financieros suficientes 

para cubrir los incrementos salariales y los demás beneficios económicos y sociales que 

signifiquen egresos, que se pacten en los contratos colectivos de trabajo y actas 

transaccionales. La institución del Estado deberá demostrar documentadamente el 

origen de los fondos con los cuales financiará los incrementos salariales a convenirse 

con la organización laboral. Se prohíbe que el financiamiento se haga con ingresos 

temporales. Se tendrá como inexistente y no surtirá ningún efecto legal el contrato 

colectivo de trabajo o el acta transaccional que se celebre sin el dictamen favorable del 

Ministro de Finanzas y Crédito Público” 

 

De lo manifestado se aprecia lo siguiente: i) es deber del Ministerio de Economía y Finanzas 

emitir dictámenes sobre la disponibilidad de recursos financieros suficientes para cubrir los 

incrementos salariales y otros beneficios económicos y sociales que signifiquen egresos, 

siempre y cuando sean pactados en contratos colectivos de trabajo o en actas transaccionales; 

ii) para que una entidad u organismo del sector público pueda contraer compromisos, celebrar 

contratos, o autorizar o contraer obligaciones, requiere la emisión de la respectiva certificación 

presupuestaria; iii) para la celebración de contratos colectivos o actas transaccionales 

(actuaciones que, por su propia naturaleza, descansan, fundamentalmente, en la voluntad de las 

partes), las entidades contratantes deben contar con el dictamen del Ministerio de Economía y 

Finanzas sobre la disponibilidad de recursos para cubrir los incrementos salariales y demás 

beneficios económicos; adicionalmente, la entidad contratante del Estado debe demostrar el 

origen de los fondos con los cuales financiará los incrementos salariales convenidos; iv) no 

existe una base legal expresa que exija que, en los casos en que los tribunales de Conciliación 

y Arbitraje resuelvan la aprobación de un contrato colectivo en que intervenga una institución 

del Estado, deba contarse con el dictamen previo favorable del Ministerio de Economía y 

Finanzas.    

 

3. Pronunciamiento. - 
 

En atención a los términos de su consulta se concluye que, de conformidad con los artículos 

220, 231 y 232 del CT, las resoluciones de los Tribunales de Conciliación y Arbitraje en 

materia de contratación colectiva del sector público causan ejecutoria y, por lo tanto, son de 

irrestricto cumplimiento, por lo que mal podría considerarse que dichas resoluciones 
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constituyen pactos, acuerdos o convenios donde fundamentalmente se materializa la voluntad 

de las partes; tanto más cuanto que la actuación de los indicados Tribunales, de naturaleza 

jurisdiccional, se ha producido precisamente porque no ha podido alcanzarse un acuerdo que 

derive fundamentalmente de la voluntad de las partes. Adicionalmente, no sería procedente que 

una decisión de naturaleza jurisdiccional esté de alguna forma supeditada a un dictamen 

administrativo si se considera: (a) que el requerimiento de contar con un dictamen previo de 

disponibilidad de recursos financieros solo se ha previsto en las normas legales antes citadas, 

en los escenarios de  contratos o de conciliaciones directas entre las partes y que descansan, 

precisamente por ello, fundamentalmente en su voluntad; y,  (b) que, en forma concomitante, 

no existe una base legal expresa que exija contar con tal dictamen en los escenarios de 

resoluciones de los Tribunales de Conciliación y Arbitraje, decisiones que si bien producen 

idénticos efectos que los contratos colectivos y actas transaccionales, tienen un procedimiento 

propio y responden a una diferente naturaleza, de tipo jurisdiccional. Por lo antes expuesto, en 

los supuestos de resoluciones de aprobación de contratos colectivos en que intervengan 

instituciones del Estado, dictadas por Tribunales de Conciliación y Arbitraje, no es obligatorio 

contar con el dictamen favorable previo del Ministerio de Economía y Finanzas; es decir, no 

es aplicable a dichas resoluciones lo establecido en el artículo 74 numeral 17 del Código 

Orgánico de Planificación de las Finanzas Públicas y el artículo 56 literal a) de la Ley para la 

Reforma de las Finanzas Públicas.  

 

En virtud de lo anterior, se deja sin efecto el oficio nro. 12570, de 17 de febrero de 2021.   

 

El presente pronunciamiento se limita a la inteligencia y aplicación general de normas jurídicas, 

siendo de exclusiva responsabilidad de la entidad consultante su aplicación a casos 

institucionales específicos. 

 

Atentamente,  

 

 

 

Abg. Juan Carlos Larrea Valencia 

PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO 
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2 B FEB 2024

Oficio No.

Quito, D.M.,

lngeniero
Edison John¡y Quevedo Zambrano
GERENTE GENERAL
EMPRESA PÚBLICA DE
AGROPECUARIA DE MANABÍ
Presente. -

De miconsideración:

LA ESCUELA SUPERIOR POLITÉCNICA
MANUEL FÉLIX LóPEZ, ESPAM MFL-EP

Con relación a su oficio No. ESPAM MFL-EP-2023-346-OF, de 29 de nov¡embre de 2023,
ingresado en el correo institucional único de esta Procu¡aduria el 3l del mismo mes ¡ año.
se formuló Ia siguiente consulta:

"De acuerdo a lo establecido e el Art. 199 del Reglamento o lú Ley Orydnica del
Sistema Nocionql de Co ttutación Públicd, ¿Lqs Empresas públicas creadas
mediofite resoluc¡óa por el míximo .organismo de las unieefiidades públicas,
PAEDEN PARTICIPAR EN EL RÉGIMEN ESPECUL NORMADO EN EL
ART. 199?".

Frente a lo cua!, se manifiesta lo siguiente:

l. Antecedente§. -

Del oñcio remitido y documentos adjuntos se desprende que:

l.l. A fin de contar con mayores elementos de análisis, a¡tes de atender su consulta.
mediante oficios No. 04801 y No. 05087, de l l de diciembre de 2023 y 4 de enero de 202.1,
este organisi¡o solicitó e insistió al Servicjo Nacional de Contratación pública (en adelante.
'SERCOP ), respectivamente, que remiu su criterio juridico institucional sobre la materia
objeto de la consulta, lo cual fue atendido por la Coordinado¡a General de Asesoría Jurídica
de dicha entidad. medianre oficios No. SERCOP-CGAJ-2023-0236-OF y No. SERCOP_
CGAJ-2024-0006-OF, de 28 de diciembre de 2023 y 8 de enero de 2024, ing¡esados en el
coreo institucional único de la Procuraduría General del Estado los días 4 y 9 de enero del
presente año.

1.2. El informe jurídico del Departamento Legal de la Empresa pública de la Escuela
Superior Politécnica Agropecuaria de Manabí Manuel Félix López (en adelante, ,,ESZAM

MFL-EP"), contenido en anexo al oficio No. ESPAM MFL-EP-2023_346_OF, de 29 de
noviembre de 2023, ciró como fundamentos jurídicos los aÍículos 199 v 200 del
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Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Públical (en

adelante, 'RG¿OSNCP "); con base en los cuales analizó y concluyó:

"ANÁLISIS JÜRiDICO:

Con respecto a lo establecido en el Reglamento a la Ley Orgánica Sistema

Nacional de ConÍratación Pública, en su arlículo 199, hlistfio que mencíona: (...)
No setá apl¡cable este procediñienlo de conllalación itleradfiinislratba, cüafido
ld entidad o efipresa pública participe en cualquier forña dsocialitt¡ cot¡1o

consorcio o asociac¡ón. cok persottas naluÍales oj rídicas nacionales o exlranjeras
privodds- Asimisrno, d excepciór, de las empresas públicas creadas medídnte

resolucióñ pol el ntTximo organismo de las uhtuetsidades públicas, de conlormidad

con la legíslación rle la matería (---) se puede observar que exísle uña ahbigüedad

en el artículo misfio que no permite dar una clara interpretaciók al marulato o

plohibición, es por esta razón que se hará la respectiva consülta a la Prccuradulio
General del Estado para que se pronuncie; sih efibargo, el aflículo establece que el
prccedímiento no es aplicable c anclo la entidad o empresa pública PARTICIPE en

cualquier forma asociatita, mismo que no aplica a la E presa Pública de la
Escuela Superior Polit¿cnica Agtolecuaria de Manabi Manuel Félix López DSPAM

MFL-EP debi¡lo a q e el artículo I de la Ley Orgánica de Empresas Públicas

indica que las mismas gozan de palrifionio prop¡o, son dotadas de aulo.homin

presupuestaria, lúonc¡era económica adt inistclÍivt1 y de gestión (Enfasis

corresponde al texto original).

En concordanc¡a con lo manfestado en el párraJit aúlerior, el articulo 200 del

Reglamento a la Ley Orgánica.le[ Sistema Ndcional de Conlratación Pública,

núsana la aplicabiliclad al procedifi¡efilo de contratación al me cionar que: 'Se

su¡etarán a este proceriimiento las conÍraÍaciones que celebreh: a) La§ empresas

públictls o las empresas c yo capital suscrito pertenezca, por lo lenos en cincuenta

por cie to (50%) a entidodes de derecho público; lumer.tl 2: 'El Estodo o las

¿ntidedes del seclor públrco con: b) Las empresas t!!b!itu!Lb; de aquellas

señaladas en la letra a) o las subsidiarias d¿ lsra.r (Enfasis corresponde al texto

original).

Bajo lo establec¡do en el Artículo 200 del Reglamento a la Ley Orgánica del

Sistemd Nacional ¿le Contratacíórt Pública la Empresa Pública de la Escuela

Superior Polilécn¡ca Agropecua a de Manabí Maúuel Félix López ESPAM MFL'
EP, está en plena capacidad legal de participar efi el proceso de conlrutación

debido (¡ que el capital suscrito son fondos públicos y la m¡sma está Llplicando al
procedimiento de contrafación de manera aulónoma sin asociación".

t RLOS\CP publrca¡lo.n el SesundoStPl¿ ¿nto Na E7 tl¿l 20delthia de 2022
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1.3. Por su parte. el crirerio j urid ico del SERCOP, además de las normas referidás por la
consultante, ciró los artículos 82 y 226 de la Constitución de la República del Ecuadoi (en
adelante, 'CRE"); 14, 22 y 65 del Código Orgánico Adminisrrat¡vor (en adelanre...(Ol ,);

2 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación públical (en adelante.
"/"OS,\t? "): y. 1, 5 inciso 4 y 3,1 numeral 3 de la Ley Orgánica de Empresas públicasj (en
adelante. '¿O¿P '); con fundamenro en Ios cuales concluyó en forma general lo siguiente:

"5. Conclusiói, -

LLrego del análisis efectuatlo. en atekción a su consuha, este Serv¡c¡o Nac¡onal
considera que conlorue lo establece el articulo lg9 del Reglúmento Ceneral a lo
Le), Otgá ica del S¡stenu Nacional de Contr¿t¿ctón púhl¡.o, donde orevé la
posib¡l¡dad que las empresas públicas creadas mediante resolución por ei máximo
organisho de las univers¡dades y escuelas polit¿ch¡cas públicas, piedan u«tgerse
al fuginen espec¡al con h posíbilidad que estas empresas podríin cons[itu¡rse en
.tsociacione:i o consorcios con personas jutídlcas ptiyadas y .reguir aplicando el
tipo de procedim¡enb de régimen especial

Arlenl-r. podrio considerut lo dispuesto el arliculo jl. nti¡neo 3 de la Let
Otgih¡ca rie Enpresas Púhlicas misma que señala, que el convenio asu¿iauro o
contrato será el que establezca los procedimientos de contratoc¡ón y sü normotiva
aplicable, y, en caso de que no lo establezca. se apl¡cará las normas contenidcts enh Ley Orgtinica del Siste,',a Nacional de Cohtratdckin públtca, su Reglahento
Genera[ de aplicación.y demtis nornativl (.onexa ._

I4..Del informe. y crrterio luridico. previamente citados, se aprecia que la consultante
consrdera aplrcable el.regimen esp€cial prev¡sro por el anículo i99 de¡ RGLOSNCP para
los conrratos que celcbren entidades públicas entre sí. incluidas las empresas púbiicas que
p¿nrcrpen por si mismas. sin recurrlr a mecani,mos de asociación

Por su parte, el SERCOP enfatiza que el régimen especial al que se refiere dicha norma
reglamenla¡ia esrá previsto por el numeral g dil anícul; 2 de la LOSNCp y, en tal conre*to.

1T,,1::: 
qr: Ias empresas públicas pueddn acogerse a él exisriendo la po.ibiiidad a" que

parlrcrpen en asocractones o conSorcios.

2. Análisis. -
Para atender la consulta, el análisis considerará los
contratación de las empresas públicasl y. lil Régime¡
la LOSNCP y su reglamento_

sigu¡entes puntos: , Regimenes de
especial de contratación previsto po¡

:, c RE pubhcada ¿h .t R¿gúto (üca! .\,o Jt9 de )a @t 2Aos utlrtu rcJa.no püblEada ¿l ), d¿ ¿n¿rc ¿¿ )tu 1.Ot pt,_bl-ot1ó { t \?qund . Sqtpnteí ktR¿g^taOa,út\, ,ll, ,"r.,,,.*:á,:'
t aS\. p púM o to. a ¿'upt¿-eqo ¿. t ne ¿""i,tt.."¡,, t t \ de t d¿ asa ó ae ..or
I t)I P t t^1,. odo..r, t - üptp -¿rto d", R¿¿¡r a A\, _r., a I \ d. t ó d" q,rb,? J¿ . rA9
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2.1. Regímenes de contrat¡ción de las emPresas públicás. -

Según el articulo 11 5 de la CRE, el Estado constituirá empresas públicas para '/4 8e§lió¡?

.le seclores esltat¿gicos, la presldciótt de seflicios Públicos el aproNechamiento

.rustektable de recursos nalurales o de bienes púhlicos.'- el desarrollo de oÍras oclividades

econóiticas' .las que estarán bajo la regulación y el control específico de los organismos

pertinentes. de acuerdo con la ley. 1 funcionarán como sociedades de derecho público con

personalidad jurídica. autonomia financiera, económica. administrativa y de gestión con

altos parámetros de calidad y criterios empresariales. económicos. sociales y ambientales-

Similar disposición contienc el articulo 4 de la LOEP.

El a(iculo 5 de la I-OEP. que establece la forma de creación de las empresas públicas'

facuka a las universidades públicas a constituir emprcsas públicas o mixtas, que se

someterán al régimen establecido en la LOEP o al régimen societario. respectivamente: y

agrega que: eh ld ¡,esolución de credción adopÍdda por el máxitio organismo univenitdrk)

compelente se de¡ermindrtin los ospeclos relacionados con su adminislrari';t1 )

func¡ohamiento .asi como cl giro cspecíllco del ncgocio.

En este conlexto, el Consejo Politécnico de la Escuela Superior Politécnica de Manabi

Manuel Félix López. mediante Resolución No.010e-2016, de 7 de noviembre de 2016- creó

la ESPAM MFL-EP. cttyo objeto social que determina su giro especifico de ncgocio según

el aficulo 4. es el siguiente:

'(..) ident¡ficación gest¡tjn logística. ¡mplefientaciók desarrolkt ejecución

operuc¡ón v adñin¡slrúción de proyeclo§ obras bienes y senicios prodt¿ción

agropecuarirr. ogro¡n.lush-iol t lecnológ¡cui adqui!ic¡ones,' whl'ls Promoción de kI

iivestigación; capacilacióñ espec¡alizada, presencial y virtual en las distintat ar¿¿s

del conocimiento ¡ saber httmano: preslación tle sen'icios consultoridt )
especiolizatlu por delegación del estado cefitral podrá gestiondr las actiNídades de

los seckrres eslrolé8iLos ¡ de los setvicios públicos" '

De acuerdo con el artículo 14 de la LOEP. las empresas públicas disponen de dos regímenes

de contratación, uno común ) o[ro especial. Respccto del régimen común el número 2 de

esa norma pfevé que las conlrata§iones tle bienes obras ! se"r¡c¡os ¡nclu¡dos los de

consultoría que real¡cen las em7r{§.¡§ púál¡c45 ". se sujetan a la LOSNCP y su reglamento'

lo que guardá armonia con et objeto y ámbito dc aplioación de la LOSNCP, establecido por

su arliculo I6.

¡tOS\tP a l rclnnd¿o po. ¿t nm¿.ol t l ¿e ]d D¡sP"cún t)ercsatúta TÜerd d'lC¿'lts' OryánLo d¿-l¿ ['d onld

5.,."t * u" C..",*^^ ttreotttlatl e tnnotauon pubhc¿d' en ¿l SI{te knt' det R¿s§no Ofid¿l \ a 899 ¿' 9 d¿ 'lt'Pñb't
i,'iii¡ tn t-o¡t"rt¿-¡a E'h Le'' 5tubtece c ¡ sd¿n¡a \d' nndt d¿ t ontahcbn Púbtt'd t '1et'thnna 

to' PnhctPtos )

,i.l r"- ,"o,t"i ,"'**"drn. ot d¿ .oñtdatún Pdrd ld ¿¿q¡Bi't¿ o atenLloh¡¿úa 
't¿ 

ht¿hes ¿tett'¡Óh 't' "h"^ '
-^¡, ,", ¿" p^ tt^ ñ;¿,¿ós los d¿ Lüsul.ti¿ q ¿ t¿ ¿,'¿n ¡ I ': orsonsña' t ¿lpend'ndú ¿e tu r Út bn's ¿¿1 Eío¿'

i ,: t^t,r*",-t..,1"d¿scrcudasparl¿canstuhlct¿holaL{)Pdld¿t4¿r't'1o¿¿toPat'lu¿ea¿¡dl roto ]n Pt¿stactü

* 
'i,',,,"' i¡¡t,-' i p"* *ntr ttü @nvttades e!»1ónia' osu" Itds rot et Estada | ) 8 Lds a'ryañkú n¡¿ru¿nttt!
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Por su parte, e¡ número 3 del anículo 34 de la LOEp regula el régimen especial de
contratación en las empresas públicas aplicable para los casos en que éstas hubieren suscrito
contratos o convenios tales como ol¡anzas estratégicas, asoc¡ación, consoh:tos u
otros de naturaleza similal ". esto es, aquellos que instrurmentan la capacidad asociativa de
las empresas públicas a los que se refiere el artículo 35 ibidemT, previendo qret seú el
conven¡o asociat¡\,o o contrato el que establezca los procedimiehtos de conlratacbn y su
norñativa aplicahle , agregando quet En lo no previsto eh eL respectiyo conyenn o
conlralo, se estará a las dispos¡ciones cohtenidas en la Ley Orgánica del Sistena
Xacional de Contratación Públicat". Lo mencionado es concordante con la excepcrón
prevista en el articulo 199 del RCLOSNCP, como se rarará más adelante.

De las normas citadas se observa que:, conforme a ¡a LOEP. las contratacioncs que
efectúen las empresas públicas se sujetan a dos regimenes jurídicos: el común y el especial;
i, el régimen común de contratación de las empresas públicas se rige por la LOSNCp, para
las coñtrataciones de bienes. obras y serv¡cios. inclt¡idos los de consultoría según su ámbito
de aplicación. l-a LOSNCP establece un régimen especial de contraraciones
inleradministativas. que se examinará en el siguienre ací+ite., ¡i¡)el régimen especial de
contratación en las empresas públicas. en los términos de la LOEp. se aplica para los casos
en que estas. en ejercicio de su capacidad asocia¡iva. hubieren suscri¡o alianzas estratégicas.
asociaciones. consorcios u olros de naturaleza similar. que se rigen por el convenio
asociativo o contrato. en el que se es¡ablecerá los procediñienfos de conrakción, siendo
aplicable la LOSNCP únicañenre en lo no previsro en aque¡los; y. iv, para conrratar. las
empresas públicas se sujelan al régimen especial, según la t,OEp, cuando suscriben
contratos o convenios tales como alianzas estratégicas. asociaciones. consorcio u orros
similares, de conformidad con el anícu¡o i5.

0579?

- Ediñcio ANrn¿r prá¿
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2.2. Régimen cspecial de cohtratación previsto por la LOSNCp y su reglamento, _

El número 6 del atículo 6 de la LOSNCp contiene, enlre otras, la siguiente deflnición:

cualq,¿tu kth@re tua..hete ons¿n .rcadón ó.an,ntuc¡ón q,e pósoñ t o.tnú6t¿h hpnet lótu)as htttos a.rbnes,a tctp¿ttanls d.h\ot .¿"tas rrh¿¿¿¿r ¿\.¿¿¿nú1 atbwncl¿".,, tó¿L, ¡as ¿?.echas qrc pd¿;¿.?n u¡ E ado ).u t6
¡ Bdrd@4 ya oat Jidtu k jente d. ta q,¿ Fate¿o, ñttülr¿ tas p/awn¿nt¿s de pr¿",i.oi a,*,,.*, 

" "**g", ,t,, ".¿t¡!terabatn,lai¿r¿atr¿halitraldetEradaDd¿,ushnuLbnes.leñpr¿q,e¡u¿¿pat.pdtrtñütootost¿Lry\qu¿:¿
l¿ deqñ¿n ene ñ¡eglanó cn.l.th.úe,nt l5|y, pot.1.n1oo tus co püt¡cjpadü \¡atut , ¿n g"n",ot,odu,"nt,o,o,,a, 

"n,lu"s¿,tn.¿ ¿n.ddacasó ftdnsasDúbt¡.\»enruisd¿tdn.aütatioy");üc,úad¿¡@s,.d;;,,;;,;,;,;;;;;";",""r,,,.,,""
p¿ts.no' tú¡¿ca\ a lat.t ¿ s. pfEr¿ ¿ nmerat 8t.t adiatto ).t¿ esto Lq q," * __.",_ a ,ie,_,,i,iu*,r. *.*

^,":^:"r_:^.,:....::..::l,l:,r, 
,,¡. @, p¿ . . LÁ ¿ñ|N \ púbtaa! rc».h.dpd.da,lasacúttd purd e1.unptñt¿nta de 16 ¡n¿s ).r.ons¿¿t¿atú prtd 1,,¿t¿brucúk ¿¿ to: Lontruhx q,e s¿ tuqtleroh paru a¡o efedú potruk4tr ¡1, n.tt{.Rt üp ¡ r ".^¡. ,...etade.*c__..,."..,_),,..,,_l,,,rt__..',.,,"*^,,,,.4t¿¡n_ht,natot"t.¿.¡a,dpta.,qoñú,,pLt,\.otdo,M.n¿t_ah-t",,,a,,pi".,_.,"i,*,.,,t,tto

¿¿ ldC.nnltu.nn.1e la R¿puhl@ t )
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"6. Contrutisfa: Es la persona naÍwal o jarídica, nacional o e:rtranjeru, o
asociación de éstas, contlatdda pot las Entidades Contruta tes pára proreer
bienes, ejeculdl oblas y prcstar sel'\)icios, iñcluidos los de consultoría" -

Para la celebración de los contratos sujetos a su ámbito (ejecución de obras, la adquisición
de bienes y la prestasión de servicios, incluidos los de consultoría) ei atículo 2 de la
LOSNCP prevé la aplicación de un régimen espec¡al sujeto a la normativa especifica que

para el efecto dicte el Presidente de Ia República en el RGLOSNCP, bajo criterios de

selectividad, entre ellos, según su número 8, para los contratos que celebren las entidades

públ¡cas cntre sí, con empresas públicas, éstas entre si o con "emp¡esas cu))o capital
suscrilo pe enezca, pot lo menos en el cincuenla (50o/o) por cieúo a entidades de derccho
público o sus subs¡diaias " (Énfasis añadido). Adicionalmente, los incisos tercero y cuarto
del mismo número establecen que:

"El régiuen especial previsto en este numeral para las eupresas públ¡cas o
empres.rs cuyo capital suscrilo pertenezca, por lo menos en cincuenla (5Ao/o) pot
ciento a entidades ¿le derecho público o sus subsídiarias se dpl¡cará únicofiente
para el girc especíl¡co del hegocio; en cuanto al gito común se aplicará el r¿gm¿n
común previsto eú esta Lcy.

La determinación de g¡tu especíjico y común le corresponder.i al Director
Ejecurivo del Servicio Nacio al de Coútratación Pública".

Por su parte, los artículos 199 y 200 del RCLOSNCP desarrollan el régimen especial

previsto en el numeral 8 del artículo 2 de la LOSNCP, que la norma reglamentaria

deñon7i¡a "coníratación interadministratíva por estar relerida a contratos celebrados por

entidades del Estado entre si, es decir, ¡nst¡tuciones del sector púb¡ico, empresas públicas y
sus subsidiarias. o de propiedad del Estado en al menos el 50o%.

AI respecto. el articulo 199 del RGLOSNCP, dispone que se sujetarán al procedimiento

establec¡do en la Sección X "Contratos ehlrc Ent¡tlades Públicas o sus Subsidiúias'.
exclusivamenle las contrataciones que se celebren enfie "entidades o emptesas públicas

ecuatoridnas" sujetas al ámb¡to de aplicación de la LOSNCP "con copacidad ,échica !
juídica para ejeculst el ohjeto ttuater¡a de ld conlrulación " (énfasis añadido)-

Adicionalmente, señala que dicho proceso no se aplicará "cuafido la entidad o empresa

pública parrrcipc en cüalquier lorma asociotivü como co sorc¡o o osociac¡ón. corl

pe6onds notwales o jurídicas nacionqles o etlrcjeras privadas" (énfasis añadido).

En esre contexto, el aÍículo 200 del RGLOSNCP reitera que se sujetarán al procedimiento

de régimen especial las contrataciones que celebren:

" 1. El Estado con entidades del seÚor público. o éstas enlre sí,

2. El Estado o las entítlades del sector público coñ:
88
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a) Las empresas públicas o las empresas c yo capital süscrito pertenezca, por lo
menos en cincuenta por ciento (50o/o) a entidades de derecho piblico;
b) Las empresas subsididrias de oquellas señaladas en la lelra a) o las
subs idiarias de éstat.-

c) Las personas jurídicas, las empresas o las subsidiatias de éstas, creadas
constitüidas bajo cualquier formajurídica, cuyo capital, rentas
recursos asignados pertenezcan al Estado en ú1d proporción de por lo menos

v,(50o/d;
3. Entre empresas públicas, las subsidiarias de eslas, olas enpresas creadas
constituidas bajo cualqu¡et formajur¡alica cuyo capital, re tas
recursos asighados pertenezcan al Estado en una proporcíón de por lo menos
cincuefila por ciento (50o/o) ".

Por otra parte, el articulo 5 numeral 3 de la LOEP facuha a las universidades públicas a
''constituir emprcsas pública¡ o mixtas que se someterán al régitnen establecido en estu Ley
para las empresas creadas por los gobiernos autónomos descehtrulizados o al régimen
societario, re speatiramenle" ,

De lo señalado se desprende que: , las universidades pueden constiruir empresas públicas
sometidas al régimen de la LOEP; l, las contrataciones de régimen común de las cmpresas
públicas, según la propia I-OEP, se sujetan a la LOSNCP, y en ese contexro les es aplicable
el régimen especial establecido por el número 8 del artículo 2 de la LOSNCP, que
desarrollan los anículos 199 y 200 de su reglamento general, para las contrataciones
interadministrativas, es decir, aquellas que se celebran por entidades o empresas del sector
público entre si o de propiedad del Estado en al menos el 50o¿; y, ¡i, el procedimiento de
régimen especial establecido por la LOSNCP, no se aplica cuando la empresa pública
participe en cualquier foma asociativa con personas naturales o jurídicas nasionales o
exrajeras privadas.

3. Pronunciamiento. -

En atención a los términos de su consulta se concluye que. las empresas públicas pueden
acogerse al régimen especial de contratación al que se refiere el numerai 8 del artículo 2 de
Ia LOSNCP, y los anículo 199 y 200 de su reglamento general, cuando celebren los
contratos sujetos al ámbito de esa ley con ot¡as empresas públicas o entidades del sector
público, o empresas cuyo capital suscrito pertenezca, por io menos en cincuenta (50o%) por
ciento a entidades de derecho público o sus subsidiarias. Según eltenor delartícuio 199 del
citado reglamento, dicho régimen especial no se apliña ',cuando la entidad o empresa
pública partícipe en cualquier fotma asociativa como cohsorcio o asociación, con
pefionas nalafdles ojuÍídicas nocionales o extÍ(rjeras privadas', (Énfasis añadido).
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Íl presente proúunc¡amietrto se limita a la inteligencia y aplicación general de norma§
juridicas, siendo de exch¡siva responsabilidad de la entidad consultante, su aplicación a

casos institucionales específi cos.

Atentamente.

Abg. Juan
PROCU

ta
RAL DEL ESTADO

lng. Deborah Cristi¡e Jones Faggioni

Directora General del Servicio Nacion¡l de Contratación Pública, SERCOP
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